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INTRODUCC/Ó N 

Ante la realidad que se vive en el ámbito )urldlco en nuestra nación, 

especfflcamente respecto del abuso Indiscriminado del juicio del amparo, no 

fue nada fácil elegir el objeto de la presente Investigación, a través de la cual 

se hace un llamado a nuestros legisladores para que se reglamente 

debidamente tanto en la Ley de Amparo como en el Código Representativo 

Federal, acciones que vayan en contra del quejoso o de quien promueve en 

su nombre, los que al promover el Juicio de Garantías, lo hacen afirmando 

hechos falsos u omitiendo los que les consta, con la única finalidad de 

retrasar el procedimiento o de eludir cualquier responsabilidad Jurídica. 

En el presente trabajo analizaremos la responsabilidad del quejoso en el 

Juicio de Amparo Indirecto en materia administrativa, asf como el contenido 

del articulo 211 de la ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 

constituclonales, al mismo tiempo que se propone una reforma al artículo 

247 del Código Penal Federal, toda vez de que el vigente es omiso por 

cuanto hace a la conducta dolosa realizada por el quejoso o de quien 

promueve la demanda de garantías fundada en hechos falsos u omitiendo los 

que les constan. 
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Durante la elaboración de la tesis se realizó una minuciosa Investigación 

de los antecedentes legislativos y doctrinarlos sobre el tema en comento, 

encontrándonos con que los tratadistas de la materia al referirse al tema en 

estudio, lo abordan de manera somera, por lo que aspiro que ante la ausencia 

de un estudio especifico como el que hoy nos toca, la elaboración de la 

presente Investigación llegue a hacer eco, pues en ella se proponen cambios y 

reformas especificas a los artfculos tanto de la ley de Amparo como del 

Código Penal Federal. 

Para una mejor comprensión del tema en estudio, el presente trabajo se 

ha dividido en dos partes a decir, la primera que comprende del primer 

capitulo, en el que de un modo Insustancial nos referiremos a los 

antecedentes históricos del Juicio de Amparo; hasta el quinto en el que se 

estudia la suspensión del acto reclamado desde su concepto, estudiando su 

naturaleza hasta llegar a las diversas clases de suspensión que reconoce la ley 

de la materia, no pasando por alto que es precisamente la medida cautelar el 

alma del juicio constltuclonal, es decir, la que mantiene viva el mismo. 

Fue necesario el análisis del concepto y naturaleza Jurldlca del Juicio de 

amparo; as! como la procedencia del Juicio de Amparo Indirecto, es decir los 

presupuestos procesales del mismo mediante los cuales a todo Individuo 

previa violación a sus garantlas, le nace el derecho a promoverlo y 

continuarlo hasta su resolución, y por otro lado la obligación del órgano 

jurisdiccional de admitir la demanda y tramitarla en sus términos hasta la 

sentencia y cumpllmlento respectivo. 

En el capitulo 1 V se hace un estudio detallado de las partes que 

Intervienen en todo Juicio de Amparo pormenorizando cada una de ellas. 

En la segunda parte, del presente trabajo se analiza desde diferentes 

ópticas el numeral 2 1 1 de la Ley de Amparo, proponiéndose reformas al 
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mismo y, por otro lado se aporta un proyecto de reforma al diverso 247 del 

Código Penal Federal. 

Se estima que es de suma importancia hacer una revisión a los artículos 

anteriormente citados para dar mayor certidumbre jurídica y el grado que 

merece el Juicio de Amparo por ser este, el último medio de defensa que 

tienen las partes en toda controversia judicial. 

Siendo la presente obra de un tema tan complejo, la misma puede 

contener criterios dlscutlbles, empero la Intención del presente trabajo lleva 

en sf mismo la esperanza de que sea útil para los conocedores de la materia, 

legisladores, quejosos, postulantes y amantes del derecho; los que deberán de 

asimilar su responsabllldad dentro de los merltos que contiene nuestro Juicio 

Constitucional. 
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CAPITULO 1 

ANTECEDENTES HISTÓRICOS 

Es dlflcll y comprometedor sel\alar con precisión los antecedentes de la 

historia de la Institución más Importante de nuestro sistema Judicial, como lo 

es el amparo mexicano. Efectivamente dicha tarea se ve más complicada 

cuando pretendemos dar una exposición sintética y sustancial sobre el tema, 

ya que se ha escrito tanto por tratadistas y comentaristas del Juicio 

Constltuclonal Mexicano, que resulta Imposible Incluir lo que bien puede 

faltar, en el presente trabajo. 

No siendo la finalidad de la presente obra realizar una exposición 

exhaustiva y paso a paso a través de la historia y de las diversas etapas por las 

que ha pasado nuestra Constitución, remitiéndonos, por tanto, a un somero 

desarrollo cronológico en cuanto a la época y resef\as históricas más 

sobresalientes. 

En tales condiciones Iniciaremos con la lntercess/o rom.Jn.J, pasando por 

la /ustíc/¡¡ de Ar.Jgón así como el h.Jbeu corpus anglosajón llegando al 
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antecedente novo hispano, y la declaración de los derechos del hombre y del 

ciudadano de 1 789 en Francia, fuentes que Influyeron de alguna manera a 

los creadores del amparo en México; seguimos con la ldeologfa y herencia de 

Don Manuel Crescenclo Rejón, as! como la de lgnaclo M. Val/arta y Don 

Emilio Rabaza, y las aportaciones de Don Mariano Otero. 

En tales condiciones a continuación daremos Inicio a los antecedentes 

romanos . 

/./ROMA 

En Roma se hablaba del Individuo mediante el C/vls Romanas que tenla 

como elementos de su personalidad jurídica el Estatus l/bertatls, empero 

dicha libertad se referfa exclusivamente a las relaciones civiles y polfticas de 

los ciudadanos no reconociendo derecho alguno por el orden Jurídico. 

En si el Estatus llbertatls, más que libertad del ciudadano romano era 

la calidad o condición que se oponfa al servus, es decir, la autoridad de 

actuar y comportarse por mutuo propio. Los tratadistas han sostenido que en 

síntesis hablar de libertad en el Régimen Romano era referirse a un grupo 

determinado de personas con ciertas categorías, tal es el caso del pater

fam/l/as, el que gozaba de poder ampllo y bastante tanto sobre los Integrantes 

de su familia como de sus esclavos. 

En el mismo orden de Ideas, si bien es cierto que en roma el homo llber 

gozaba de ciertos derechos tales como el de votar y ser votado, as! como el 

derecho a Intervenir en la vida públlca Integrado a través de los órganos de 

autoridad y desarrollando su funcionamiento en las mismas. 

Es Importante resaltar que no obstante ello, la libertad del hombre 

como tal, conceptuada esta como un derecho público individual inherente a la 
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personalidad humana, oponible al estado en sus diversas manifestaciones y 

derivaciones era desconocido en Roma . 

Ya que se disfrutaba el Estatus llbertatls, se gozaba por el ciudadano 

romano como un hecho sin consagración Jurídica alguna respetable y 

respetada únicamente tanto en las relaciones de derecho privado como en las 

facultades de fndole polltlco. 

Fue el Jurisconsulto Cicerón, tal y como lo cita Burgoa en su obra ºEl 

Juicio de Amparo", quien reconoció aunque de manera tácita la existencia de 

derechos propios de la persona humana superiores al ordenamiento estatal, el 

cual carecía de validez en cuanto vulnerara las normas relativas a la naturaleza 

. del hombre, y sostenla que: 

u como no hay nada que sea mejor que la razón, y como esta existe en 

el hombre y en la divinidad, hay entre ambos una primera sociedad fundada 

en la razón. Pero entre quienes es común la facultad de la razón, lo es 

también Ja recta razón, y como esta es Ja ley, hemos de consldeurnos los 

hombres asociados con los dioses por la ley. Mas entre quienes hay 

comunidad de ley, hay también comunidad de derecho y aquellos, entre 

quienes estas cosas (ley y Derecho) son comunes, han de considerarse como 

la misma ciudad". 1 

Como es conocido, la historia de Roma está comprendida en tres 

periodos a decir: la Monirqulca, la Republ/cana y la de los Emperadores, 

siendo en cada una de ellas que la Organización Polftlca Romana era diversa 

así como por cuanto hace a las relaciones entre los diferentes poderes que 

comprendían la función o actividad del Estado. 

1 Burg<u, lgnaclo: El Juicio de amparo, Ed. Porrúa. a• edición. México 1971 . Pagina 44 
ln.flne.45. 
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Époc¡¡ MonJrquícil: En esta etapa de la historia de Roma se dio 

un verdadero equllibrlo entre los 

principales órganos de autoridad del 

Estado respecto de las tres actividades o 

Poderes Estatales. 

Época Republ/cana: En esta época encontramos que la función 

Las 

Iniciativa 

Legislativa la ejercitaba el pueblo, el que 

era Integrado por Patricios, el senado y 

los plebeyos, quienes para ese entonces 

tenfan pleno goce de sus derechos 

Leyes votadas por el pueblo y su 

incumbla al senado; pero si afectaban o 

podían afectar a la plebe, se sometía a la 

consideración de los plebiscitos, es decir 

a la Asamblea de los plebeyos. El Poder 

Ejecutivo correspond ía al senado, el que 

designaba a los Magistrados para que en 

su nombre los representara, 

sobresaliendo entre dichos funcionarios 

Los Cónsules¡ por cuanto hace a la 

función /udlclal, Esta era ejercida por 

El pueblo, los Plebeyos y el Pretor. 

Una de las más importantes aportaciones que hizo Roma al mundo fue 

el equlllbrlo entre los poderes del Estado a través de la creación de los 

Tribunos de la plebe quienes no obstante carecer de facultades de gobierno 

administrativo y jurisdiccional, su actividad sé hacia consistir mediante el veto 

a oponerse a los actos de los Cónsules y demás magistrados e incluso, a los 
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del Senado cuando dichos actos eran contrarios o lesivos a los Intereses y 

derechos de la plebe¡ utilizando la lntercesslo como medio por virtud del 

cual, los tribunos desplegaban sus facultades vetatorlas mediante las cuales 

lmpedfan o paralizaban los efectos o su efecuclón, cabe hacer notar que la 

finalidad no era la de anular o Invalidar el acto lesivo. El poder que 

ostentaban los tribunos se fincaba en los plebiscitos a los que podfan convocar 

para enjuiciar las leyes y demás actos de autoridad, Incluyendo en ellas las 

resoluciones fudlclales que perjudicaran los derechos e Intereses de los 

plebeyos. 

Teodoro Mommsen, en su Compendio de Derecho Público romano al 

respecto de la lntercesslo sostiene: 

"Sobre todo en la Intercesión tribunicia se ve bien marcada la 

tendencia de prevenir por este medio los abusos de poder de los funcionarios 

públicos, supuesto que al ciudadano oprimido o perjudicado por un mandato 

de los magistrados¡ se le concedfa el derecho a reclamar (Appelatlo) auxilio 

(Auxlllum)". 2 

Época Imperial: En esta época desaparece el equilibrio 

que distinguió la anterior etapa romana 

del equilibrio entre los poderes del 

Estado Romano, para recaer en una sola 

persona, El Emperador (Cesar) quien en 

suma representaba todo el poder 

2 Mommsen, Teodoro: Compendio de Derecho Público Romano, citado por Rodolfo Batlza 
en su articulo "Un pretendido antecedente remoto del Amparo", Publicado en el No. 4 de 
la Revista Mexicana de Derecho Público . P~glna 173. 
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existente en Roma, aun y cuando e l senado 

subsistió fue sometido a la voluntad 

Imperial. Del Cesar emanaban las leyes, 

y la aplicación de la Justicia o en su caso 

esta era aplicada por las personas que el 

elegía a su libre albedrío, a quienes se les 

conoció como pretores. 

A continuación nos referiremos al Interdicto uoe Homlne Libero 

Exhlbendo", consignado en la Ley I llbro 43, titulo 29, del Digesto: Acción 

civil establecida por un edicto del Pretor a petición de un ciudadano dirigida 

a otro, contra el secuestro de persona hecho por particulares, no siendo una 

medida de control contra las arbitrariedades o excesos de la autoridad del 

Estado, evitando así que un particular pueda sin sanción alguna privar de la 

libertad a un hombre libre, único titular en Roma de la acción 

correspondiente. 

1.2 /NGLA TERRA 

El origen de los artículos 14 y 16 de nuestra Constitución Federal, lo 

encontramos en el numeral 46 de la Charta Magna Inglesa, la que fue 

firmada por el Rey Juan Sin Tierra a principios del siglo XIII, documento 

polltlco base de los derechos y libertades en Inglaterra, el cual contiene en 

síntesis una verdadera garantía de legalidad, pues establecía que: 

''Ningún hombre llbre podría ser arrestado, expulsado, o privado de sus 

propiedades sino mediante juicio de sus pares y por la Ley de la Tierra''. 
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En efecto en dicho precepto se establece que ningún hombre libre 

podrla ser privado de su libertad y posesiones sino por acuerdo de la ley de la 

tierra Implicaba la observancia de la garantla de legal/dad. En el sentido de 

que dicha afectación, solo podrla ejecutarse mediante una causa jurldlca 

permitida por el derecho. Pero, además, se requerla que tal privación a los 

derechos de libertad y propiedad Individuales se realizaran no solo de 

conformidad con la Lex Térrae (ley de la Tierra), sino mediante juicio de los 

órganos jurisdicclonales Instalados con anterioridad al hecho de que se 

tratase. 

Por otra parte en 1679 el procedimiento que permltla a Los Jueces 

examinar las ordenes de aprehensión ejecutadas y la califlcaclón de la 

legalidad de sus causas, alcanzó el grado de Ley denominándose Wrlt of 

Habeas Corpus, el cual a diferencia de la Chartil Magna no solo contiene la 

declaración de Derechos, sino a más es un derecho garantizado, que se 

traduce en un procedimiento mediante el cual pueden hacerse efectivas las 

Garantlas Individuales, en relación con la libertad personal contra tas 

autoridades que la vulneren. No obstante ello el Wrlt of Habeas Corpus 

solamente procede cuando se ve afectada la libertad flslca de un Individuo y 

no contra el acto o mandamiento de autoridad alguna. 

1.3 FRANCIA 

Como fruto de los diversos hechos históricos acaecidos en Francia, fue 

el 26 de agosto de 1 789 cuando se formula y proclama la mundialmente 

conocida "Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano", en 

cuyos artlculos 1°, 2°, 3°, 4°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10°, 11° y 12º 

respectivamente establecen: 
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Artículo 1° • Los hombres nacen y permanecen llbres e Iguales en derechos. 
ús distinciones sociales sólo pueden lundatJe en la utilidad común. 

Artículo 2 • la final/dad de toda ilSOCfildón pol/tka es la conservilCfón de los 
derechos naturales e Imprescriptibles del hombre. Tales derechos son la 
libertild, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión. 

Artículo J · El principio de toda soberanla reside esenc!d/mente en la NK!ón. 
Ningún cuerpo, ningún lndMduo, pueden ejercer una autoridad que no emane 
expresamente de ella. 

Artículo 4 • la llbertild consiste en poder hilCer todo ilQUe//o que no petfudlque 
a otro: por eso, el ejercklo de los derechos naturales de cada hombre no tiene 
otros limites que los que prant!Dn a los demJs miembros de la sociedad el 
goce de estos mismos derechos. Tales limites sólo pueden ser determinados por 
/a ley. 

Artículo 6 · L.1 ley es la expresión de lil volunud general Todos los cludt1danos 
tienen derecho il contribuir a su elaborKlón, peoonalmente o por medio de sus 
represent.111tes. Debe ser la misma para todos, ya sea que proteja o que 
sancione. Como todos los ciudadanos son Iguales ante ella, todos son 
Igualmente admisibles en toda dignidad, cargo o empleo públicos, según sus 
Cil¡JilCldades y sin otra distinción que la de sus vlJtUdes y sus ulentos. 

Artículo 7 • Ningún hombre puede ser dCUsado, arresudo o detenido, como no 
sea en los casos determinados por L1 ley y' con a¡regfo il las fotmdS que ésu ha 
prescrito. Quienes sol/citen, cumn, ejecuten o hagan e/ecuur órdenes 
arbltrilrlilS deberán ser cilStlpdos; pero todo cludadil/10 convocado o 
aprehendido en vlnud de la ley debe obedecer de Inmediato; es culpable si 
opone resistencia. 

Articulo 8 · la ley sólo debe esublecer penas estrlcu y evidentemente 
necesarias, y nadie puede ser cilStlgado sino en víttud de Ul1il ley establee/da y 
promulgada con anterioridad al del/to, y apl/cada legalmente. 

Articulo 9 • Puesto que todo hombt'P se presume Inocente mfentrilS no sea 
declarado culpable, si se Juzga lnd/speflSilÍJ/e detenerlo, todo rigor que no sea 
necesario para apoderatJe de su pefJOnil debe ser severamente reprimido por la 
ley. 

Articulo I O • Nadie debe ser Incomodado por sus opiniones, lnc/uslve 
religiosas, il condición de que su l11ilnlfesuclón no perturbe el orden públlco 
esublecldo por/¡¡ ley. 

Articulo 11 · la l/bre comunlcKlón de pensamientos y de opiniones es uno de 
los derechos mJs preciosos del hombre; en consecuenclil, todo cludad¡¡no 
puede h¡¡bfar, escribir e Imprimir libremente, a trueque de responder del abuso 
de estil llbertad en los casos determinados por/¡¡ ley. 

Articulo 12 • La gar¡¡ntla de los derechos del hombre y del c/ud¡¡dano neceslu 
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de unil fueail públ/Cil; por lo unto, estil fueail hil sido /nstltuldil en beneficio 
de todos, y no pilril el provecho pilrtku/Jr de ilQUéllilS il quienes hil sido 
encomendildil. 

La proclama de la declaración de los derechos del hombre y del 

ciudadano de 1 789, fue en la que se Inspiró el legislador en que el México 

jur fdlco Independiente, asumiéndo los principios lndlvlduallstas y llberales en 

el o rdenamiento fundamental de la constitución de f 857, la que consagró 

una sección especial en sus primeros 28 artfculos a los derechos del hombre . 

En esta Ley fundamental, locallzamos el único procedimiento efectivo en el 

que se garantizan los derechos del hombre imponiéndonos al respeto de la 

autoridad mediante el amparo. 

No podemos dejar de pasar por alto el recurso de casación francés que 

no es otra cosa sino el medio, por el cual se ataca la Ilegal de las sentencias 

definitivas de últlmo grado pronunciadas en Juicios civiles y penales. El 

tribunal que conoce de tal recurso lo es el máximo órgano Judlcial de Francia 

"Corte de C,1Saclón ". 

El recurso en cita tiene como flnaiidad anular los fallos definitivos 

civiles o penales o por errores In ]udlcando e In Procedendo. De ahf que la 

Corte de Casación no sea un órgano de revisión definitiva de los fa llos que 

conoce toda vez de que no aborda las cuestiones de hecho que estos 
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contengan. Por ello al decretarse la anulación de la sentencia que se impugna 

por esa vía, las cuestiones en controversia vuelven a someterse, por Re-envio 

al tribunal que determine la misma corte, debiéndose estudiar los puntos 

resueltos en la decisión de tal tribunal nuevamente. 

De lo narrado hasta este momento vemos claramente que existe cierta 

semejanza entre el recurso en estudio y nuestro amparo directo en materia 

clvll y penal. 

1.4 ESPAÑA 

España al Igual que las grandes naciones europeas, en su tiempo vivió 

en su historia Jurídica un largo periodo de acomodamiento y adaptación entre 

los diversos pueblos que habitaron su territorio, asl pues, durante la época 

visigoda fue Indudable la aplicación del Fuero Juzgo o denominado 

también Libro de los Jueces o Código de los Visigodos. 

El Fuero Juzgo era un ordenamiento normativo compuesto de 

disposiciones relativas a diversas materias, tanto de derecho público como de 

derecho privado. 

Otro antecedente de gran Importancia lo era el Fuero Viejo de Castllla, 

el que contenla diversos fueros y disposiciones el cual se componía de cinco 

libros y fue publicado en 1356. 

Una de las legislaciones que mayor Influencia tuvo en la unidad del 

derecho espaf\ol lo fue las siete partidas del rey Alfonso X. 

En 1505 por órdenes de Fernando el Cató/leo, se publicaron las 

llamadas leyes del Toro, obedeciendo su nombre a que se expidieron por las 

cortes celebradas en la Villa de Toro. 
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En 1567, bajo el reinado de Fel/pe JI se publicó el Código que se 

conoce con el nombre de recopilación de las leyes de Espada. Fue asf, que 

hasta 1 805 estuvieron vigentes dichas leyes, y fue entonces promulgado en su 

lugar bajo el reinado de Carlos IV fil Novfslmil recopllaclón de Leyes de 

Espillfa, compuesta de cinco tomos. 

lgnilclo Burgoa en su obra el juicio de amparo hace referencia a que 

uno de los fueros de mayor slgntncaclón para la antecedencia hispánica de 

nuestras garantlas es Indudablemente el denominado Privilegio General que 

bajo el reinado de Pedro 111 en I :J 48 expidió en Aragón, documento que 

contenfa diversos derechos fundamentales a favor del gobernado oponibles a 

las arbitrariedades del poder público en lo que se refiere a la libertad 

personal. 

El respeto a la seguridad jurldlca que establecfa dicho fuero, se hacia 

respetar a través de distintos medios procesales que en dicho ordenamiento se 

establecfan a los que se les conoce como: Procesos Forilles, los que eran 

aplicables para los casos en que alguno hubiera sido preso sin hallarse en 

flagrante delito, o sin Instancia de parte legitima, o contra ley o fuero o si a 

los tres dfas de la prisión no se le comunicaba la demanda, por más que 

pesase sobre el acusación o sentencia capital, debla ser puesto en libertad por 

espacio de veinticuatro horas, en virtud de lo que se llamaba La Vla 

Prlvl/egladil. 

Además, de este proceso encontramos el de furlsflrma, aprehensión y 

de Inventarlo, de tal manera que con esos cuatro procesos, tanto las personas 

como los bienes de los aragoneses se encontraban garantizados contra la 

violencia. 
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En tales condiciones, es en el Reino de Aragón donde en forma 

efectiva y contundente encontramos el cuerpo de normas que consigna ciertos 

derechos del Individuo frente a la autoridad, los que por análoga concepción 

a las garantfas Individuales limitan al poder público a favor del gobernado. 

En su calidad de máxima representante del Poder Judicial en Aragón, El 

J ustlcla podfa repasar toda clase de expedientes y de procesos 

Independientemente del estado, en que se encontraba su tramitación, 

examinando si estos se afustaban o no con lo establecido en los fueros y leyes, 

sus atribuciones furfdicas del Justiciazgo eran tan amplias que se asemefaban a 

las del soberano; ya que ni las cortes ni el rey podfan intervenir en sus 

determinaciones, pues podfa castigar el incumplimiento de sus mandatos, 

convocando y reuniendo Incluso las fuerzas del reino, era en suma firme 

sostén de los fueros y constituciones del mismo, que en materia de an su 

expresión en los cuatro Procesos Forales antes citados. 

El Justicia "amparaban a los peticionarios, puesto que tal era la palabra 

que se usaba en las resoluciones y cuya tramitación era una de las 

preeminencias del Justiciazgo de Aragón y sus Oficiales, sin que la autoridad 

repito, de la Corona pudiera inmiscuirse, ya que en la realidad, el 

pensamiento directriz que presidió en la institución de los referidos procesos 

forales fue la defensa de los derechos Individuales frente a los abusos y 

extorsiones del Poder, bien fuera este encargo por los Jueces reales o bien por 

los representantes de la potestad seilorial. 

1.5. MÉXICO 

Respecto de la organización polltlca administrativa y judicial en la época prehispánica 

en México, de acuerdo a los historiadores es una labor complicada y difícil debido a la falta de 

derecho escrito, de ahf que lo poco que conocemos, encuentra su fundamento en 
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traducciones de códices usos y coswmbres de los pueblos prehispánicos que habitaron en 

nuestro territorio. 

Es poco el material que tenemos al alcance para la investigación respecto a este tema, 

de ahf que recun1mos a la Investigación realizada por lgnaclo Romerovargas lturb/de quien 

sostiene haber descubierto en la organización Juridlco polftlca de los pueblos del Anáhuac un 

antecedente del amparo a través del funcionamiento de un tribunal llamado "de principales " 

o sea, de "tecuhdls y gobernantes", al afirmar que éste "tenla asiento en la sala de Tecpan 

denominada Tecp/ca/11, casa de se/Jor y de los P/11/s (Consejo de guerra), donde el a/téped 

asistido de los principales guerreros y gobernantes, de los pll/ls, reclbfa quejas e Impartía 

Justicia sobre guerreros y gobernantes de los PI/lis, Juzgando con extrema severidad y de 

acuerdo con las normas y cosrumbres de la nación, verdadero tribunal de amparo contra actos 

de los funcionarios, de la real encada entre los lndfgenas. "3 

Una vez que hemos tocado aún de manera somera los antecedentes 

históricos del juicio constitucional, asf como su evolución a través del tiempo, 

es menester y aspecto de suma importancia, tocar el tema del origen nacional 

del Juicio de Amparo. Para ello es necesario precisar, sin pasar por alto que 

en el llamado Recurso de la Época Colonial haya Influido de manera directa 

en el curso de la historia Jurldlca en México especfflcamente del Juicio de 

Amparo, lo que es cierto que de)o honda huella en los usos y costumbres de 

la Nueva Espaila. 

Una vez consumada la conquista de México e Iniciarse la colonización 

de su territorio, la norma Jurfdlca espatlola encontró en el nuevo continente 

un conjunto de hechos y costumbres Jurldlcas autóctonas, las que se vieron 

consolidadas por las disposiciones del Virrey y posteriormente por la 

recopilación de Leyes de Indias de 1681, mediante tales leyes se observa el 

3 Romuovargas, lturblde lgnaclo: Organización polftlca de los pueblos de Ánahuac. México 
1957. Pág. 306. 
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lineamiento tendiente a proteger a la población Indígena contra abusos y 

arbitrariedades de los españoles, criollos y mestizos . 

Dicha Ley era un régimen jurídlco-polltlco en el que la autoridad 

suprema de Rey descansaba sobre el principio del origen divino, de la 

Investidura soberana de los monarcas, cuerpo legal regulador de normas de 

derecho público y de derecho privado. 

Con el mismo carkter Jurídico y las funciones propias de las audiencias 

en el recurso de la época colonial, aparecen los llamados recursos de fuerza, 

que era la reclamación de la persona que se sentla lnJustamente 

agraviada por algún 

Juez eclesiástico, hacia valer ante el tribunal secular, Implorando su amparo y 

protección, para que la autoridad civil dispusiera que la eclesiástica ,.,.alura la 

fueru o violencia", que hacia al agraviado; en tales casos las audiencias se 

limitaban a resolver si se había dado fuerza o no en el hecho que reclamaban. 

Por último citaremos otra de las instituciones Jurídicas coloniales que 

Influyeron en el nacimiento de nuestro juicio de Amparo y que lo es el 

Recurso por ln/ustlcla Notoria que era el recurso que tenía lugar cuando se 

violaban de un modo manifiesto en el proceso, las formas sustanciales del 

Juicio en la última Instancia o por ser el fallo dado en esta contra ley expresa, 

era procedente el anterior recurso contra las ejecutorias de las Reales 

Audiencias y del Tribunal Especial de Guerra y Marina, cuando en las 

Instancias de vista o revista, se hubieren Infringido las Leyes del 

Enjuiciamiento en los casos siguientes: 
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I 0
• Por defecto del emp/aumlento en tiempo y forma de 

los que debieran ser c/Ci1dos al juicio. 

2°. Por falta de personal/dad o poder 
suficiente de los //e/gantes para comparecer en 
el Juicio. 

Jº. Por defecto de citación para prueba o definitiva, y 
para toda dlllgenc/a probatoria. 

4°. Por no haberse recibido el ple/to a prueba, 
debiéndose recibir, o no haberse permitido a 

las partes hacer la prueba que les convenla, siendo 
conducente y adm/s/b/e. 

5°. Por no haberse notificado el auto de prueba 
o la sentencia en tiempo y forma. 

6°. Cuando se denegare la súpl/ca, sin embargo 
de ser conforme a derecho. 

7°. Por Incompetencia de /urlsd/cclón. 

El tribunal competente para conocer del recurso de lnfustfcfil notorfil, 

era el Consejo de Indias, y no habla lugar a promoverlo, en las causas 

criminales, ni en los pleitos posesorios y ejecutivos. 

El recurso de nulldild debla Interponerse en el Tribunal Superior dentro 

de los diez dlas siguientes al de la notificación de la sentencia. A la admisión 

del recurso procedla por parte del que la Interponía él depósito de diez mil 

reales. En lugar del depósito podla admltlrsele fianza suficiente pero en doble 

cantidad. 

Interpuesto el recurso se admltlrla sin más trámites por el tribunal A 

Quo y remitirse al supremo en todo o la parte de los autos que estimare 

conducente, previa citación a los interesados para que compareciera a usar su 

derecho. El consejo debla pronunciar sentencia dentro de los quince días 

siguientes al de la vista y contra ella no procedía ningún recurso. 
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Resulta por demás necesario hacer hincapié en la semejanza que tiene 

nuestro sistema procesal del Juicio de Amparo en los antecedentes a que nos 

hemos referido en párrafos anteriores. 

Corresponde ahora dirigir nuestra atención y estudio, hacia los diversos 

reglmenes constitucionales y legales por los que ha pasado México, 

especlflcamente lo que concierne al Juicio de amparo. 

1. 5. I Consdtuclón de Ap3Ulng-3n 1814. 

Dicha Constitución es el primer documento polltlco Constitucional del México 

Independiente, conocido también como "Decreto Consdtuclon3/ p3r3 /3 líberud de /3 

Amérfa Mex/c3n3n documento constltuclonal de octubre de 1814 y recibe el nombre de 

Consdtuclón de Ap3tz/ngan debido a que en dicho lugar se expidió principalmente por José 

M3rft1 More/os y Pt1vón, documento que nunca entro en vigor y que condene un capitulo 

dedicado a ciertas Garantías Individuales, empero no obstante ello carece de los derechos 

propios del hombre. 

En su articulo 24 que textualmente dice: 

Articulo 24. ulil fellcldild del pueblo y de Cildil uno de los 
cludildilnos, consiste en el goce de /¡¡ lgu¡¡/d¡¡d, segur/dild, 
propiedild y libertild. Lil lntegril conserv¡¡c/ón de estos derechos 
es el objeto de /¡¡ institución de los gobiernos y el único fin de 
/¡¡s ilSOCÍilclones polltlCils. 

Asimismo, prevé los extremos de leyes que van en contra de la constitución, 

estableciendo en su articulo 128 el remedio contra la actividad, que dice: 

Articulo 128. " Cu¡¡/quieril de ¡¡que/las corpor¡¡cfones (El 
supremo gobierno y el supremo trlbun¡¡/ de /ustfc/¡¡) tendrJ 
f¡¡cultild pilril represenli/r contri/ /¡¡ ley. Pero hil de ser dentro del 
término perentorio de veinte dlils; y no veriflcJndolo en este 
tiempo, procederJ el supremo gobierno il /¡¡ promu/gi/C/ón previo 
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.:1vlso que oportun.:1mente le comunlcilril al congreso. 

Dicho precepto establecla el derecho de Impugnar la ley, es decir, la facultad 

concedida al poder ejecutivo y al Judicial la concesión del veto. Senalando él tennlno para tal 

acción, con la Intención de anularla mediante el procedimiento que senataba en él articulo 

129. 

En esta cita podemos ver de manera clara que los derechos del hombre o garantías 

lndMduales son Insuperables por el poder público, el que deberá de respetarlos en toda su 

Integridad, lo que denota de manera clara la Influencia y principios Juridlcos de l3 Revolución 

fr3nceS3 y del pensamiento de }u3n }3cobo Rosse.10. 

"No obstante, que la Consdtuclón de Ap3tzfn1Jn contiene los derechos del hombre 

declarados en algunos de sus preceptos Integrantes de un capitulo destinado a su consagración, 

no blinda, por el contrario, al índMduo, ningún medio Juridlco de hacerlos respetar, evitando 

sus posibles violaciones o reparando las mismas en caso de que ya hubiesen ocurrido. En tal 

virtud, no podemos encontrar en este cuerpo de leyes un antecedente histórico de nuestro 

Juicio de amparo, el cual, como veremos oportunamente, tiene como principal finalidad la 

protección, en fonna preventiva o de reparación, de las garantías Individuales. la omisión del 

medio de control de éstas en que Incurrieron los autores de la Consdtuclón de Ap3tzfngJn, tal 

vez se haya debido a dos causas, principalmente, a saber: 

1 ) Al desconocimiento de las Instituciones Juridicas semejantes y¡ 

2) A la creencia que sustentaban todos o casi todos los Jurisconsultos y hombres de 

Estado de aquella época, en el sentido de estimar que la sola Inserción de los derechos 

del hombre en cuerpos legales dotados de supremacla, era suficiente para provocar su 

respeto por parte de las autoridades, concepción que la realidad se encargó de 

desmentir palpablemente". 
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t .5.2 Consdtuc/ón de 1824. 

El legislador de 1824, en momento alguno estableció en dicho ordenamiento 

Constiwclonal declaración alguna de las Garantías Individuales únicamente encontramos en el 

cuerpo de esta algunos derechos del Individuo frente al Estado respecto de la materia penal, 

no obstante que en su anfculo 152, estableciera una garantía de legalldad. 

La Idea primordial de los Constituyentes fue la de organizar Polftlcamente a México, 

entre los que destaca la presencia de Mímue/ Crescenclo Rejón, quien toma parte 

princlpalfslma en la redacción primero del acta y después de la Constitución en comento; 

asimismo dentro de las últimas discusiones, sobresale la del 19 de enero de 1824 en que 

emite voto particular abogando Por que la Integración del pQder eJecutlvo fuera depQSltado en 

tres Individuos, cada uno de los cuales seria renovado anualmente. De ahl, que paso a segundo 

plano el tema de los derechos del hombre o que conocemos como Garantías Individuales. 

En tal vlrwd, es notorio el hecho de que los constituyentes se preocuparon Por la 

supremada del pacto federal y el control Jurisdiccional de las leyes y actos de las autoridades 

sobre el resto de las constituciones estaules, Por lo que plasmo en los anfculos 137, fracción 

V, Inciso 6° In-fine, en el que se faculta a la suprema corte de Justicia Por parte del congreso 

constituyente a conocer 8 de las Infracciones de Ja Consdtuclón y leyes generales según se 

prevenp por la /ey8. 

De acuerdo con ambos anlculos, correspQndfa a la suprema corte de justicia el 

conocimiento de las Infracciones a la constitución y leyes generales, corresPondlendo al 

sistema de control de defensa de la constitucionalidad a un órgano Jurisdiccional; Por ello 

como lo ha sido estudiado por diferentes tratadistas se concluye que la ley reglamentaria que 

prevela el diverso 1 38 nunca fue expedida, por tanto, y para poder hacer efectivos los escasos 

derechos Individuales públicos, no hubo ninguna defensa que no haya sido la responsabilidad 

de los funciona rios públlcos, por tal motivo quedo un vado contra las leyes infractoras de la 

Constitución. 
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Por úldmo en este apartado habremos de observar la notoria Intervención de 

Crescenclo Rejón quien en el acta de sección del 25 de agosto del mismo año, redactó en el 

articulo 140 de la Consdtuclón. 

Ninguna autoridad podrJ /Jbrar orden para el registro de las 
casas, papeles, y otros efectos de los habitantes de la repúbllca, 
sino es en los casos expresamente dispuestos por la ley y en la 
forma que esta determine. 

Como podemos ver de la simple lectura, tal ordenamiento es el origen del actual 

articulo 16 Consdtuclonal. 

1.5.3 Consdtuclón Federal de 1836. 

En esta Consdtuclón cambia radicalmente el régimen federadvo por el centralista, 

mediante las siete leyes consdtuclonales rigiendo en el pals por seis años, la caracterlstlca 

primordial de este cuerpo normadvo, lo es la creación de un supremo poder conserv11dor, 

dicho supremo poder estaba Integrado por cinco miembros, posela superioridad respecto del 

poder /udlcl11!, del e/ecudvo y 3ún del legls/11t1vo, estando autorizado para suspender a la alta 

corte de jusdcla asl como para declarar la incapacidad ftslca y moral del presidente de la 

república y para suspender hasta por dos meses las secciones del congreso. En efecto el 

control que tenla dicho poder era meramente polldco, puesto que sus resoluciones tenfan 

validez erg3 omnes. 

Dentro de las atribuciones que tenla el poder conservador encontramos las siguientes: 

l. Declarar la nu/Jdad de una ley o decreto dentro de 
dos meses después de su sanción, cuando sean 
contrarios al articulo expreso de la Constitución y le 
exijan dlcht1 declaración, o el Supremo Poder 
Ejecutivo, o la Corte de Justicia, o parte de los 
miembros del Poder Legislativo en representación que 
firmen dieciocho por lo menos. 

11. Declarar, excitado por el Poder Legíslt1tlvo o por lt1 
Suprema Corte de Justicia, lt1 nulldad de los actos del 
Poder Ejecutivo, cut1ndo set1n contrt1ríos a la 
Constitución o a las Leyes, ht1Clendo esta declt1rac/ón 
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dentro de cu.uro meses contados desde que se 
comuniquen esos actos a las autor/di/des respectlvils. 

111. Declilrar en el mismo término fil nulldild de los ilctos 
de /¡¡ Supremil Corte de ]ust/clil, exc/tildo por alguno 
de los otros poderes, y solo en el caso de usurpilción 
de filcultildes. 

lv. SI fil declilrilclón fuese ¡¡firmiltlvil, se mandaran los 
di/tos ¡¡/ tribuna/ respectivo paril que, sin necesldild de 
otro requisito, procedil il la formación de CilUSil y al 
fil/lo que hubiere lugar. 

v. Suspender a la Altil Corte de ]ustlclil, excitado por 
¡¡/guno de los otros dos Poderes Supremos, cuando 
descono:rcil alguno de ellos, o trilte de trilstornilr el 
orden púb//co. 

En la ley quinta, artlculos 1° al 5°; se estableció que el Poder Judicial se deposita en el local 

de los departamentos; y como superior, en una Corte Suprema compuesta de indMduos 

inamovibles electos en la misma fonna que el Presidente de la República, pero sin conferirle la 

facultad de conocer o decidir sobre actos o leyes contrarios a la Constitución. 

Consecuentemente, tan dellcada e Importante función en materia Constitucional, correspondfa 

en fonna exclusiva al flamante "Poder Conserv.Jdor". 

De lo anterior, advertimos la existencia de un control de la Constitucionalidad respecto 

de las leyes, actos y decretos, reservado exclusivamente al órgano político, cuyas resoluciones 

tenían efectos absolutos. Lo que denota la Inconveniencia que tenla dicha Constitución de 

encargar la verificación de los actos de las autoridades, dentro del marco Constitucional a un 

órgano polftlco y a la bondad o defecto de que las resoluciones de dicho órgano tengan 

efectos generales. 

1.5.4 Voto de Rilmfrez. 

En nuestro recorrido hlstótico, voto particular emitido en junio de 1840 de un 

legislador José Femando Ramirez, quien fonnando parte de la comisión que tenla como tarea 

alcanzar la refonna de las siete leyes y, en especial la del supremo poder conservador, 
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presentó un proyecto ante la misma en donde pedla desapareciera el poder supremo y se 

atrlbuyera este a la suprema corte de Justicia, la que deberla de conocer y resolver sobre los 

casos de lnconsdtuclonalldad de las leyes, lo que demuestra la tendencia de dignificar en 

prlmer tennino a la suprema corte. 

El voto a que nos referlmos en este apartado y que presentó el legislador Ramlrez, 

quien fuera parddarlo de la división de poderes y amante fiel de que la corte suprema fuera 

absolutamente Independiente de los poderes ejecutivo y legislativo. Combatió sin descanso la 

existencia del poder supremo conservador y lucho incansablemente por la lnconsdtuclonalidad 

de las leyes o actos de autorldad fueran declarados por la Suprema Corte. 

En efecto, expresaba José Femando R.amfrez: 

u ••• desde IJ primerJ conferenclJ (sobre IJs reformJs que 
debierJn Introducirse J liJ Constitución de l 8J6), milnlfesté 
piJliJdlnamente mi opinión en contri/ de IJ exlstenc/J de un Poder 
tiln prlvileglJdo como el ConservJdor: monstruoso y exótico en 
un slstemJ representJtlvo populJr, en que todJ IJ 8ilrJntliJ que 
tienen los cludJdJnos respecto de sus funclonJrlos, es liJ 
responubi/ldJd que contri/en estos con sus desJclertos, y que eu 
responub//ldJd seJ efectlvil y no nomlnJI: por lo que siempre he 
fuzgJdo que un funclonJrlo sin esJ responubll/dJd que puedJ 
reJl/zarse de Jlgún modo, es un funcionJrlo pei/groso y que no 
presta nlngunJ KilrJntlJ", JgregJndo que "... ese Poder (el 
ConservJdor) puede dJr motivo J que se pongan en 
concrJd/cclón liJ voluntJd presuntil de IJ NJclón con IJ verdJdera 
y reJlmente mJn/festJda ••• " 

A propósito de la fJculud de tutelJr el orden constltuclonJI con 
que, se&ún Rilmlrez debliJ estilr lnvestldJ IJ supremil corte, este 
JseveubJ: "Yo pretendo J/liJdlrle (il IJ corte) otril fJculud 
dentro de su órbita: /J ldeiJ pJrecerJ J primerJ vistJ extriJllJ; 
pero ni es enterJmente nuevJ, ni cJrece de sólidos fundJmentos, 
Jntes se encontrJril apoyadJ en liJ rJzón y en la experienclJ. Una 
obriJ modernJ, que hizo mucho ruido en frJnclJ (probJblemente 
se refirió J " lJ DemocrJcla en Amér/cJ" de Alexis de 
Tocquev/l/e), as/ se ocupJ toda en demostrilr que /J PiJZ y la 
trwqui/ldiJd de la República del Norte no se debe a otra cosa 
que a la influencia que ejerce en ella su Corte de Justicia. 
AdemJs de que esta experiencia es una pruebiJ de bulto, sobriln 
razones en que apoyar/.1. Eus corporaciones, como he dicho, 
estJn por su naturaleza aisladJs, y como excéntricas respecto de 
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los negocios públlcos: este als/Jm/ento les da neceurlamente un 
carJcter de lmpilrclal/dad muy lmporunte, o por mejor decir, 
lndlspenuble pilo resolver en la cJ/ma de las pasiones, 
escuchando solamente la voz de la justlclil, las grandes cuestiones 
cuya resolución muchils veces, equivoca o deurreglada, es ltl 
CtlUStl de grtlndes trtlstornos pollt/cos ... ", tllltldlendo mJs 
tldeltlnte: ºYo, como he dicho tlntes, no estoy por ltl exlstencltl 
del Supremo Poder Conservtldor; nínguntl otrtl med/dtl podltl, en 
mi concepto, reemp/tlur su ft11tt1, que conceder t1 ltl Supremtl 
Coree de Justlcltl untl nuevtl distribución por ltl que cutlndo 
cierto número de Dípuudos, de Sentldores, de ]unttls 
Deptlrttlmenttlles recltlmtlrtln illguntl ley o tlcto del Ejecutivo, 
como opuesto t1 ltl Constitución, se diese t1 ese recltlmo el 
ctlrJcter de contencioso y se sometiese tll {JI/o de ltl Corte de 
]ustlcltl. " 4 

l .5.5 u Constitución de Yuc,1tJn de 1840. 

Manuel Crescencio Garcfa Rejón y Alcalá, siendo electo diputado por el distrito de 

Mér1da. Presidió la comisión encargada de redactar el proyecto de constitución al lado de 

Pedro C. Pérez y Dario Escalante, se dieron a la tarea de reconstruir el Estado de Yucatán 

mediante una Constitución, empero y debido a que desde el mes de abril de 1840 Yucatán se 

habla Independizado de México hasta en tanto fuera Implantado un sistema federal, se 

necesitaba negociar con México un acuerdo después de haber sido vencido mllltannente 

Sebastlán López de Llergo por las fuerzas de México. Partlcipando Rejón en tal empresa pues, 

el 9 de enero del afio en cita el congreso estatal le habla designado junto con José Dolores 

Castro Hemández, representante ante la junta provisional de México. 

Rejón poseía una amplia experiencia pariamentaria, ya que habla sido Diputado 

Constituyente en 1824, Diputado en 1827 y Senador en 1829, en la exposición de motivos 

del 23 de diciembre de 1840 quedaron plasmadas las Ideas Innovadoras para cada poder del 

Estado; es decir, la representación popular personlftcada en el Congreso del Estado, el cual 

estarla Integrado por la cámara de diputados y la de senadores. 

• Burgoil, Ignacio: El Juicio de amparo, Ed. Porrúa. s• edición. México 1971 . obra citada. 
Pág. 114 . 
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Fue el 23 de diciembre de 1840 en que Manuel Crescenclo Rejón realizara el 

proyecto de Constitución para la entidad, en cuyos artículos 53, 63, 64; encontramos las 

bases que en un futuro constituyeron el Juicio de Amparo. 

Para tener una mayor ilustración de la trascendencia de la obra que Rejón heredo a 

nuestras Instituciones, nos pennltlmos citar la exposición de motivos de la constitución en 

cuestión, la que a la letra dice: 

"En resumen se/lores, /;/ comisión ¡¡/ engr¡¡ndecer el poder 
judfc/¡¡f, deb//Jtilndo /¡¡ omnlpotenclil del Legislativo, y poniendo 
diques i1 la ilrbftrilrledild del Gobierno y sus ¡¡gentes subalternos, 
hil querido co/ocilr /¡¡s gilrantlas lndlvlduilfes, objeto esenc/¡¡/ y 
único de todil Institución pol/tfcil, bilfo /¡¡ safvilguilrdlil de ¡¡quel, 
que responsable i1 sus ilctos sabri custodiar el sagrildo depósito 
que se conf/;/ a su f/delfdild y vlg/lilncfa. Por eso no solo consultil 
que se le conced¡¡ la censura de lils leyes en los términos y¡¡ 
Indicados, sino también que se le reviste de una ilutorldad 
suficiente para proteger al oprimido contra 1'1s demaslas de Jos 
empleildos polltlcos del ejecutivo del esudo". s 

En cuanto a los derechos humanos, corresponde a Yucatán el estableclmlento de una 

declaración en sentido moderno, así como su protección a través de un Juicio especifico al que 

Manuel Crescenclo Garcfa Rejón denominó Juicio de Amp'1ro, para la posteridad del 

Constitucionalismo en México. Efectivamente lo anterior queda de manifiesto en los artículos 

53, 63 y 64 de la Constitución de 1840. 

Articulo SJ. Corresponde a este tribuna/ reunido (la Supremil 
Corte de }ustfc/¡¡ del Esudo): 

/ 
0

• Amparilr en el goce de sus derechos a los que le p/d¡¡n su 
protección, contri/ las leyes y decretos de /;/ /eglslilturil que se'1n 
contrarios i1 /¡¡ Constitución: o contra 1'1s prov/denclils del 
Gobierno o Ejecutivo reunido, cu'1ndo en ellas se hubiesen 
infringido el Código Fundamental o /¡¡s leyes, l/mltindose en 
ambos casos a repilrilr el agravio en la p'1rte en que estas o /;/ 
Constitución hubiesen sido v/oltJdas. 

5 
/ . leglsliltur.i del congreso de fil unión: Los Derechos del Pueblo Mexicano Tomo VII. Ed . 

Porrúa. 2• edición. México 1978. P~gs. 908 y 909. 
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Articulo 6J. Los jueces de prlmer.J lnst.Jncl.J .Jmp.Jr.Jr.Jn en el 
goce de los derechos g.Jr.Jntiudos (los individu.Jles que .Jntes 
enumer.J) ,, los que les p/d.Jn su protección conco cu.Jlesquler.J 
func/on11rlos que no correspond.Jn .JI orden judicfal, decidiendo 
breve y sum.Jrl.1mence l.1s cuestiones que se susciten sobre los 
.Jsuncos lndlc.Jdos. 

A re/culo 64. De los .Jtent.Jdos cometidos por los Jueces contr.J 
los cit.Jdos derechos, conocerJn sus respectivos superiores con l.J 
mlsm.J preferenci.J de que se h.J h.Jbl.Jdo en el .Jrtlculo 
precedente, remed/dndo desde luego el m.JI que se les recl.Jme y 
en/uicl.Jndo inmedi.Jumente .JI conculc.Jdor de l.Js menclon.Jd.Js 
g.Jr.Jntl.Js. 

Como podemos ver, desde sus orígenes él término amparo fue multfvoco ya que se 

utilizó como recurso judicial para que los tribunales protegiesen el uso y disfrute tranquilo y 

exclusivo de la posesión de un bien. 

No hay duda alguna de que la Constiruclón elaborada por la comisión precedida por 

Rejón fue la más avanzada de cuantos textos hubo durante la primera mitad del siglo XIX, 

periodo de forja de las instiruclones nacionales venideras. 

Tenemos que en tal Constlruclón se conffa al poder legislativo del Estado la delicada 

función de exigir la responsabilidad polfdca de los servidores públicos. Rejón comprendió que 

esta responsabilidad implicaba no solo la comisión de delitos previstos claramente en las leyes 

sino que siguiendo a Benjamín Constant, la responsabiUdad de los servidores públicos en 

ocasiones surgía de los actos que "sin separarse de la letra de ninguna ley, que sino se 

preparan medios constiruclonales para reprimir ese mal, y castigar o alejar al culpable, la 

necesidad hará que se hallen estos medios fuera de la Constlruclón. 

Por ello es que a la constitución que redactó Crescenclo Rejón se le reconoce el gran 

logro de haber Incursionado tanto en el Derecho Público como en el campo de los derechos 

humanos. La Constitución Yucateca rescató así al poder judicial del Estado y lo fortaleció 

como garante de los derechos del hombre, estableciendo en su contexto una declaración de 

derechos que nunca antes había existido denominada ''Derechos del hombre". 

29 



Es claro que Rejón previno que el amparo serla un juicio ante los tribunales de primera 

Instancia con el objeto de proteger las garantlas Individuales; asl como la posibilidad de otro 

juicio ante la Suprema Corte del Estado contra las leyes del Congreso o actos del EJecudvo 

que violentasen la Constitución, de esta manera surge un Instrumento de control de la 

Constitucionalidad de las leyes y actos de autoridad. Esta naturaleza del amparo de ser un 

juicio propio y no de un recurso dentro de los juicios le dio la caracterfstlca que a la fecha 

tiene. 

En atención a lo estudiado hasta este momento podemos afirmar que Rejón es el 

precursor del Juicio de Garantlas, por haberlo propuesto como la competencia de un órgano 

jurisdiccional independiente, arrebatándolo de las manos del órgano polltlco; en el mismo 

orden de Ideas por haber definido de manera clara y contundente las dos especies de actos 

reclamados: contra leyes(Actos lato sensu) y contra actos de autoridad dependiente del poder 

ejecudvo y de autoridad judicial (actos stricto sensu), por haber senalado su promoción y 

tramitación por vfa de acción y por medio de Juicio, no como un sistema vfa de excepción, ni 

como defensa ante órgano polltico o por vfa de consulta y sin menoscabar por haber previsto 

un sistema completo de defensa Integral de la constitución. 

1.5.6 Proyecto de la Minoría de 1842. 

En el ano de 1842, se reúne otro congreso constituyente para darle a la República 

una nueva constitución, dicha comisión encargada de elaborar el proyecto de Constitución, se 

dividió en dos grupos; como nos lo seí\ala nuestra historia constitucional dadas las marcadas y 

opuestas tendencias, las que conocemos en la actualidad como mlnorla y mayorla, comisiones 

que laboraron sus respetivos proyectos de acuerdo a sus comentes, siendo el primero el que 

fue suscrito por los diputados Mariano Otero, Espinosa De Los Monteros y Mui'loz Ledo 

partidarios del federalismo, llevándose a la discusión y más aún a aprobarse un tercer proyecto 

de transacción. 

Es a Otero a quien se sei'laia como principal de dicho proyecto en el que la 

Constitución reconoce los derechos Individuales del hombre, por lo que aparece una 
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enumeración de dichas garandas públicas y a la vez un medio aún Inacabado pero si revelador 

de la necesidad de asegurar la efecdvldad de los derechos del hombre al proponer: 

"las autoridades cualquiera que ellas sean que violen estas garandas, serán 

responsables ante los tribunales que castigaran la violación como un crimen privado cometido 

con abuso de fuerza". 

Otero y la mlnorfa de la comisión propusieron deJar al órgano Jurisdiccional el conocer 

de las transgresiones a la constitución, aunque restringida dicha violación a una sola parte de la 

constitución, es decir, a los derechos del hombre, y es aqul donde precisamente nace nuestro 

sistema de defensa en la ley fundamental, a diferencia de la defensa Integral propuesta por 

Rejón en la constJtuclón de Yucatán de 1840. 

1.5.7 8;1ses Orgánlcils de 184:1. 

Esta constitución de régimen centralista carece de cualquier medio de protección de 

los derechos del hombre, sin embargo, dentro de las facultades del congreso, consignó un 

sistema sui·géneris de órgano político al establecer en él ardculo 66 fracción XVII la facultad 

de "reprobar los decretos dados por las asambleas departamentales, cuando sean contrarios a 

la constitución o a las leyes, y en los casos prevenidos por estas bases. 

No debemos de pasar por alto el hecho de que el proyecto Constitucional elaborado 

por el Congreso Extraordinario Constituyente de 1842 al que nos hemos referido en el 

apartado anterior a haberse comenzado a discutir, no llegó a converdrse en constitución por 

haberse declarado disuelto y en sustitución a este se nombró una Junta designada por el 

benemérito de las Américas Don benito Juárez, la que se encargó de elaborar un nuevo 

proyecto Constitucional, que se convirtió en las "8;1ses DE Orgilnluclón Po//t/a de la 

Repúbl/ca Mexicanaº expedidas el 12 de Junio de 1843. 

1.5.8 Actil de Refonn;1 de 1847. 
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En 184 7 Crescenclo Rejón y mariano otero, fonnaban parte del congreso 

extraordinario llamado a constlwir a la nación de acuerdo con el plan de la ciudadela, que a 

su vez era consecuencia del plan de GuadalaJara de 20 de mayo de 1846, en esta acta de 

refonnas sancionada por el congreso el 19 de mayo de 184 7 Jurada y publicada el 21 del 

mismo. Otero manifiesta con los sel'lores Cardoso, de la comisión, espinosa de los monteros. 

Es en ese voto particular en el que al lado de un sistema que tiene por obJeto asegurar la 

supremacla de la constlwción establece en los siguientes términos el amparo: 

A.rtlculo 19. Del proyecto f8ui1/ ilf 25 del KU: 

"los trlbunilles de fil federilclón ilmpilrilran a cualquiera habitante 
de la repúbl/ca en el ejercicio y conservación de los derechos 
que le concedan esta constitución y las leyes constltuclonales, 
contra todo ataque de los poderes terlslatlvo y ejecutivo, ya de 
la federación, ya de los estados; llmltJndose dichos tribuna/es a 
Impartir su protección en el cilso pilrtlcular sobre que verse el 
proceso sin hacer nlnruna decfíluclón renerill respecto de la ley 
o del acto que lo motivare. 

ReJón preciso los derechos que garantiza la Constitución, mientras que otero deJaba para una 

ley posterior aunque de carácter Constitucional la enumeración de esos derechos o garantías, 

mientras que Rejón establecla el amparo contra dos cosas: 

a) Contra leyes y decretos de fil /e¡¡ís/atura contrilrfos a la consdtuclón¡ y 

b) Contra las providencias del ro/Jlemo que Infieran esu o las demJs leyes. 

Otero lo establecía contra todo ataque de los poderes eJecutlvo y legislativo, ya de la 

federación, ya de los estados (ataque al ejercicio y conservación de los derechos 

constitucionales) y puesto que establecla un sistema especialmente destinado a mantener la 

supremacía de la constiwción, debe eliminarse la Idea de que Otero haya establecido el 

amparo contra las leyes que fueren contrarias a la Constitución. 
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Ambos proyectos se ocuparon de la protección de las Garantfas contra los actos 

atentatorios de las autoridades y la nullflcaclón de las leyes anticonstituclonales, resolviéndolas 

de distinta manera, pues mientras para ReJón ambas cosas son motivo de amparo, para Otero 

esos problemas se resuelven por el sistema establecido en los artfculos 20 a 24 del acta de 

reformas. 

Otero fundamenta él articulo 19 del proyecto del acta de reformas tomando en 

consideración el siguiente razonamiento: {tanto en la observación directa de los fenómenos 

polfticos de Méxlco, como en los ataques dados por los poderes de los estados y por los de la 

federación a los particulares, cuentan entre nosotros por desgracia numerosos e)emplos para 

que no sea sobremanera urgente acompañar al restablecimiento de la federación una garantía 

suficiente para asegurar que no se repetirán mas, garantfa que solo podrfa daña el poder 

judicial protector nato de los derechos de los particulares). 

Vemos de manera clara lo que podemos denominar las semlllas de nuestro Juicio de 

amparo, por lo que es a Manuel Crescenc/o Rejón y a Mariano otero a quienes corresponde 

él titulo de creadores del amparo mexicano. 

1.5.9 Consdtuclón Federal de 1857 

Una vez concluida la guerra extranjera en 1848, entre levantamientos armados y 

golpes de estado, desapareció en 1853 el sistema federal y con el acta de reformas. Por tal 

motivo el juicio de amparo no habla logrado ponerse en práctica y en cuanto al Intento de 

reglamentarlo solamente quedo en proyecto de ley, el que en febrero de 1852 presentara al 

congreso el ministro de Justicia José Urbano Fonseca. 

La dictadura que predominaba en México se habla extendido por él término de un ano 

en la persona de Santa anna en tanto se expidiera una nueva Constitución. Los derechos del 

hombre y los principios Constituclonales Incluso el principio republicano, era objeto de 

desprecio por parte del dictador; como resultado de tal situación hubo un nuevo estallido de 
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movimiento armado con tendencias liberales en la población de Ayuda, el 1° de marzo de 

1854. 

El movimiento de Ayuda fue conquistando terreno hasta convertirse en una verdadera 

revolución con gente e ideologla renovada. Al triunfar esta gesta en agosto 1855, los 

dirigentes del movimiento de Ayuda se organizaron en gobierno y convocó al Congreso 

Consdruyente que habla anunciado en su plan revolucionario. El congreso se reunió en febrero 

de 1856 y culminó su obra al expedir la Consdwclón Federal de 5 de febrero de 1857, la 

que estaba elegida para regir en la República hasta 1913. 

De ahí que peritos en la materia han sostenido que el plan de Ayuda fue la bandera 

polftlca del partido liberal en las guerras de reforma, pues Implanta el liberalismo e 

Individualismo, con régimen de relaciones entre el estado y el individuo, efectivamente el 

individualismo constituye un contenido posible de los fines del estado, es decir, que este opta 

por la realización de un objetivo, consistente en la protección y conservación de la 

personalidad individual, en aras de la cual sacrlftcarfa cualquier otro interés. Y por otro lado el 

liberalismo el cual implica la actitud del estado para adoptar por conducto de sus órganos 

mediante la actividad particular, garantizando a esta un amplio desarrollo, en tanto no 

provoque el desorden dentro del medio social. 

En relación, a los derechos del hombre y su defensa, asf como con respecto al control 

de la constitucionalidad las innovaciones de la Consdtuclón de 1857 fueron las siguientes: 

1 º· Las garantlas individuales fueron objeto de una enumeración. De este modo el 

amparo que las protegla quedo integra y exclusivamente en el ámbito 

constitucional. 

2°. Se conservo la fórmula de Otero y con ello el relativismo individualista del 

amparo; en el que el juicio podía enderezarse aún contra autoridades judiciales. 

3º. Desapareció toda forma de control político a la 
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Constltuclonalldad para ser reemplazado sólo en parte por la materia de 

amparo, la que se extendió a la Invasión de los poderes federales en los estados 

y viceversa con lo que se confirió a la lnstlwclón el cometido de preservar la 

forma federal de gobierno además de la de ser protector de las garandas 

lndMduales. Con ello se conoció la aptitud del amparo para servir como 

defensor de la organización constlwclonal. Regulado aún en este caso por la 

fórmula de Otero, el amparo reclbfa por vez primera una encomienda distinta 

a la de defender únicamente los derechos del hombre, sin alterar con ello sus 

rasgos esenciales. 

4°. Separadamente de los ardculos 101 (correspondiente al .!.QLde la 

Constlwclón de 191 7) y 102 (equivalente a la primera parte del 1O7 actual) 

la Constitución de 1857 Introdujo el articulo 126 (ahora 133), tomado este 

de la Constlwclón Norteamericana. 

De tales novedades la de mayor Importancia para los autores de proyecto de 

constitución fue la relativa al empleo de las formas del amparo para la resolución de 

controversias entre la federación y los estados dentro del sistema federal, tales diferencias 

habrfan sido el principal tema de discusión desde la Constitución de 1824 hasta la de 1857, 

siendo presidente de la comisión Ponclano Amaga. 

En suma vemos como a diferencia de pasadas constlwclones, en esta Constitución se 

plasma en su artículo 1O1, la procedencia del Juicio de amparo, y que es el mismo texto 

actual del artículo 103 Constitucional, en tanto que en el numeral 103 se contemplan los 

principios fundamentales del Juicio de Amparo tales como: instancia de parte agraviada, 

prosecución Judicial del procedimiento y relatividad de las sentencias de amparo. 

A continuación presentamos para un mayor entendimiento los textos del proyecto 

presentado por la comisión de constitución en relación con el congreso constituyente de 

1857. 
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Proyecto presentado por la comisión 
de Constitución 

Art. 102. Toda contienda que se 
suscite por leyes o actos de cuilfqu/eril 
ilUtorfdild que violen fils gilrilntfils 
Individua/es, o de fil Federación que 
violen o restrln/iln la sober;1nfil de los 
Estados o de estos cuilndo lnvildiln fil 
esferil de fil ilutorldad federill, se 
resuelve a petición de fil parte agraviada 
por medio de unil sentencia y de 
procedimientos y formilr del orden 
/urldlco, yil que por los Trlbunilfes de /¡¡ 
Federilcfón excluslvilmente, Yil que por 
estos juntamente con los de los Estildos, 
según los diferentes casos que 
estilbfezCil la ley OrgJn/CiJ; pero 
siempre de maneril que la sentenclil no 
se ocupe sino de Individuos particulares 
y se /Imite a protegerlos y ilmpilrilrlos 
en el Cilso especia/ sobre que verse el 
proceso, sin hacer ninguna declaración 
general respecto de la ley o del CiJSO 
los Tribuna/es de la Federación 
procederJn con la garantfil de un /urado 
compuesto de vecinos del Distrito 
respectivo, cuyo /urado cal/f/carJ el 
hecho de manera que disponga la ley 
orgJnlca. Exceptúense solamente las 
diferencias propiamente contenciosas en 
que puede ser parte Pilra l/t/gar los 
derechos e/vi/es un Estado contra otro 
de Ja Federación o esta contri/ alguno 
de ilquellos, en Jos que fill/ara la 
Supremil Corte Federill según 
procedimientos de orden común. 

Art/cu/os aprobados por el Constituyente 
en 1857 

Art. I OO. los tribunales de la Federación 
resolverJn toda controversia que se suscite: 
/ 0 Por leyes o actos de cu¡¡/qu/er ilUtor/dad 
que violaren las garilntfils lndlvlduilles; 
2° Por leyes o actos de /¡¡ autorldild federill 
que vulneren o restrln/iln /¡¡ sober¡¡nfil de 
los Estildos; 
Jº Por leyes o ilCtos de la autoridad de 
estos que Invadan fil ilUtorldild federill. 

A rt. I O 1. Todos los /u/e/os de que habla el 
articulo ilnterlor se segulrJn a petición de 
lil parte agr¡¡vfada y se dec/dlrJn por medio 
de una sentencia y de procedimientos y 
formas del orden /urldlco determinados por 
un¡¡ ley orgJnlca. lil sentencia serJ siempre 
ti// que no se ocupe sino de Individuos 
particulares, y se /Imite a proteger/os y 
ilmpar¡¡r/os en el ci/so espec/¡¡/ sobre que 
verse el proceso, sin hacer n/ngunil 
declilrilc/ón general respecto de /¡¡ ley o del 
ilCto que la motivare. 

Art. 102 En todos los Cilsos de que habliln 
los ilrtlculos ilnterlores, se procederJ con la 
g¡¡rantla de un /uudo compuesto de vecinos 
del Distrito a que corresponde lil parte 
i/Ctora. 
Este jurado se formara y cal/f/cara el hecho 
de /¡¡ milnera que disponga Ja ley OrgJnlca. 

TEXTO FINAL 

CONSTITUCIÓN DE 185 7 

Are. 97. Corresponde il los trlbunilles de la federilclón 
conocer: 

l. De codas las controversias que se susciten sobre 
el cump//mlento y apl/culón de /¡¡s leyes 
federales; 

11. De /¡¡s que versen sobre Derecho milrftlmo; 
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111. De ilqueflils en que fil feduilCfón fuue pilrU; 

IV. De fils que se susciten entre dos o mJs Estildos; 

V. De fils que se susciten encre un Estildo y uno o 
mJs vecinos de otro; 

VI. De fils de orden e/vi! o crimfnilf que se susciten il 
consecuencfil, de los triltildos ce/ebrildos con 
pouncfils eXtriln/uils; 

VII. De los cJSos concernlences il los ilgentes 
d/plomJtlcos y cónsules. 

Art. 98. Corresponde il fil supremil Corte de ]ustlcfil 
desde fil pr!mf!fil lnstilnclil el conocimiento de fils 
concrovusfils que se susc/un de un Estildo con otro y de 
ilqueflils en que fil Unión fuere pilrU. 

Art. 99. Corresponde tilmblén il fil Supremil Corte de ]ustlcfil 
dirimir lilS competenclils que se susclun entre los trlbunilfes de 
fil Federilclón, entre estos y los de los Estildos o entre los de un 
Estildo y los de otro. 

Art. I OO. En los demJs c1sos comprendidos en el ilrtlculo 9 7, 
fil Supremil Corte de ]ust/c/J serJ tr/bunilf de ilpelilcfón o bien 
de ú/tfmil lnstilncfil, conforme il fil grildUilc/ón que hilgil la ley 
de fils iltrlbuclones de los Trlbunilfes de Circuito y de Distrito. 

Art. 1O1. los tribuna/es de la federación resolvuJn toda 
controverslil que se suscite: 

l. Por leyes o 
autorfdild que 
lndlv/duil/es; 

ilctOS de CUilfqu/er 
violen filS gilrilntlils 

11. Por leyes o ilCtos de fil ilUtorldild federilf que 
vulneren o Restrln/iln la soberanía de los 
Estados; 

111. Por leyes o Jetos de /ils ilUtorldildes de estos que 
lnvildan fil Esferil de fil autorfdild federal. 

Art. 102. Todos los juicios de que habla el articulo anterior se 
seguirán a petición de la parte agraviada, por medio de 
procedimientos y formas del orden Jurldlco que determinara 
una ley. La sentencia era siempre tal que solo se ocupe de 
individuos particulares, limitándose a protegerlos y ampararlos 
en el caso especial sobre que verse el proceso, sin hacer 
ninguna aclaración general respecto de la Ley o acto que 
motivare. 
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Deseamos agregar que el pacto federal de 1857 en el que quedo Incorporado el Juicio de 

amparo recorrió un arduo y escabroso camino, colmado de constantes duelos entre la oratoria 

popular y los discursos razonados asl como la técnica necesaria, y que pese a las envestidas 

alcanzadas el amparo salvo la vida. 

En efecto en la asamblea constituyente parecieran no hacer eco las exposiciones de 

técnica constitucional pues se encontraba desbordado de pasión popular, y gracias a los 

razonamientos que defendieron en el seno del congreso algunos constituyentes de la talla de 

Ponclano Aniaga, Melchor Ocampo y Mata entre otros. 

1 • 5. 1 O Consdtuclón Feder.11 de 191 7. 

El proceso constitucional de amparo como lo conceptuamos hoy en dla 

y que es producto de la Constitución de 191 7, ha sido obJeto de constantes 

modificaciones y correcciones, faltando aún mucho por hacer. 

Basándose en el estudio antes realizado, es decir, en ese viaje que 

hemos efectuado a través de las diversas etapas históricas por las que ha 

atravesado nuestro sistema constitucional, llegamos a la conclusión que la ley 

suprema de 191 7 sigue en gran medida los lineamientos asentados en su 

homóloga de 1857. 

Corrobora lo sostenido por el suscrito en los extractos que hace de 

algunos artfculos remitiéndonos en este apartado al punto anterior que nos 

precede, el que reproducimos en sus términos como si se Insertara a la letra. 

Mencionaremos como el Congreso Constituyente de 191 7 corrige algunas 

deficiencias del amparo y establece reglas de competencia y de procedencia, 

lo que denota que nuestro Juicio de Garantías tiende al perfeccionamiento de 

la Institución del Amparo. 
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Él articulo 103 es exactamente el mismo que el de aquel numeral 1O1 

de la Constitución de 185 7 e Introduce en el diverso 107 el texto del 

articulo 102 de 185 7, agregando diversas bases fundamentales a la que debe 

ajustarse el Juicio de Amparo como lo hemos dejado asentado en el párrafo 

anterior. 

los principales lineamientos del Art. l 07 oiiglnal que algunos se conservan como, la 

Fórmula de Otero, crea regula el amparo directo y suspensión en materia civil penal. (11 111, 

IV, V; VI, VII y VIII. Establece las reglas generales del amparo ante los Jueces de Distrito 

Determina un régimen de responsabilidades, X, XI, XII. 

Es en los artfculos 103 y 107 de nuestra carta magna vigente en el que 

encontramos los principios constitucionales y las reglas fundamentales que 

regulan el proceso Constitucional, lo que pone de manifiesto que nuestro 

pacto federal se aparta de la doctrina Individualista de 1857, pues considera 

a las garantías individuales en un plano superior a los derechos del hombre, 

garantfas que concede el estado a los habitantes de su territorio. 

Asl pues, el Consdruyente de 1917 legalizó en forma definitiva el Amparo Judicial, y 

estructuró su funcionamiento. Siendo hasta el 18 de ocwbre de 1 91 9 en que se expidiera la 

ley reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución, mejor conocida con el 

nombre de ley de Amparo, teniendo el carácter de primera ley reglamentaria del Juicio de 

Garantías, posterior a la promulgación de la Consdtuclón de 191 7. 

En sfntesls podemos decir, que los antecedentes más próximos al Juicio de amparo se 

transladan a la Consdtuclón yucateca de 16 de mayo de 1841, gracias al trabajo de Don 

Manuel Crescencio Rejón; posteriormente se insdwye en el Acta de Reformas a la 

Constitución Federal de 1824, que fuera promulgada hasta el 21 de mayo de 1847, a 

Iniciativa de Don Mariano Otero; se establece de forma definitiva en la Constitución de 5 de 

febrero de 1857, en los artlculos 1O1 y 102; por último, en los preceptos 103 y 107 se 

plasma, de acuerdo a la vigente Constitución Polftica de los Estados Unidos Mexicanos de 

1917. 
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Concluimos este capitulo, no sin antes sei'lalar que a la redacción y estudio del presente 

trabajo la ley reglamentarla de los artfculos 103 y 107 de la Constlruclón federal, se 

encuentra en proyecto de una nueva Ley. 

CAPITULO 11 

CONCEPTO Y NATURALEZA DEL JUICIO DE AMPARO 

2. 1 CONCEPTO 

Por cuanto hace al concepto del Juicio de amparo, o también conocido 

como juicio constitucional o de garantlas, en Innumerables ocasiones ha sido 

tratado el tema, razón por la que sin pretender emitir critica alguna a las 

definiciones aportadas por tratadistas, y más aun teniendo conocimiento de 

los elementos novedosos que nos aportan, citamos a continuación las de 

mayor relevancia a nuestro estudio. 
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Es necesario resaltar que es el articulo 103 Constitucional el que señala 

los casos e hipótesis, por virtud del cual procede la acción constitucional del 

juicio de garantías, siendo necesario reproducir el mismo: 

Articulo I OJ. los tribunilles de fil Feder;1ción 
reso/verJn todil controverslil que se suscite: 

J. Por leyes o ilctos de fil ilUtorldild que vio/e fils 
gilrilntfils Jndlv/duilles; 

11. Por leyes o ilctos de fil ilUtoridild federill que 
vulneren o restrln/iln fil soberilnfil de los Estildos 
o fil esferil de competenclil del Distrito Federill, y 

fil. Por leyes o ilCtos de lils ilUtorldiJdes de los Estildos 
o del Distrito Federill que /nvildiln fil 
esferil de competenclil de fil ilUtorldild federiJ/. 

Una vez que hemos citado los casos que prevé la Constitución para la 

procedencia del juicio de amparo, y para tener una mayor claridad de la 

naturaleza del misma, y puesto que este gira en torno a determinar si es un 

Juicio o un recurso y dado que existen diversas concepciones que autores y 

tratadistas han aportado en diferentes épocas, expondremos de manera breve 

algunas Ideas al respecto: 

JgntJc/o BurgotJ lo define de la siguiente manera: 

"El amparo es un Juicio o proceso que se Inicia por la acción que 

ejercita cualquier gobernado ante los órganos Jurlsdtcclonales 

contra todo acto de autoridad 

Federales, 

(liltos sensu) que le cause un agravio a su esfera Jurídica y que considere 

contrario a la Constitución, teniendo por objeto invalidar dicho acto o 

despojarlo de su eficacia por su lnconstituclonalldad o Ilegalidad en el caso 

concreto que lo origine. " 6 

6 
Burgo<1, Ignacio: El juicio de amparo, Ed . Porrúa. s• edición . México 1971 . Pagina 199. 
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Humberto Brlseño Slerr111 Aporta como concepto de amparo lo siguiente : 

"A priori: El am paro es un control Constitucionalmente 

establecido, para que, a Instancia de parte agraviada, los Tribunales Federales 

apliquen, desapliquen o lnapllquen la l ey o el acto reclamado.'17 

Alfonso Norleg11, Al respecto nos dice: 

"Es un sistema de defensa de la Constitución y de las garantlas 

Individuales, del tipo Jurlsdlcclonal, por vla de la acción que se tramita en 

forma de Juicio ante el Poder Judicial Federal y que tiene como materia las 

leyes o actos de la autorid ad que violen las garantlas Individuales, o Impliquen 

una Invasión de la sobe ranfa de la Federación en la que los Estados o 

viceversa y que tiene como efectos la nulidad del acto reclamado y la 

reposición del que)oso en el goce de la garantfa violada, con efectos 

retroactivos al momento de la violación. " 8 

l uis B;udresch, conceptúa el Juicio de amparo en los términos que a 

continuación se citan. 

"El Juicio de amparo es un procedimiento Judicial propiamen te dicho, y 

entraña una verdadera contención entre la persona agravia da que lo promueve 

y la autoridad que dicho promovente considera que ha afectado o trata de 

afectar sus derechos garantizados en la constitución. 

7 Brlseifo Sierra, Humbe rto: El Amparo Mexicano, Ed . Cárdenas. 2• edición. México 1972. 
Pagina 144 . 

8 Nor/egil, Alronso: lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. t • edición. México 1975. Pagina 
56. 
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El agraviado asume el papel de actor en la controversia y la autoridad 

designada como responsable Interviene como demandada; la materia de la 

controversia es el acto concreto o la omisión de autoridad que el interesado 

considera lesivo de sus garantfas Individuales y la decisión incumbe, en única 

o en última instancia, a los Tribunales Judiciales Federales . " 9 

Por su parte Silvestre Moreno Cor3, define al fuiclo de amparo como 

sigue: 

" Es una Institución de carácter polltlco, que tiene por objeto proteger, 

bajo las formas tutelares de un procedimiento judicial, las garantfas que la 

Constitución otorga, o mantener o conservar el equlllbrio entre los diversos 

poderes que gobiernan la nación, en cuanto por causa de las Invasiones de 

éstos se vean ofendidos o agraviados los derechos de los individuos."'º 

Héctor Flx Z3mudlo, a l respecto comenta: 

El amparo es un procedimiento armónico, ordenado a la composición 

de los con fllctos suscitados entre las y las personas Individuales y 

colectivas por violación, 

desconocimiento e incertidumbre de las normas fundamentales." 11 

Arturo GonzJ/ez Coslo, argumenta lo siguiente: 

"El juicio de amparo es un sistema de control Constitucional que se 

eferclta ante un órgano Jurisdiccional por vla de acción y que procede por 

violaciones cometidas por parte de una autoridad, mediante actos o leyes que 

9Bazdresch, Luis: El Juicio de Amparo, Ed. Trillas. 4• edición. México 1983 . Pagina 18 . 

10 Moreno Cora, Siivestre : Tratado sobre Ju icio de amparo; citado por Ignacio Burgoa, 
Diccionario de Derecho Constitucional, Garantlas y Amparo. Ed. Porrúa. 1 • edición. 
México 1984. Pág. 29 

11 Flx Zamudlo, Héctor: El Juicio de Amparo, Ed. Porrúa. 2• edición. México 1964. Pág. 
96. 
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lesionan derechos fundamentales o esferas de competencia Estatales o 

Federales, Impartiendo su protección al caso concreto." 12 

]uventlno V C~stro, sostiene una definición más amplia a las antes expuestas, 

y asl arguye: 

"El amparo es un proceso concentrado de anulación -de naturaleza 

Constitucional- promovido por vía de acción, reclamándose actos de 

autoridad, y que tiene como finalidad el proteger exclusivamente a los 

quejosos contra garantías expresamente reconocidas, en la Constitución; 

contra los actos conculcatorlos de dichas garantías; contra la Inexacta y 

definitiva atribución de la ley al caso concreto; o contra las Invasiones 

reciprocas de las soberanías ya Federal, ya Estaduales, que agravien 

directamente a los quejosos, produciendo la sentencia que concede la 

protección el efecto de restituir las cosas al Estado que tenfan antes de 

efectuarse la violación reclamada -si el acto es de carácter positivo-, o el de 

obligar a la autoridad a que respete la garantla violada, cumpliendo lo que 

ella exige-, si es de carácter negativo. 

"Su fin principal es lograr el equilibrio social, armonizando fuerzas 

que por su naturaleza están propensas a 

choques que determlnarfan en su repetición, la desintegración polftlca de la 

Nación, cuando esos choques afectarán directamente las entidades que la 

forman: Federación, Estados o produclrlan un estado de Inadaptación de los 

Individuos frente al poder público, cuando el choque se operase entre los 

derechos de los primeros y las autoridades del segundo." u 

12 GonzJ/ez Coslo, Arturo: El Juicio de Amparo, Ed. Porrúa. 2• edición. México 1985. 
P~g . 47. 

13 Cuero, Juventlno V.: Lecciones de Garantfas y Amparo, Ed. Porrúa. 3• edición. México 
1981. Pág. 287. 
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Romeo León Or•mtes~ "Concibe el Juicio de garantías como una 

Institución de carácter polftlco y entorno a su estructura Jurídica y fines de 

este sostiene. 11 14 

Estimamos que la opinión que aportó el distinguido Jurista lgnac/o L. 

Val/arta respecto del concepto del Juicio de amparo es Imprescindible citarla, 

por lo que tal autor dijo: 

" El amparo puede definirse diciendo que es el proceso legal Intentado 

para recuperar sumariamente cualquiera de los derechos del hombre 

consignados en la Constitución y atacados por una autoridad de cualquiera 

categoría que sea, o para eximirse de la obediencia de una ley o mandato de 

una autoridad que ha Invadido la esfera Federal o local respectivamente." 15 

En nuestra opinión el Juicio de amparo es la acción que tiene toda 

persona ffslca o moral cuando ve afectadas sus garantlas Individuales por 

cualquier autoridad sea local o 

Federal mediante el juicio de carácter sumarlo tramitado ante el Poder 

Judicial de la Federación, a través del cual pretende Invalidar los actos o 

leyes de la autoridad que ha transgredido sus garantías consignadas en la 

Constitución Federal, en suma es el medio extraordinario de defensa que 

tiene el gobernado frente a las arbitrariedades de las autoridades. 

Eduardo PJl/ues siguiendo a Carnelutti concibe al amparo como: 

14 OrJntes, Romeo L.: El Juicio de Amparo, Ed . Porrúa . 3• edición. Mblco 1957. Pág. 22 . 

15 VJl/JrtJ, lgnaclo L. ; Citado por lgnJc/o BurgoJ: Diccionario de Derecho Constltuclonal, 
Garantias y Amparo, Ed. Porrúa. 1 • edición. México 1984. Pág. 28, 29. 
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"El lltlglo que los Interesados ponen en conocimiento del órgano 

jurisdiccional para que lo resuelva mediante sentencia definitiva e Irrevocable, 

lo que da lugar al proceso". 16 

En tal virtud debemos de entender por lltlglo todo conflicto de 

Intereses de naturaleza moral, económica o social con trascendencia jurfdlca. 

En el que puede existir litigio sin proceso o proceso sin litigio tal es el caso 

en nuestra legislación de la Jurisdicción voluntaria pero lo que no puede haber 

es un Juicio sin proceso. 

2.2 NA TU RALEZA 

La supremacfa de la Constitución presupone dos condiciones; El Poder 

Constituyente es distinto de los Poderes Constituidos, La Constitución es 

rfgida y escrita. Esto supone como lo afirma tratadista Tena /lamlrez, la 

condición de que El Poder Constituyente, sea distinto de los poderes 

constituidos. En efecto, los órganos de poder residen su Investidura y sus 

facultades de una fuente superior a ellos mismos, como lo es la Constitución, 

eso quiere decir que el autor de la constitución debe ser distinto y estar por 

encima de la voluntad partlcular de los órganos. Al primero se le designa 
6 poder Constituyente" y a los segundos 6 poderes constituidos"." 

En efecto, debemos entender que la supremacfa de la Constitución 

tiene por objeto Impedir el abuso del poder de los órganos constituidos, de 

ahf que compartimos la opinión del autor en cita cuando sostiene: 

16 Pi1/lues, Eduardo: Diccionario teórico y pr<ictlco del Juicio de amparo, Ed. Porrúa. 4• 
edición. México 1978. Pág. 24. 

17 Teni1, Ramlrez Felipe: Derecho Constitucional Mexicano, Ed. Porrúa. 1 • edición. México 
1955 . Pág. 14. 
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"Si hemos de ser precisos en el empleo de las palabras, diremos que 

supremacía dice la calidad de suprema, que por ser emanación de la autoridad 

más alta corresponde a la Constitución; en tanto que prlmílcfíl denota el 

primer lugar que entre todas las leyes ocupa la Constitución ''. 18 

Como la supremacla de la Constitución tiene por objeto Impedir el 

abuso del poder de los Órganos Constituidos, veamos que medios usa la Ley 

Fundamental para lograr impedir tal abuso, en tales condiciones debemos 

deducir que la Constitución para mantener los Poderes Públicos dentro del 

cauce Constitucional les Impone limitaciones que son el objeto de la propia 

Constitución. 

Asl pues, en la parte dogmática de la Constitución, encontramos la 

limitación al Estado y sus autoridades respecto del conjunto de derechos 

subjetivos públicos y garantlas Individuales que se enumeran en los primeros 

2 9 artículos de nuestra Ley Fundamental; en la parte orgánica de la 

Constitución encontramos las limitaciones señaladas a los poderes Federales 

entre si; con adopción del sistema de división de poderes y el régimen de 

facultades expresas que se traduce en que, un poder sólo puede actuar 

cuando expresamente se le faculta para ello, o cuando en forma expresa 

también se le seña la una obligación, en el ámbito nacional la misma 

constitución distribuye las competencias entre los poderes de la federación y 

los que corresponden a los poderes de los estados miembros, estableciéndose 

que las facultades que no están expresamente concedidas por la Constitución 

a los poderes federales, se entienden reservados a los estados. 

En tales condiciones, es mediante las limitaciones de competencia como 

la Constitución prevé a su defensa, a logro de su lnvlolabllldad por parte de 

quienes Intenten hacerlo, o sea , el control de esos órganos. Empero si a pesar 

18 
ldem. Pág . 54. 
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de ello los Poderes Públicos pueden atacarla, debe necesariamente 

establecerse por la propia Constitución, un medio de protegerla contra las 

vulneraciones de que pueda ser obleto y de reparar las violaciones cuando 

estas se hayan reallzado, por tal virtud en nuestra Constitución el Legislador 

estableció de manera expresa el Juicio Constitucional llamado comúnmente 

juicio de Ampilro o de Gilrilntfils. 

Dicho Juicio es un sistema de defensa, pero única y exclusivamente a 

los casos consignados de manera expresa en el articulo 103 de nuestra Ley 

Suprema, es decir, por cuanto hace a la violación de Garantías Individuales y 

a la invasión de soberanías. 

Para tener una mayor claridad respecto del tema en estudio, es preciso 

señalar las características propias del Juicio de Amparo y asf poder en su 

momento referirnos al concepto del mismo, asf tenemos: 

2.2.1.- Control de fil Const/tuclonilfldild 

Tal como ha quedado estudiado en párrafos anteriores, tenemos que se 

ha visto a este desde sus orlgenes como un medio Jurldlco de protección o 

tutela de la Constitución especfflcamente por cuanto hace a las garantfas de 

todo gobernado frente al Poder Público; en ta l virtud, para que la 

constitución cumpla con su objetivo es menester cuidar de su eficacia y su 

respeto, así tenemos que los medios para lograr esa defensa han de ser: 

a) Preventivos. -

Estos radican en la supremacla de la Ley Fundamental, es decir, el 

deber que tienen todas las autoridades que nacen del régimen de 

obedecer ante todo la Constitución y no salirse en el eJerclclo de sus 

funciones de l marco establecido por ella. Dicho de otra manera son 

preventivos los preceptos asentados en la Constitución los que 

establecen garantías o topes a la misión de la autoridad frente a los 
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derechos individuales o sociales, previamente establecldos en él articulo 

103 de nuestro Código supremo. 

b) Represivos. -

Son el conjunto de responsabilidades que fija la ley a toda autoridad 

que en el ejercicio de sus funciones atente contra la Constitución. 

Nuestra ley Federal expresa de manera clara la supremacía 

constitucional que Impone a todas las autoridades la obligación de 

observar su contenido, pese a lo que dispongan otras leyes. 

Articulo 133. Esta Constitución, las leyes del Conzreso 
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que 
estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se 
celebren por el Presidente de Ja Republlcil, con 
aprobación del Senado, serJn la Ley Suprema de toda la 
Unión. Los jueces de cada Estado se arre1laran a dicha 
Constitución, leyes y tratados, a peur de las disposiciones 
en contrario que pueda haber en las Constituciones o 
leyes de los Estados. 

e) Rep¡¡r¡¡dores. -

Estos son los medios establecidos para restituir el estado de derecho 

violado por las autoridades en eferclclo de sus funciones al desconocer 

las normas de la ley Fundamental, sea en cuanto ataca las garantlas 

individuales concedidas. 

El control de la Constitucionalidad es obligado en todo Estado para 

asegurar asl la unidad sustancial del orden Jurldlco y para que la Integridad de 

la actividad estatal se mantenga dentro de la órbita del derecho. 

Tal y como lo sostiene Alfonso Noríegil: 

"la vlolación a la Constitución puede revestir dos modalidades: puede 

ser mediata o Inmediata. Efectivamente, se viola en forma mediata la 
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Constitución cuando no se aplica exactamente la ley en tos actos judiciales, 

según to establece él artículo 14 Constitucional en cambio, ta violación es 

Inmediata, cuando se In fringen, directamente, tas Garantlas Individuales, 

como cuando se dicta una orden de prisión arbitrarla, o bien, se priva a una 

persona de sus propiedades o posesiones." 19 

En suma tenemos, que la finalidad del Juicio de Amparo es el respeto a las 

Garantfas Individuales asf como el régimen competenclal entre las autoridades 

federales y las de los Estados, a las que se refieren las fracciones 1, 11 y 111 del 

articulo 103 Constitucional, por lo que tenemos que la esencia misma del 

Amparo radica en protege r el Régimen Constitucional. 

2.2.2 - Control de Leg.11/dad. 

Tal y como lo hemos estudiado anteriormente la esencia_ del amparo es 

la de observar et respeto a las garantlas Individuales del gobernado que 

consagra a su favor ta Constitución, respecto de las violaciones o 

arbitrariedades que cometan tas diversas autoridades en el ejercicio de sus 

funciones 

Al establecerse en et articulo 1 4 Constitucional, en sus párrafos 

terceros y cuarto, y 16 en su primera parte la garantfa de legalldad; vemos 

que mediante el Juicio de Amparo no sólo se tutela el régimen constitucional, 

sino que su protección se extiende a los ordenamientos legales secund arlos. 

De tal manera que el Poder Judicial Federal al conocer de las vtolaclones a tal 

ga rantfa extiende su competencia al estudiar los actos de las autoridades por 

actos contrarios a la letra de la l ey, a su Interpretación Jurfdlca o los 

principios generales de derecho. 

19 Norlega Can tú Alfonso: lecciones de Amparo, Ed. Porrúa . 1 • edición. México 197 S . 
Pág . SO. 
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Por tanto, al ejercer el control de legalidad mediante el conocimiento 

jurisdiccional del Juicio de Amparo se salvaguardan las Garantlas Individuales 

dentro de las que se encuentra la legalidad a la que nos hemos referido en el 

citado artículo en el párrafo anterior. 

El organismo de control, que deberá conocer del Juicio de Amparo lo 

es el Poder Judicial de la Federación tal como lo establece él articulo l 03 

respectivo, es decir, será la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los 

Tribunales Colegiados de Circuito y los Juzgados de Distrito que forman dicho 

Poder, lo que deberá ser a Instancia de parte. 

Es de suma Importancia para la Institución del Amparo como defensa 

Constitucional, que es necesario conocer su naturaleza, de ahl que algunos 

tratadistas, le consideran como un recurso, mientras que otros, que son la 

mayorla le denominan Juicio de Amparo. En efecto la propia ley 

reglamentarla de los artlculos 103 y 107 constitucionales de Igual manera le 

denominan en su articulo l 0 Juicio de Amparo. Cabe sel'lalar en este apartado 

que en tales ordenamientos Constitucionales de manera alguna se sel'lala si es 

como lo hemos dicho un recurso o un Juicio. 

Es únicamente en la parte final de la fracción l 4 del articulo 2 7 

constitucional donde se emplea la locución Juicio de Amparo de ahl que 

connotados autores de la materia constitucional tal es el caso de Alfonso 

Norlega que sostiene: 

"El Juicio de Amparo es una Institución defensora de la pureza de la 

Constitución y de la vigencia de las libertades individuales que tienen su 

fundamento en los artículos 103 y 107 de la Constitución, pero es necesario 
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mostrar cual es, desde su punto de vista, su naturaleza propia y su especial 

fisonomía jurídica. " 2º 

SI él articulo 103 de la Constitución establece: 

" los tribunales de la federación resolverán toda controversia que se 

suscite" ... en consecuencia el organismo de control es el Poder Judicial de la 

Federación a quien la Constitución confía resolver los conflictos que 

menciona en la misma norma. " 2 1 

Abundando en este punto que trata el maestro Nor/ega nos remitimos a 

lo establecido en él articulo 94 de la ley suprema que dice: 

Articulo 94. se deposita el e/ere/e/o del Poder ]ud/clal de 
fil Federilcfón en unil Suprema Corte de ]ustlcli1, en 
Trlbunilles de Circuito, Cole8fi1dos en Mi1terli1 de A.mpilro 
y Unltilrlos en Mi1terli1 de Apelilc/ón y en ]UZ8i1dos de 
Distrito. 

En el mismo sentido el numeral 103 y 1 07 de la Ley Fundamental 

establece en las bases de nuestro Juicio de Amparo, por lo que nos atrevemos 

a sostener que este es un sistema de defensa de la Constitución de tipo 

jurisdiccional que se ejercita por vla de acción y a Instancia de parte 

agraviada. En tales condiciones y siguiendo los lineamientos del multlseflalado 

artfculo 103 debe tramitarse el Juicio de Ley (por medio de procedimientos y 

formas de órden público), lineamientos que deben estar señalados en la Ley 

reglamentarla de los artfculos 103 y 107, es decir, mediante la Ley de 

Amparo. 

20 Norlega Canto AHonso : Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. 1 • edición. México t 975. 
Pág. 44. 

21 ldem. Pag. S l 
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Respecto de la acción de Amparo, podemos decir que es el medio 

jurldlco de poner en movimiento la actividad Jurisdiccional de los tribunales 

de la federación, en los casos especlflcos seftalados en él articulo 103 de 

nuestro pacto federal. 

Pues es claro que lo que se persigue en el Juicio de Amparo o medio de 

control constltucional, es el respeto a las garantlas del Individuo tal y como lo 

sostiene el tratadista ]u3n Antonio Diez Qulntt1n3 al sustentar: 

"A través del Juicio de Amparo, se busca que toda violación a los 

derechos contenidos en la Constitución a favor del individuo les sean 

respetados por las autoridades ... " 

Una vez que hemos analizado aunque de manera somera el sistema de 

control Constitucional, en donde dejamos seftalado 

Que pueden ser preventivos, represivos y reparadores manifestamos nuestra 

adhesión al concepto que da el distinguido tratadista Alfonso Norleg31 

respecto del Juicio de Amparo, por estimar que el mismo reúne en forma 

acertada la naturaleza jurídica y objeto de los rasgos fundamentales de 

procedencia del Amparo. 

Permitiéndonos para mayor ilustración citar de manera textual el 

concepto que emite tan Ilustre autor. 

"El Amparo es un sistema de defensa de la Constitución y de las 

Garantfas Individuales, de tipo Jurisdiccional, por vla de acción, que se 

t ramita en forma de Juicio ante el Poder Judicial federal y que tiene como 

materia las leyes o actos de soberanla de la federación en la de los Estados o 

viceversa y que tiene como efectos la nulidad del acto reclamado y la 
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reposición del quejoso en el goce de la Garantía violada, con efectos 

retroactivos al momento de la vlolaclón. " 22 

CAPITULO 111 

PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 

a) Nociones genéricas sobre la procedencia 
del Juicio de Amparo. 

Para estar en actitud de examinar en que casos debe Interponerse la 

demanda de Garantías ante el Juez de Distrito y en que otras ante el Tribunal 

Colegiado de Circuito o a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es 

necesario aludir al concepto genérico de procedencia de la acción 

Constitucional y a los elementos que conforman esta. 

El sistema de control y sujeción a nuestra Constitución Política se 

encuentra previsto en sus arclculos 103, 105, 107 y 133, los cuales 

analizaremos paulatinamente anticipando a ellos algunas nociones generales 

relativas al tema en estudio, con el objeto de precisar lo que debe de 

entenderse por procedencia de Juicio de Amparo . 

El maestro Arturo GonzJ/ez Coslo nos dice que: 

22 NorlegiJ Cantú Alfonso : Lecciones de Amparo, Ed . Porrúa. 1 • ed ición . México 1975. 
Pág. 56 . 
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"El Juicio de Amparo es un sistema de control Constitucional que se 

ejerci ta ante un órgano jurisdiccional por la vfa de acción y que procede por 

violaciones cometidas por parte de una autoridad, mediante leyes o actos que 

lesionen derechos fundamentales o esferas de com petencia Estatales o 

Federales, Impartiendo su protección al caso concreto. 

Conforme al articulo 103 de la Constitución ratificado en el articulo t 0 

de la Ley de Ampa ro, la materia jurfdlca sujeta a control constitucional se 

constituye por: 

t.-

2.-

3. -

Leyes o actos de autoridad que lesionen Garantfas 

1 ndivlduales. 

Leyes o actos de alguna autoridad Federal que restrinjan la 

soberanfa de los Estados, y¡ 

Leyes o actos de cualquiera de los poderes de los distintos 

Estados, que Invaden la esfera de la autoridad Federal. " 23 

Son atinados y claros los comentarios de Edu11rdo pallares al referirse a 

la procedencia e improcedencia del Juicio de Garantfas, y al efecto estipula 

que: 

" Lógicamente la Improcedencia es lo contrario de la procedencia . Esta 

es una situación jurfdlco procesal en la que, por existir los supuestos 

procésales del Juicio de Amparo, nace el derecho de una persona Jurfdlca a 

promoverlo y continuarlo hasta el fin; y al mismo tiempo la obligación 

correlativa del órgano Jurisdiccional de admitir la demanda de Amparo y 

tramitar esta hasta su debida conclusión. Por tanto, la improcedencia es la 

situación procesal en la cual, por no existir todos los presupuestos procesales 

23 GonzJ/er Coslo Arturo : El Ju icio de Amparo, Ed . Porrúa. 2• ed ición. Mblco 1985. Pág. 
47. 
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del Juicio Constitucional no debe admitirse en la demanda de Amparo ni 

tramitarse el Juicio. 

Es verdad en derecho procesal que las condiciones de la acción son 

substancialmente diferentes que los presupuestos procesales. Mientras estos 

últimos son necesarios para iniciar y tramitar el Juicio de Amparo, aquellas 

exigen para obtener una sentencia favorable al actor o lo que es Igual unos 

apuntan al proceso y las otras a la sentencia deflnltlva."24 

En alusión a este tema /gn3c/o Burgo3 escribe: 

"Ahora bien la improcedencia general de la acción de Amparo se 

traduce en la lmposlbllldad Jurídica de que el órgano Jurlsdlcclonal de control 

estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente de resolver 

sobre la Constitucionalidad o lnconstltuclonalldad del acto de autoridad 

reclamado. Ante esa lmposlbllldad, la acción de Amparo no logra su objeto y, 

por ende, la pretensión del quejoso no se realiza, no porque esta sea 

Infundada, sino porque debe analizarse la consabida cuestión fundamental. 

Merced a la Improcedencia de la acción de Amparo, el Juicio respectivo no 

concluye con la negativa de la protección Federal (que Invariablemente 

supone el examen lógico Jurídico necesario e Imprescindible de tal cuestión), 

sino con el sobreseimiento del propio Juicio. 

Esto último acontece cuando la causa de Improcedencia no es notoria, 

Indudable o manifiesta, sino que surge o demuestra durante el procedimiento. 

Por el contrario cuando adolece de los mencionados caracteres, es decir, si 

aflora de los términos mismos en que esta concebida la demanda de 

Garantías, este se rechaza de plano sin que se Inicie el juicio. " 25 

2
• Pal/.ues, Eduardo: Diccionario teórico y práctico del juicio de amparo, Ed. Porrúa . 2• 

edición. México 1970. P.ig. 1J1. 

25 Burgoa, Ignacio: Diccionario de derecho constitucional, garantlas y amparo, Ed. Porrúa . 
1 • edición. México 1984. Pág. 226. 
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Por su parte Alfonso Norleg¡¡ dice lo siguiente: 

" En la teoría del Juicio de Amparo tal y como e Insistido en varias 

ocasiones la Jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación y 

las tesis y doctrinas de varios sel'lores Juristas han Ido creando Instituciones y 

formas procesales que, por su propia naturaleza han conferido una 

estructura propia al proceso y al procedimiento de Amparo. En este aspecto, 

el Juicio Constitucional es la consecuencia directa de los talentos creadores 

de muy distinguidos Jueces federales y un grupo de extraordinario mérito de 

grandes juristas; entre esas Instituciones y formas procésales que apreciaron 

primero, en la Jurisprudencia, después se le dio contenido teórico a veces en 

medio de enconadas polémicas, y más bien académicas y por fin entraron a 

formar parte del Derecho Positivo, es decir, de las Leyes Reglamentarlas del 

Ampa ro, destacan en mi opinión dos de ellas fntlmamente ligadas entre si, 

nació una después de otra y hoy día, son formas peculiares del procedimiento 

de Amparo: me refiero a la Improcedencia y al sobreseimiento, formas, por 

otra parte relacionadas directamente con la poslbllldad de que el organismo 

Jurisdiccional rechace la demanda de amparo en el momento mismo de su 

presentación -a llmlne- en ciertos casos especfflcos, asf como durante la 

t ramitación de un Juicio de Amparo, al realizarse determinados eventos el 

organismo Jurisdiccional tenga facultad para hacer cesar el procedimiento 

extinguiendo su Jurisdicción y dejando sin efecto la fuerza propulsora de la 

demanda." 26 

En conclusión la procedencia es la figura procesal por virtud de la cua l 

el Juzgador esta en aptitud de admitir, y trami tar la demanda de garantfas en 

26 Norlegil Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. 1 • edición. México 1975. 
Pág. 403 y 404. 
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principio y posteriormente analizar las cuestiones de lnconstltuclonalldad de 

los actos que en ella se reclamen. 

Una vez asentado el significado del concepto procedencia, enfocado al 

Juicio de Amparo, esgrimiremos algunos aspectos técnicos de esta figura 

llevada al procedimiento de la acción Constitucional. 

En términos generales e l Ju icio de Amparo procede al configurarse 

cualquiera de las hipótesis previstas en el articulo 103 Constitucional, además 

de los requisitos naturales y legales supuestos por dicho precepto. Estos 

supuestos son los siguientes: 

l. La existencia de un acto; 

11. Que el acto provenga de una autoridad; 

111. Dicho acto debe de entraftar una violación a las garantías 

individuales; ser vu lneratorio de la soberanla de los 

estados, o Invadir la espera de la Autoridad Federal. 

IV . El acto debe causar agravio al peticionario del Amparo. 

V. Debe ser el propio agraviado quien solicite el Amparo y 

protección de la Justicia de la Unión, sujetándose a las 

condiciones establecidas por la Ley. 

Existen diversas clases de Improcedencia a saber, como son la 

Constltuclonalldad, la legal y la Jurlsprudenclal. 

Octilvlo A. HernJndez aftade una categorla a esta clasificación y nos 

habla de la Improcedencia natural la cual la define como: ' 'ilquellil que 
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proviene de /3 exlstenc/3 de un3 clrcunst3nclt1 que por si mlsm3 Impide que 

pued3 pedirse el Amp3ro. 

En presencia de la circunstancia aludlda la petición del Amparo serla 

Ilógica, contra Indicada, Inútil, Imposible; es decir, la petición del Amparo 

serla antinatural. 

Ejemplo de esta clase de Improcedencia; son las originadas por las 

causas consignadas en las fracciones 1 y V del artfculo 73 de la ley de 

Amparo."27 

En lo personal considero que no debe hablarse de una Improcedencia 

natural, pues dicho término además de ser subjetivo, es poco claro. Menos 

aun podemos secundar la opinión del referido autor. Pues al explicar lo que 

debe entenderse por Improcedencia natural nos remite al contenido del 

articulo 73 de la Ley de Amparo, y por ende esta será una Improcedencia de 

carácter legal. La improcedencia Constitucional será aquella prevista en 

nuestra Carta Magna, la cual según dice lgn3c/o Burgoa: 

"Se consigna con vista a determinadas situaciones abstractas en 

relación con las cuales no es posible por modo obligatorio resolver sobre la 

Constitucionalidad o lnconstituclonalldad de los actos que se reclame. Dichas 

situaciones y, ende la improcedencia que en razón de ellas se establece 

únicamente deben estar previstas en la Constitución, ya que a ninguna ley 

secundaria le es dable proscribir la procedencia de la acción de Amparo, en 

caso de que Instituye la Ley Suprema. 

l.· La lmprocedenc/3 Const/tuclonal. 

27 Hernindez, Octavlo A.: Cursos de Amparo, Ed. Porrúa. 2• edición. México 1983. Pág. 
237. 

59 



El carácter distintivo de la Improcedencia Constitucional estriba en que 

esta se consigna por modo absoluto y necesario para todos aquellos casos 

concretos que puedan enmarcarse dentro de la situación abstracta establecida 

en la Ley Fundamental, sin que la actitud asumida o el particular frente al 

acto de autoridad que lo agravie la determine. " 28 

Existen cinco casos que originan la Improcedencia de la que hemos 

venido hablando y son los siguientes: 

a) Aquellos en los que el acto reclamado verse sobre la 

resolución que niegue a un particular la autorización que 

se le solicita al Estado, o revoque la que ya hubiere 

expedido para Impartir educación en los tipos y grados a 

que se refiere el articulo 3° Constitucional. Esta 

Improcedencia se contiene en la fracción 11 del citado 

precepto legal. 

b) Cuando se trata de resoluciones dotatorlas o restitutorias 

de ejidos o aguas dictadas a favor de los pueblos, cuando 

afecten predios que excedan de la extensión de la pequefla 

propiedad agrlcola, ganadera, esto de conformidad con él 

articulo 27 fracción XIV, párrafo primero de la 

Constitución. 

c) Contra las resoluciones por virtud de las cuales el 

Ejecutivo de la Unión determine la expulsión de un 

extranjero por estimar Inconveniente su permanencia en 

territorio nacional según lo dispuesto por el articulo 3 3 

Constitucional. 

28 Burroa, Ignacio: Diccionario de derecho constltuclonal, garantlas y ampa ro, Ed . Porrúa. 
t• ed ición . México 1984. Pág. 227. 
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d) Contra las resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara 

de Diputados relativa a la calificación de sus miembros, en 

los términos del articulo 60 párrafo cuarto de la Carta 

Magna. 

e) De igual forma es Improcedente el juicio de amparo en 

contra de las declaraciones y resoluciones que dicte tanto 

la Cámara de Diputados como la de Senadores al decretar 

la procedencia del juicio polftlco en contra de los 

servidores públicos que Incurren en actos u omisiones que 

redunden en perJulclo de los Intereses públicos 

fundamentales o de su buen despacho, según lo establece 

el articulo 109 Constitucional. El carácter de lnafectlvldad 

de estas resoluciones se encuentran previstos en el articulo 

11 O de nuestra Carta Magna. 

2. - L4 Procedencia legal. 

"Las causas de Impedimento para el tribunal u órgano de control 

estudie y decida sobre la Constitucionalidad e lnconstltuclonalldad de los 

actos reclamados también se encuentran previstas en la Ley de Amparo, casos 

estos en los cuales nos encontramos ante la Improcedencia de carácter legal. 

Por lo general, la improcedencia legal de la acción de Amparo se 

consigna no porque el caso concreto corresponda a una situación 

abstractamente prevista en la que de manera absoluta y necesaria se Impide la 

procedencia del Juicio de Garantías, sino en atención a circunstancias 
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relativas y contingentes que puedan concurrir o no en casos particulares 

semeJantes en relación con un mismo acto de autorldad."29 

Estas causas de improcedencia son de carácter limitativo, es decir, que 

para que se configure la Imposibilidad de analizar. 

La acción constitucional en cuanto a la legalidad o Ilegalidad del acto 

que se reclama es requisito Imprescindible que exista por lo menos alguna de 

las circunstancias previstas en el artículo 73 de la Ley de Amparo. 

A continuación efectuare un breve anállsls de cada una de las 

fracciones del mencionado precepto legal, en los términos siguientes: 

Articulo 7:1. El Juicio de amparo es Improcedente: 

l. Contra actos de la Suprema Corte de Justicia: 

Lo anterior obedece a que ninguna Autoridad Federal o local puede 

tener Jurisdicción por encima de la Suprema Corte, y por otra parte porque 

tampoco ninguna autoridad esta facultada para examinar la Constltuclonalldad 

o lnconstltuclonalldad de este Alto Tribunal. Algo semejante sucede 

tratándose de los actos de los Tribunales Colegiados de Circuito, cuyas 

resoluciones tampoco son atacables, salvo el caso de la fracción V del 

articulo 83, de la Ley de Amparo que establece la procedencia del recurso de 

revisión cuando se decida sobre la Constltuclonalldad de una Ley o la 

Interpretación directa de algún precepto de la Constitución, siempre y cuando 

29 Burgoa, lgnaclo: Diccionario de derecho constitucional, garantlas y amparo, Ed. Porrúa. 
t• edición. México 1984. Pág. 228. 
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para resolver estas cuestiones no se hubieren fundado en Jurisprudencia 

establecida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Situación diversa acontece cuando se trata de actos de los Jueces de 

Distrito o Tribunales Unitarios de Circuito, pues las resoluciones que estos 

emitan pueden Impugna rse a través del Juicio de Amparo, siempre y cuando 

se trate de Juicios Ordinarios Federales. 

Los antecedentes de esta fracción los comenta el maestro Alfonso 

Nor/ega, refiriéndose a un caso concreto resuelto por el Insigne Jurista 

Jgnaclo L. Val/arta, y nos dice: 

"as{ pues, para Val/arta, El Juicio de Amparo que se Intentara hacer 

valer en contra de actos de la Suprema Corte de Justicia era Im procedente; 

pero, no as{ los Juicios de Amparo que se intentaran en contra de los Jueces 

de Distrito y de los Magistrados de Circuito que, Indudablemente también 

podrían violar las Garantías Individuales en contra de los particulares. 

La Suprema Corte de Justicia, en la sentencia que dictó el mismo 29 de 

septiembre de 1879 ... Quedó definida la causal de Improcedencia de que he 

hecho mención, la que fue consignada por primera vez en un ordenamiento 

legal, en el Código de Procedimientos Civiles Federales de 1897, se reiteró 

en el Código de 1908 y más tarde, en la Ley de 18 de octubre de l 919 y 

corresponde a la fracción 1, del artículo 73 de la Ley en vigor. " 3º 

Finalmente y con relación a este punto Humberto Brlselfo Sierra dice: 

"Naturalmente el caso no es de competencia; es decir, no se trata de 

buscar el órgano facultado para revisar los actos de la Corte, porque ya se 

30 Noriegil Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa . 1 • edición. México 197 5. 
Pág. 451 y 452. 
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dilo bien podría ser ella misma, tanto si fueran actos del Pleno, como con 

mayor razón, puesto que se conocen estos supuestos en ejemplos de tesis 

contradictorias si fueran de sus diversas salas. Lo que Interesa no es tanto 

buscar el órgano competente, porque ello ha encontrado una solución al 

menos en materia laboral cuando conforme al segundo párrafo de la fracción 

XII del artículo 123 Constitucional se prevé: los conflictos entre el Poder 

J udlclal de la Federación y sus servidores, serán resueltos por el pleno de la 

suprema coree de justicia de la nación (en la actualidad una comisión mixta 

de empleados y ministros se avoca al conocimiento de estos asuntos que, en 

su momento, son llevados al pleno para su confirmación).· el tema sigue 

siendo de regreso uad·infltum" si se pudiera admitir un Amparo ante el pleno 

o las salas en vla de revocaclón."3' 

Fracción 11. Concríl de líls resoluciones dlccíldíls en los Juicios de 
ílmpílro o en ejecución de líls mismíls¡ 

Esta situación permite acabar con los obstáculos para el dictado de las 

resoluciones Judiciales cuando se dirime una controversia Constitucional. 

Ahora cuando se trata del cumplimiento de una ejecutoria, si este no se 

sujeta a los términos de la resolución las partes tienen a su alcance los 

recursos previstos en las fracciones IV y IX del articulo 95 de la Ley de 

Amparo e Inclusive podrán hacer valer la denuncia de repetición del acto 

reclamado a que se refiere el artículo 108 del citado ordenamiento legal en 

caso de que las responsables persistan en emitir o ejecutar el acto que ha sido 

tachado de lnconstltuclonal. 

31 Brlsello, SlerrJ Humberco: Teorla y técnica del Amparo, Ed . Callea . 2• edición. Puebla, 
México 1906. Pág. 294. 
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Fracción 111. Contra leyes o actos que sean materia de otro 
Juicio de Amparo que se encuentre pendiente de resolución, ya 
sea en primera o única Instancia, o en revisión promovido por el 
mismo que/oso contra las mismas autoridades y por el propio 
acto reclamado, aunque las vlolilclones Constltuclonilles sean 
diversas; 

En lo que respecta a esta fracción, Edu;udo Pt1/lares nos comenta: 

"Esta causa de Improcedencia equivale en el derecho común a ta 

excepción de litispendencia porque tiene los mismos elementos que esa 

defensa que son identidad de la causa pretendida, de las personas y de las 

cosas. " 32 

Este no es e l caso de la conexidad de los Juicios a que se refiere e l 

articulo 5 7 de la Ley de Amparo, pues en este último existen algunos de 

otros elementos que deben diferenciarse entre las demandas que se 

transmiten, aparte de los previstos en la causal de Improcedencia que se 

estudia, lo que son los quejosos o las autoridades responsables, es decir, no 

existe Identidad de acciones. 

"Contra leyes o actos que hayan sido materia de una etecutorla en otro 

Juicio de Amparo, en los términos de la fracción anterior;" 11 

Fracción IV. Concril leyes o actos que hayan sido materlil de una 
ejecutoria en otro Juicio de Ampilro, en los términos de l.1 
fracción ilnterlor. 

32 Pa!lilres, Eduardo: Diccionario teórico y pr~ctlco del Juicio de amparo, Ed. Porrúa. 2• 
edición. Mexico 1970. P~g. 132. 

33 Noriegil Cantú Alfonso: lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. 1 • edición. México 1975. 
Pág. 455. 
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Esta fracción complementa la antes comentada, sien do que en uno de 

los juicios ya se ha dictado sentencia definitiva, es decir, que en el caso ya 

exlsteres Judlcata. 

En este caso existen dos elementos a saber: 

a) Que se trate de leyes o actos que hayan sido materia de una 

ejecución en otro Juicio de amparo, y¡ 

b) Q ue se reúnan los requisitos de la fracción 111 de l articulo 73 de 

la Ley de Amparo. 

Para entender esta causa de Improcedencia en la vfa del amparo es 

necesario precisar el significado del vocablo ejecutoria, y sobre esto Alfonso 

Norleg3 comenta: 

" ... la Interpretación de esta fracción IV del articulo 73 se presta a 

confusiones en virtud del uso del vocablo ejecutoria que no es un térm ino 

univoco, sino que puede ser equivoco, en e l sentido que la lógica confiere a 

estos conceptos. Efectivamente, el vocablo ejecutoria puede entende rse por lo 

menos, en dos sentidos: 

a) En primer lugar, si mple y senclllamente como sentencia y, 

en este caso, el Amparo sería Improcedente cuando se 

hiciera valer en contra de una Ley o de un acto de 

autoridad, cuya Constitucionalidad hubiera sido ya resuelta 

por un a sentencia de los Tribunales Federales, después de 

estudiar los conceptos de violación alegados por el 

quejoso. 
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b) En segundo lugar, la palabra ejecutoria puede entenderse 

en el sentido no de una simple sentencia, sino de un fallo 

que legalmente tiene el carácter de cosa Juzgada y no existe 

posibilidad de que pueda ser modificado o revocado por 

algún recurso o medio de Impugnación. En este caso, para 

que pudiera operar la causal de Improcedencia no bastaría 

con que existiera una simple sentencia que hubiera resuelto 

la Constitucionalidad de la ley o del acto, sino que seria 

necesario, esencialmente, que hubiera pasado ya en 

autoridad de cosa Juzgada. " 14 

/gn¡¡c/o Burgo¡¡ al referirse a esta causal de Improcedencia estudia el 

sentido del vocablo ejecutoria, esto es, cuando ya no es Jurfdlcamente 

impugnable, ni ordinaria ni extraordlnariamente. 15 

Para establecer cuando una sentencia causa ejecutoria en mi opinión, es 

necesario atender a dos factores contemplados por los autores aludidos: 

a) Que sé susciten los supuestos del articulo 3 56 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles de Aplicación Supletoria a 

la ley de Amparo atento por él articulo 11 de este último 

ordenamiento legal claro esta adaptando tales casos a la vla 

de defensa extraordinaria que es el Juicio de Garantfas tal y 

como lo arguye el último de los autores citados. Él articulo 

en comento establece que: 

34 Nor/egd Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed . Porrúa . 1 • edición . México 1975. 
P.ig. 459. 

35 Burgod, Ignacio: El juicio de amparo, Ed. Porrúa. s• edición . México 1971 . Página 463 . 
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Articulo .156. CauSiln e/ecutorla las siguientes sentencias: 

1.- las que no admitan ningún recurso; 

11.- las que admitiendo algún recurso, no fueren 
recurridas, habiéndolo sido se haya declarado de cierto el 
Interpuesto, o haya desistido el recurrente de él, y 

111. - las consentidas expresamente por las partes, sus 
representantes legltlmos y sus mandatarios con poder 
bastante. Y 

b) Que se hubiere dictado sentencia que además de causar 

ejecutoria, haya estudiado la Constltuclonalldad de la ley o 

el acto que se Impugne, pues es obvio que no todas las 

resoluciones de sobreseimiento, estudian estas cuestiones, ya 

que pueden fundamentarse en razones de Improcedencia de 

diversa fndole. 

Como ejemplo bastarla citar el caso de sobreseimiento derivado de la 

Inexistencia de los actos reclamados (articulo 74, fracción IV de la Ley de 

Amparo), lo que motivara la Importancia del Juicio de Garantfas, lo cual no 

Implica que en un futuro el quejoso pueda verse afectado por la emisión de 

los actos que anteriormente reclamo y acredite la existencia de los mismos lo 

cual obligara a la Autoridad )udlclal Federal a analizar la Constitucionalidad o 

lnconstltuclonalldad de los actos o leyes Impugnados. 

Fracción V. Contril ilctos que no afecten los Intereses /urldlcos 
del que/oso: 

Fracción VI. Contril leyes que/ por sola vigencia/ no causen 
perjuicio al quejoso/ sino que se necesite un acto posterior de 
autorfdild para que se origine tal per/u/clo; 

Se han agrupado estas dos fracciones, ya que ambas se sustentan en 

elementos de particular Importancia como en el caso de Interés Jurfdico, y me 
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referiré a este en forma somera pues lo tratare con mayor atlngencla en 

páginas posteriores. 

El primer caso se adecúa a lo establecido por él articulo 103, fracción 1 

y 107, fracción 1 de nuestra Carta Magna, así como en él artículo 4° de la 

Ley de Amparo, ya que en el Juicio de Garantías únicamente deberá 

promoverse por la persona que se vea afectada con la emisión y ejecución del 

acto reclamado. 

Por lo que hace a la segunda hipótesis se transcribe lo esbozado por el 

maestro Alfonso Norlega, quien en forma clara nos explica e l tema: 

"Para resolver esta cuestión, en el curso de la historia polltlco

constltuclonal, se han propuesto tres soluciones a saber: 

a) 

b) 

c) 

se puede ocurrir en demanda de Amparo ante la autoridad 

del control, cuando haya la posibilidad de que una Ley es 

Antlconstltucional, desde que dicha Ley se expide, 

publicándose en el Diario Oflclal; 

para Intentar el Juicio Constitucional, no es suficiente que 

la Ley se expida, y publique, y por tanto entre en vigor, 

sino que además, es indispensable que dicha Ley sea 

ejecutada mediante un acto concreto posterior a su 

expedición; 

Una solución Intermedia que comprende los dos anteriores 

postulados es la siguiente: 

Procede el Juicio de Amparo, cuando la ley al ser 

expedida, promulgada y publicada, contiene en si misma un 

principio de ejecución, sin necesidad de esperar se aplique 

por medio de un acto concreto posterior a su expedición. 
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Estas tres soluciones, son el resultado de las opiniones emitidas al 

respecto por algunos de nuestros más distinguidos constitucionallstas y han 

sido adoptadas, por lo menos las clasificadas con letras "bn y "c" por la 

jurisprudencia de la H. Suprema Corte de Justicia de la Naclón."36 

Frilcclón VII. Contri/ las resoluciones o declaraciones de los 
Presidentes de las caslllils, /untas computildoras o colegios 
electora/es, en materia de elecciones; 

Fracción VIII. Contri/ lils resoluciones o declaraclones del 
Congreso Federal o de !ils Cámaras que lo constituyen, de lils 
leglslaturas de los estados o de sus respectivas comisiones o 
dlputilclones permanentes, en elecclón, suspensión, o remoción 
de funcionar/os, en los Cilsos en que lils Constituciones 
correspondientes les confieran la filcultild de resolver soberanil o 
d/screc/onalmente; 

Estas dos fracciones deben meditarse conjuntamente, ya que pese a 

referirse a diversas situaciones, ambas se enfocan al Juicio de Amparo 

interpuesto contra la violación de los derechos polftlcos. 

El antecedente histórico de estas dos fracciones data del pensamiento 

del Insigne /gnac/o L. Val/arta quien consideraba que la función de la Corte 

era la de administrar justicia y, hacerla intervenir para juzgar cuestiones 

polfticas equlvalla a desnaturalizar las funciones de dicho tribunal. Tal 

cuestión la hizo va ler al resolver el Juicio de Amparo promovido por León 

Guzmin en contra de la legislatura del Estado de Puebla, cuando fungfa como 

Presidente del Tribunal de Justicia de dicho Estado, y manifestó su voto de la 

siguiente manera: 

"la corte en su calidad de tribunal no puede más que administrar 

justicia, más que confrontar el acto reclamado con el texto Constitucional que 

se dice violado por él, para de ahf deducir si es o no procedente el amparo; 

36 Norlegil Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. 1 • edición. Mhlco 1975. 
Ph. 470 y 471. 
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entrar aquf en aquellas consideraciones, es exponerse a sacrificar los Intereses 

permanentes de la justicia, a las exigencias veleidosas de la polftica, es 

desnaturalizar las funciones augustas de este tribunal. nJJ 

Las fracciones en comento se relacionan fntlmamente con el artfculo 60 

Constitucional, pero resulta pertinente aclarar que la circunstancia prevista 

por este último precepto con antelación a las Reformas de que fue objeto el 

citado articulo, publicadas en el Diario Oficial de la Federación de fecha l 5 

de diciembre de 1986, en el sentido de que podfan Impugnarse las 

resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados a través del 

recurso de reclamación que se Interpusiere ante la Suprema Corte de J ustlcla; 

ello no Implicaba una derogación o contradicción en relación con las causales 

de improcedencia estudiadas, toda vez que, la resolución que emitiese la 

Corte a virtud, de la reclamación Interpuesta solo producfa el efecto de una 

opinión, sin que Implicara obligatoriedad de acatarse por parte del 

mencionado Colegio Electoral de la Cámara de Diputados. Lo anterior se 

comenta sin abundar más al respecto, dado que en las recientes reformas el 

citado recurso de reclamación ha sido derogado y por ende ha dejado de 

existir. 

Complementando lo dicho ]uventlno V. Castro dice: 

"Por todo lo anterior debe observarse que las fracciones V 11 y VIII van 

mas allá de lo previsto por dicho articulo 60 de la Constitución, ya que tales 

fracciones que se examinan declaran la Improcedencia del Juicio contra las 

resoluciones y declaraciones de los Presidentes de Casillas, Juntas 

Computadoras, Colegios Electorales, Congreso Federal, Cámaras que lo 

constituyen, Legislaturas de los Estados, Comisiones o Diputaciones 

Permanentes, en materia de elecciones, así como la suspensión o remoción de 

37 Villfilrlil, Ignacio L. : Norlega Cantú Alfonso: Votos. Tomo 1, Ed. Porrúa . 3• edición. 
México 1980. P.ig. 16 7. 
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los funcionarios que las Integran y tienen facultad para resolver soberana o 

discrecionalmente, lo cual amplia fundamentalmente lo dispuesto por la 

Constitución. " 38 

Fracción IX. Contri1 los i1Ctos consum<1dos de un modo 
lrrepi1ri1ble. 

Fr<1cclón X. Contri1 <1ctos em<1n<1dos de un procedimiento Judlcli11, 
o de un procedimiento <1dmlnlstr<1tlvo seguido en formi1 de 
juicio, cu<1ndo por virtud de c<1mblo de sltui1clón /urldlci1 en el 
mismo deb<1n consldenrse consum<1d<1s lrrep<1r<1blemente li1s 
vloli1c/ones recli1mi1di1s en el procedimiento respectivo, por no 
poder decirse en ti11 procedimiento, sin <1fect<1r li1 nuevJ 
sltu<1c/ón /urldlo; 

De Igual forma que en los casos precedentes, estas fracciones deberán 

considerarse conJuntamente, pues se refieren a la Improcedencia del Juicio 

por actos consumados de un modo Irreparable, o que asf deben estimarse por 

el cambio de si tuación Jurfdlca que se opere en un procedimiento ya sea 

Judicial o administrativo. 

Ambas causales de Improcedencia existen en función de lo dispuesto 

por articulo 80 de la Ley de Amparo, el cual establece que: 

" La sentencia que conceda el Amparo tendrá por obJeto restituir al 

agraviado en el pleno goce de la Gara ntía Individual violada, restableciendo 

las cosas al Estado que guardaban antes de la violación cuando el acto 

reclamado sea de carácter positivo; y cuando sea de carácter negativo, el 

efecto del amparo será obligar a la autoridad responsable a que obre en el 

sentido de respetar la Garantía de que se trate y a cum plir por su parte, lo 

que la misma Garantla exlJa". 

38 Cuero, )uventlno V.: lecciones de Garantlas y Amparo, Ed. Porrüa. 3 • edición . México 
198 1. Pág . 334. 
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Para precisar lo anterior es menester referirnos a lo que debe 

entenderse por actos consumados de un modo Irreparable, y al respecto 

Alfonso Nor/ega nos dice que: 

"Por estos debe entenderse el caso en que la restitución de las cosas al 

estado que tenlan antes de la violación, es materialmente imposible. Asl pues, 

no basta que el acto se consume para materializarse la causal de 

improcedencia, sino que es Indispensable que la consumación, sea Irreparable, 

es decir, sea físicamente Imposible dar a la sentencia que se dicte los efectos 

restitutorios que le son inherentes . " 39 

Por último la fracció n X del mencionado artículo 73 de la Ley de 

Amparo debe entenderse al admitir que dentro de un procedimiento judlclal 

existen diversas etapas, generándose en cada una de ellas una situación 

jurfdlca determinada, que prevalece en tanto no se dicte una nueva 

resolución, distinta y autónoma de la anterior. 

Es decir, que esta causal de improcedencia se rige basándose en el 

principio preciusivo del proceso judicial, según el cual terminado un periodo 

del procedimiento, las resoluciones emanadas de este no podrán modificarse 

una vez que haya causado estado, ya que por tal motivo son lnobJetables. 

Fucclón XI. Contri/ ilctos consentidos expresilmente o por 
milnlfestilciones de voluntild que entrilllen ese consentimiento; 

Frilcc/ón XII. Contri/ ilCtos consentidos tJcltilmente, 
entendiéndose por tilles ilquellils contri/ lils que no se promueve 
el juicio de ilmpilro dentro de los términos que se sellilliln en los 
ilrtlcu/os 21, 22, y :128. 

39 Norlt>gil Cantú Alfonso: lecciones de Amparo, Ed . Porrúa. 1 • edición . Mhico 1975 . 
Pág. 477 . 

) 
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No se entenderá consentida tácitamente una ley, a pesar de que siendo 

Impugnable en amparo desde el momento de su vigencia en los términos de la 

fracción VI de este articulo, no se haya reclamado, sino en el caso de que 

tampoco se haya promovido amparo contra el primer acto de su aplicación en 

relación con el quef oso. 

"Cuando contra el primer acto de aplicación proceda algún recurso o 

medio de defensa legal por virtud del cual pueda ser modificado, revocado o 

nullflcado, será optativo para el Interesado hacerlo valer o Impugnar desde 

luego la Ley en Juicio de Amparo. En el primer caso, solo se entenderá 

consentida la ley si no se promueve contra ella el Amparo dentro del plazo 

legal contado a partir de la fecha en que se haya notificado la resolución 

recafda al recurso o medio de defensa, aún cuando para fundarlo se hayan 

aducido exclusivamente motivos de Ilegalidad. 

"SI en contra de dicha resolución procede Amparo Directo, deberá 

estarse a lo dispuesto en el artfculo 166, fracción IV, párrafo segundo, de 

este ordenamiento. " 40 

Estas causales de Improcedencia se fundan en el principio de seguridad 

Jurídica, pues resulta absurdo el pretender que el agraviado pueda Intentar la 

acción constitucional una vez que ha manifestado en forma expresa su 

conformidad con el acto vlolatorlo de Garantfas, o cuando no hizo valer dicha 

acción en el momento oportuno. 

Desde el punto de vista histórico estas cuestiones fueron tratadas por 

los eminentes Juristas José Ht1rft1 Louno e /gnt1clo l. Vt1/lt1rtil~ emitiendo este 

último su criterio coincidente con el de aquel en su sentencia de fecha 1 3 de 

julio de 188 1, en la cual sostuvo: 

40 V.111.Ut.1, lgnaclo l. : Norlega Cantú Alfonso : Votos. Tomo 111, Ed. Porrúa. 3• edición . 
Mhlco 1980. Pág. 1 OO. 
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"Que el Amparo era improcedente cuando sé habla consentido, de 

cualquier manera el acto violatorlo de Garantfas." 

Cabe hacer una observación de tipo doctrinal en torno a estas causales 

de Improcedencia y determinar si es posible que un particular puede consentir 

que se violen en su perJulclo las Garantias Individ uales, las cuales se 

fundamentan en el Derecho Natural y en consecuencia son por esencia 

irrenunciables. 

La problemática antes expuesta es acertadamente tratada por 

Juventlno V. Cuero, quien argumenta lo siguiente: 

"Resulta un poco dlffcll concebir en su esencia la Improcedencia 

decretada por estas fracciones por el hecho de habe rse consentido el acto, ya 

que es regla aceptada el que las Garantfas Constitucionales se establecen en 

beneficio del Individuo como miembro de una colectividad protegida a alto 

nivel, y por lo tanto son Irrenunciables no pudiéndose Individualmente 

consentir un no respecto de ellos por el poder público. 

SI por ejemplo un Individuo renunciara a su libertad, a la de 

expresarse, pensar o conducirse conforme a su criterio sin caer en las 

excepciones que constitucionalmente limitan a dichas libertades, tal renuncia 

no podria tener efectos ni juridlcos ni materiales, porque no se trata de 

derechos subjetivos privados, sino de públicos; y no se crearon en beneficio 

de una persona concreta, o en una situación concreta, sino de todos los que 

genéricamente se enm arcan dentro de la hipótesis Constitucional, por lo que 

malamente podrla renunciarse a lo que se reconoció en general a todos los 

ciudadanos o a todos los habitantes de un pafs. 
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A la vista de lo anterior no es fácil entender un consentimiento 

de actos lnconstltuclonales vlolatorlo de Garantlas otorgadas al ser humano. 

Probablemente Influyen en esta declaratoria de Improcedencia 

cuestiones prácticas de certeza o seguridad Juridlcas, que permiten la paz 

pública, por ello es con olvido de la clase de derechos que se afirma se 

consienten, como si se tratara de derechos privados que no Interesa ni 

compete al Estado defender"41 

Es de Importancia hacer notar que el Juicio de Garantfas atento a la 

jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resulta 

Igualmente Improcedente cuando el acto reclamado se deriva o es 

consecuencia de otro que ha sido consentido, debiendo existir una estrecha 

relación entre ambos, asf como causalidad de este último en función de aquel. 

ACTOS DERIVADOS DE ACTOS CONSENTIDOS.- El sobreseimiento solo 

procede cuando se trata del que deriva del mismo acto reclamado; pero 

cuando no es su consecuencia legal necesaria, entonces el amparo es 

procedente y debe estudiarse, en si, aquel acto reclamado; pero cuando no es 

su consecuencia legal necesaria, entonces el Amparo es procedente y debe 

estudiarse, en si, aquel acto reclamado, para establecer su constitucionalidad, 

a efecto de conceder o negar al quejoso la protección federal. 

Tesis Jurisprudencia! consultable en las páginas 30 y 31 apéndice al 
semanario judicial de la federación, séptima época, octava parte, tomo común al 
pleno y salas. 

Por último y con relación a la procedencia del Juicio de Amparo contra 

leyes, diremos que atento al contenido de la fracción XII del articulo 73 de la 

" C.utro, Juventlno V. : Lecclon's de Garantlas y Amparo, Ed. Porrúa. 3• edición. México 
1981. Pág. 334. 
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Ley de Amparo, paso a un segundo término la concepción de las leyes auto

apllcatlvas y hetero-apllcatlvas. 

Pues el quejoso aún y cuando se encuadre en los supuestos de la ley, a 

consecuencia de la simple entrada en vigor de esta, como sucede tratándose 

de las leyes aludidas en primer término, puede optar por esperar el primer 

acto de aplicación de la misma ley, y en ese momento promover su 

demanda de Amparo, Impugnando tanto el acto como la ley, cuestión esta 

que es tfplca de los ordenamientos legales de carácter hetero-apllcativos. 

Fracción XIII. Contra las resoluciones judiciales respecto de las 
cuales conceda la ley a/gtJn recurso o medio de defenSil, dentro 
del procedimiento por virtud del cual puedan ser modificadas, 
revocadas o nullf/cadas, aún cuando /.1 parte agraviada no lo 
hubiese hecho valer oportunamente, salvo lo que la fracción VII 
del articulo I 07 Constitucional dispone para los terceros 
extra/los. 

Fracción XIV. Cuando sé este tramitando ante los tribunales 
ordinarios illgún recurso o defenSil legill propuestil por el 
que/oso, que pueda tener por efecto modificar, revocar o 
nu//f/car el acto reclamado; 

Fracción XV. Contra actos de wtorldades distintas i1 las 
/udlclales, cuando deban ser revisados de oficio conforme i1 la 
ley que los rifa, o procedil contra ellos algún recurso, juicio o 
medio de defenSil legal, por virtud del cual puedan ser 
mod/flc¡¡dos, revocados o nullf/cados, siempre que conforme i1 fil 
misma ley se suspendan los efectos de dichos actos mediante la 
Interposición del recurso o medio de defensa legal que haga valer 
el agraviado, sin exigir milyores requisitos que los que la 
presente ley consigna para conceder /3 suspensión deflnltlvt1 .. 

Las anteriores fracciones encuentran su apoyo legal en el principio de 

definitivldad del acto reclamado y aparecieron por vez primera en la Ley de 

Amparo de 1919. 
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Como es sabido, el Juicio de Garantfas constituye un medio 

extraordinario de defensa que opera cuando la ley no concede medio de 

defensa alguno por virtud del cual puedan ser reparados los efectos nocivos 

del acto que se reclama. 

Lo cual significa que si la ley que rige el acto prevé el recurso o medio 

de Impugnación, este debe agotarse previamente a la Interposición de la 

demanda de amparo. 

Dicho lo anterior a la manera del maestro Alfonso Norlega, tenemos 

que: 

u Asl pues, mientras el perjuicio pueda ser reparado en la vfa común a 

ella debe acudirse, de modo que cuando la ley del acto envfa a dilucidar 

previamente la cuestión del perjuicio a un Juicio, o establece un medio legal 

para repararlo, mientras este juicio no se siga o el recurso no se agote; no 

puede saberse si el perjuicio se consiente por no usar de los medios legales 

que establece el estatuto del acto, tampoco se esta ya capacitado pa ra pedir 

amparo, puesto que el consentimiento del Juicio, purga el acto del vicio legal, 

y al que lo consintió no se le priva de derecho alguno."42 

En función de estas causales de Improcedencia debemos refe rirnos a dos 

conceptos Importantes por un lado el relat ivo al concepto de tercero extrano, 

y por el otro caso previsto en las transcr itas fracciones XIII, XIV y XV, del 

articulo 73 de la Ley de Amparo. 

Así tenemos que todo ' juicio se o rigina cuando un particular (parte 

actora) lesionado en sus derechos impulsa su acción a través de los medios 

42 
Norlegil Cancú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. 1 • edición . México 1975. 

P.ig . 487. 
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legales de defensa, es decir, que el Juicio se desarrolla entre el actor y la 

parte demandada contra quien se enfoca tal acción, por lo cual resulta lógico 

prever que en ocasiones puede afectarse a un tercero sin haber sido 

emplazado y escuchado en dicha controversia judicial. 

Este tercero que no ha sido parte en el procedimiento, por no haber sido 

emplazado o haberse apersonado, viene a ser un tercero extrai'\o en la Litis 

Constitucional ya que ninguna relación Jurfdlca lo ligó al mismo con 

antelación o a l momento de substanciarse el juicio por virtud del cual se le 

conoce tal carácter, razón por la que resulta comprensible y lógico que no se 

exija a tales terceros que hagan valer recursos ordinarios dentro de un 

proceso en el cua l jamás figuraron como parte. 

A este respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha 

sustentado entre otros, el siguiente criterio: 

PERSONA EXTRAÑA AL JUICIO.- Los terceros extrai'\os afectados por 

determinaciones judiciales dictadas en procedimientos ajenos, no están 

obligados a agotar recursos ordi narios o medios legales de defensa antes de 

ocurrir al Amparo." 

Tesis furlsprudenclal consultable en la página 803 del Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación, Quinta Época, Cuarta Parte, Tercera Sala. 

Por lo que hace a las excepciones previstas en estas fracciones tenemos 

las siguientes: 

Por un lado no se requerirá agotar recursos ordinarios o previos cuando 

se este en presencia de actos prohibidos por el artlcu lo 22 Constitucional 

(penas de mutilación y de Infamia, la marca, los azotes, los palos, e l 

tormento, la multa excesiva, la confiscación de bienes, penas Inusitadas y 

trascendentales, asl como la pena de muerte por delitos políticos), lo cual 

i- ,, ........ ........, 
l.. 
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obedece a la naturaleza misma de estos actos atentlvos al ser humano, y más 

aún la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha hecho extensivo este 

criterio hacia aquellos actos que Impliquen una privación a la libertad 

personal, aduciendo que cuando se Impugne el auto de formal prisión no será 

necesario agotar el recurso previo de apelación. 

uAUTO DE FORMAL PRISIÓN, PROCEDENCIA DEL AMPARO 

CONTRA EL, SINO SE INTERPUSO RECURSO ORDINARIO.- Cuando se 

trata de las Garantlas que otorgan los artfculos 16, 19 y 20 Constitucionales, 

no es necesario que previamente al Amparo se acuda al recurso de 

apelación." 

Tesis lurlsprudenclal consultable en la página 98 del apéndice al Semanario 
)udlclal de la Federación, Séptima tpoca, Segunda Parte, Primera Sala. 

Por lo que se refiere a las fracciones XIV y XV del articulo 73 del 

ordenamiento legal en cita, la única diferencia entre ambos radica en que 

exista simultaneidad entre la tramitación de un recurso o medio de defensa 

legal tendiente a revocar, modificar o nullflcar el acto reclamado y el Juicio 

de Garantfas sin Interesar que los requisitos exigidos por aquel para suspender 

dicho acto sean mayores o menores que aquellos requeridos por la ley 

reglamentaria de los artfculos 103 y 107 Constitucionales. 

Por último aludiremos a los aspectos característicos de la mencionada 

fracción XV, siendo estos los siguientes: 

a) Que se trate de actos de autoridades distintas a las 

Judiciales, esto es, de autoridades legislativas o administrativas. 

b) Que el acto Impugnable sea revisado de oficio o que 
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proceda en contra del mismo algún recurso, juicio o medio de 

defensa legal en virtud del cual se pueda revocar, modificar o 

nullflcar, y¡ 

c) Que además de lo anterior opere la suspensión de los 

efectos del acto reclamado sin exigir mayores requisitos que 

aquellos consignados por la Ley de Amparo para el otorgamiento 

de la suspensión definitiva, los cuales analizaremos en páginas 

posteriores . 

Fracción XVI. Cuando hayan cesado los afectos del acto 
reclamado; 

Fracción XVII. Cuando, subsistiendo al acto reclamado, no 
pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dej3do de 
existir el objeto o la materia del mismo; 

Estas causales de Improcedencia tienen relación Intima entre si, asl 

como las fracciones IX y X del propio articulo 73 de la Ley de Amparo, ya 

que todas ellas hacen derivar la Improcedencia ·del Juicio de Garantfas de los 

efectos mismos del acto reclamado, los cuales al cesar por si solos, o a 

consecuencia que ha dejado de existir el objeto sobre el cual versan los 

efectos del acto reclamado hacen útll el pronunciamiento de la sentencia 

respectiva y nugatorlo el contenido del articulo 80 del mencionado 

ordenamiento legal. 

Asl pues, para que se aplique la causal de Improcedencia prevista en la 

fracción XVI se requiere que el acto reclamado y los efectos que haya 

producido, sean totalmente revocados o derogados por la autoridad 

responsable, de tal manera que aparezca una situación Idéntica a la que habría 

existido en caso de no emitirse el acto reclamado, mientras que la fracción 

XV 11 se reflere en forma especifica al derecho afectado. 
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Lo anterior se concluye citando las palabras del doctor Humberto 

Brlseño S!erril, quien expone un ejemplo en los siguientes términos: 

" Desaparece la materia del remate si el bien se destruye pero no la 

materia del acto que lo ordena, pues siempre será posible volver a expropiar 

un bien del queJoso. Lo Importante será determinar si la violación se cometió 

en el remate, o en el procedimiento de expropiación. En todo caso deberá 

distinguirse entre obleto del amparo (apllcatlvldad) y materia (Defensa del 

derecho). La fracción XVII a la materia, puesto que el acto subsiste pero no 

hay materia en que reallzarlo. " 43 

Frilcclón XVIII. En Jos demJs cilsos en que fil Jmprocedenclil 
resulte de ilfgunil disposición de fil ley; 

Esta es la última de las causales de Improcedencia contenidas en el 

articulo 73 de la Ley de Amparo y su texto legal apareció con su redacción 

actual en la Ley de Amparo de 

1919, y concretamente en su articulo 43 fracción VIII, siendo que esta 

última tuvo su antecedente Inmediato aunque de una manera mas limitada en 

la fracción IX del articulo 702 del Código Federal de Procedimientos; el cual 

sé referla a la Improcedencia del Juicio de Garantlas consecuencia de los 

demás cilsos previstos en este capitulo, mas no a la lmprocedenclil resultildo 

de ilfgunil disposición de fil ley, tal y como lo previene el texto vigente. 

El estudio de esta fracción Implica un problema de Interpretación pues 

no precisa a que Ley se refiere, esto es, si a la propia Ley de Amparo o a 

•
3 BrlsetJo, SlerrJ Humberco: Teorla y técnica del Amparo, Ed. Callea. 2• edición.Puebla, 

México 1906. Pág. 294. 
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cualquier otro ordenamiento secundarlo. Esta situación la aclara con gran 

precisión el maestro Ignacio Burgoil, quien argumenta lo siguiente: 

"Es bien sabido que el Juicio de Amparo es una institución Inmejorable 

para mantener a las autoridades estatales dentro de un régimen de 

Constitucionalidad y de legalidad y que encuentra su base en la supremacla de 

la Ley Fundamental. Pues bien, apoyándose en la mencionada fracción la 

actividad del Poder Legislativo ordinario podría hacer nugatorlo el Juicio de 

Amparo, consignando su improcedencia en cada cuerpo legal que expidiere, 

llegando a la postre a eliminar dicho medio de control, dando asl pábulo a la 

arbitrariedad. 

Sin embargo, la disposición legal que comentamos debe Interpretarse en 

el sentido de que la causa de improcedencia del Juicio de Amparo que en 

forma enunciativa prevé debe derivarse necesariamente de cualquier 

mandamiento de la propia Ley de Amparo o de la Constitución. " 44 

:J.· Improcedencia ]urlsprudenc/<11. 

Esta encuentra su fundamento en la fracción XVIII del articulo 73 de la 

Ley de Amparo. 

En efecto ]uventlno V. Cutro dice: 

''En cierta forma, esta fracción viene a ser el fundamento de las 

improcedencias jurisprudenciales a los cuales nos referimos en el siguiente 

apartado, por que si bien la propia disposición pudiera entenderse que se 

refiere a una norma de la Ley de Amparo, que claramente indique los casos 

.._. Bur1oa, Ignacio: El lulclo de amparo, Ed. Porrúa . 8ª edición. Mhico 1971 . Pagina 463 . 
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en los cuales una acción intentada debe estimarse Improcedente; en realidad 

lo que la propia ley establece es una serle de caracterfstlcas o principios de la 

acción de Amparo, de la demanda y del proceso en general, y cuando los 

tribunales que pueden establecer jurisprudencia en materia de Amparo 

observan la ausencia de esas caracterfstlcas legalmente seftaladas o, por 

supuesto, las mencionadas en la Constitución, hacen una declaratorla de 

Improcedencia que normalmente fundamentan en la fracción XV III del 

articulo 73." 4s 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido a través de la 

jurisprudencia que ha creado algunas otras causales de Improcedencia de la 

acción de Amparo en base, a la naturaleza de los actos reclamados la fndole 

especial del quejoso, etcétera, criterios estos entre los cuales destacan los 

siguientes: 

a) La Improcedencia del Juicio de Amparo cuando estamos en 

presencia de actos futuros y probables o Inciertos, no 

conceptuando como tales aquellos que se ejecutaran, por 

demostrarlo asf los actos previos. 

b) La Improcedencia derivada de la pretensión de un 

partlcular cuando se combaten las determinaciones que 

versan excl usivamente en la actuación desplegada por el 

Ministerio Público para ejecutar la acción penal, ya que 

esta última compete en forma única a dicha autoridad 

como representante del Interés social, el cual se ve 

afectado con la comisión de los llfcltos. 

45 Castro, )uventlno V.: Lecciones de Garantlas y Amparo, Ed. Porrúa. 3ª edición. M~xlco 
1981 . Ph. 334. 
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c) El Juicio de Amparo es Improcedente cuando e l Estado, en 

su carácter de fisco, lo promueve ya que al cobrar los 

Impuestos y demás contribuciones fiscales, actúa con el 

carácter de autoridad, cuestión esta que se tratara con 

mayor amplitud en los caplt ulos subsecuentes. 

d) El amparo es Igualmen te Improcedente cuando a 

través de la Interposición de este pretende 

protegerse a l latifundio . 

e) Otras reglas Jurlsprudenclales establ ecen que el Juicio de 

Garantlas no procede contra actos de particulares, o de 

árbitros privados, contra actos de Departamentos Juríd icos 

de Secretarlas de Estado, cont ra resoluciones que Importen 

el cese o la separación de los empleados públlcos, etcétera . 

J . I Amparo Indirecto. -

El Juicio de amparo Indirecto o también denominado bl·lnstanclal en 

virtud de que cont ra la resolución que recaiga al mismo procede el recurso de 

revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación o e l Tribunal 

Colegiado de Circuito Respectivo, es aquel que se tramite de conformidad a 

lo establecido por los artículos 107 constitucional, fracción 111 , Incisos b) y 

c), y fracción VII del mismo dispositivo legal, asf como atendiendo a lo 

preceptuado por el articulo 1 14 de la Ley de Amparo. 

Ahora bien, su substanciación se rige por las diversas disposiciones de 

los capltulos 1, 11 y IV, del Titulo Segundo, Libro Primero, de la Ley de 

Am paro, cuya Transcripción omitimos por considerar ociosa, 

concentrándonos a analizar únicamente los casos de procedencia del Juicio de 

Amparo Indirecto por constituir la esencia misma de este estudio. 
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Así tenemos que el artículo 114 de la Ley de Amparo establece lo 

siguiente: 

saber: 

Articulo I 14. El amparo se pedlri ante el Juez de Distrito; 

l. Contra leyes que, por su sola expedición, causen perjuicios al 
quejoso; 

En este caso el amparo podrá pedirse en tres diferentes momentos a 

a) Dentro de treinta días a partir de la fecha en que comenzó a regir la 

ley Impugnada, en base al contenido de los artlculos 107 fracción VII 

constitucional, 22 fracción 1 y 1 1 4, fracción 1, ambos de la Ley de 

Amparo; 

b) Dentro de los quince dfas siguientes al primer acto de autoridad 

mediante el cual se haya aplicado al quejoso la ley de que se trate, de 

conformidad con el artículo 73, fracción XII, párrafo segundo de la Ley 

de Amparo, y¡ 

c) Dentro de los quince dfas siguientes a las notificaciones del resultado 

del recurso Interpuesto contra el primer acto de aplicación de la ley, 

que el agraviado en vez de acudir inmediatamente al Amparo, haya 

optado por Interponer con arreglo lo preceptuado por la misma ley, 

esto acorde al artículo 73, fracción XII, párrafo tercero de la Ley de 

Amparo. 

En páginas anteriores hicimos algunos comentarlos breves en función de 

la naturaleza y clasificación de la Ley para efectos del Juicio de Amparo, y asf 

las dividimos en autoaplicativas y heteroaplicativas ahora bien, es pertinente 

abundar más en el tema por ser éste de comprensión fundamental para 

delinear la procedencia del Amparo Indirecto; y con respecto a ello el 
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maestro Octilvlo HernJndez haciendo un breve análisis histórico y 

comparativo con la ley vigente, dice: 

" No es ni ha sido fácil determinar el concepto de ley reclamable en el 

amparo, a lo que la doctrina y la jurisprudencia, al tratar de precisar su 

contenido, han denominado también, ley autoaplicatlva, autoeJecutlva, 

Inmediatamente obligatoria, de acción automática, con principio de 

ejecución ... 

Estas denominaciones no pasan de ser simples recursos terminológicos 

cuya Imprecisión trascendió a la corriente jurisprudencia!, que primeramente 

sostuvo que ildmlten el ilmparo lils leyes que por su solil promulgilclón 

ildquleren efectos de lnmedliltil obl!giltorledild (leyes inmedliltilmente 

obllgiltorlils)~ y que después enmendó al afirmar que : sólo son susceptlbles de 

lmpugnilrse en ilmpilro lils leyes que contienen un principio de ejecución: para 

sostener, finalmente mezclando conceptos que: solo procede el Amparo 

pedido contra una ley general cuando los preceptos de ella adquieren por su 

sola promulgación, el carácter de Inmediatamente obligatorlos. " 46 

Los anteriores criterios divergentes que sostuvo la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación , junto con la Infortunada redacción del articulo 73 , 

fracción V, de la Ley de Amparo de 1935, provocaron una situación de 

inseguridad, que llego al extremo de obligar a los particulares a promover 

Juicios de Garantfas ad-cautelam, pues el perjuicio que la ley causaba al 

quejoso por su simple promulgación y su apreciación quedaba al arbitrio de la 

autoridad Judicial. En efecto, el citado precepto decía: 

Articulo 7J. El Juicio de Ampilro es Improcedente: 

46 HunJndn, Octavlo A .: Curso de Amparo, Ed. Porrúa. 2• edición . México 1983. P~g. 

190. 

87 



V. Contril leyes que por su sola expedición no entriJ/1en vlo/Jc/ón 
de gilrantlils, sino que se necesltil un Jeto posterior de i1Utor/d3d 
pilril real/ur la violación. 

Lo anterior confirmó la subjetividad del concepto del perjuicio que 

ocasionaba la ley por su sola expedición, pues no se precisaban los criterios 

que debfan adoptarse para concluir como se configuraba el citado perjuicio. 

Es por lo anterior que en el ano de 19 5 1 el legislador se vio obligado a 

reformar la Ley de Amparo y en la anterior fracción V que paso a ser la 

fracción VI actual, cambió el concepto de vlo/Jc/ón de garantlas por el de 

per/ulc/os, y en la anterior fracción XII agregó el segundo párrafo que 

actualmente se consagra, lo que modificó sustancialmente el criterio 

sustentado con antelación y disipó las dudas que exlstfan, dándose 

oportunidad a los particulares de promover el Juicio de Amparo en dos 

momentos diversos en base a dichas reformas: desde la entrada en vigor de la 

misma en los términos de la fracción VI, del articulo 73, de la Ley de 

Amparo, esto es cuando se estime que por su sola vigencia cause perjuicios al 

quejoso¡ o, a partir del primer acto de apllcaclón de dicha ley, momento en 

el cual comienza a transcurrir el término a que se refiere el articulo 2 1 del 

ordenamiento legal citado para la Interposición de la demanda de garantlas. 

Por otra parte, existen las llamadas leyes heteroapllcatlvas a las cuales 

se refiere lgnaclo Burgoa en contradicción a aquellas a las que define como 

autoapllcatlvas, (a las cuales nos referimos en las lineas Inmediatas 

precedentes) y aludiendo a ambas argumenta: 

"Una ley puede agraviar desde el momento que entre en vigor, sin 

necesidad de que se aplique a un caso determinado por un acto de autoridad. 

En esta hipótesis la ley recibe el nombre de autoaplicativa. Por lo contrario, 

cuando una ley es Innocua desde que adquiere vigencia, o sea, que para regir 

en las situaciones concretas que se puedan subsumir dentro de la situación 
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abstracta que prevea, se requiere de un acto aplicativo concreto, el amparo 

contra ella solo procederá, a través de éste. Tal es la hipótesis de la ley 

heteroaplicatlva " 47 

Tratándose de este tipo de leyes, las heteroapllcatlvas, el J uiclo de 

Amparo únicamente podrá promoverse, en consecuencia una vez que se ha 

ejecutado el primer acto de apllcaclón y deberán hacerse valer los argumentos 

que el quejoso estime suficientes para demostrar la lnconstltuclonalldad, tanto 

del acto como de la ley misma, debiendo promover su demanda de garantías 

dentro del término filado en el artfculo 21 de la Ley de Amparo. 

La fracción 11 del articulo 114 de la citada Ley Reglamentarla de los 

artlculos 103 y 107 Constltuclonales establece la procedencia del amparo 

Indirecto en los siguientes casos: 

11. Contu actos que no provengan de tribuna/es /ud/c/ales, 
administrativos o del trabajo. 

En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un 
procedimiento seguido en forma de Juicio, el ampt1ro solo podrJ 
promoverse contra Ja resolución definitiva por violaciones 
cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si 
por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el 
que/oso o privado de los derechos que la ley de la materia le 
conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona 
extra/Ja a Ja controversia. 

Dentro de esta fracción se encuadra el supuesto de Impugnación de 

algún reglamento gubernamental a través del Juicio de Amparo, pues dicha 

petición de garantfas debe plantearse llsa y llanamente, en los términos 

ordinarios, es decir, dentro de los quince dlas siguientes a la fecha en que 

empiece a regir el reglamento de que se trate, sin que resulten aplicables las 

47 Bur~oil, Ignacio: Diccionario de Derecho Constitucional, Garantlas y amparo, Ed. Porrúa. 
1 • edición . Mhlco 1984. Pagina 32. 
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reglas referentes a la reclamación de una ley, que por su carácter excepcional 

son de aplicación restringida. 

Aunado a lo antes apuntado, esta fracción presenta tres diversas 

variantes para la procedencia del amparo Indirecto, y son: 

A) Que el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en 

forma de juicio por las responsables, siendo el quejoso oldo en defensa 

de sus Intereses y aportando pruebas al efecto. La demanda de amparo 

deberá ser promovida hasta que se haya dictado la resolución definitiva 

y podrá comprenderse en el desarrollo de la misma aquellas violaciones 

cometidas durante el procedimiento que hayan dejado Indefenso al 

quefoso, lo anterior se equipara a la naturaleza propia del Juicio de 

Amparo en única Instancia, toda vez que las violaciones 

procedimentales como quedó apuntado son Impugnables por esta última 

vfa, sin embargo es de hacerse notar que tratándose del Amparo 

Indirecto las violaciones cometidas a través de este son atacables por 

dicho medio siempre y cuando no se trate de procedimiento alguno de 

carácter Judicial; mientras que para la procedencia del amparo unl

lnstanclal es menester que tal violación procedimental emane de un 

proceso judicial. (Artículo 114 párrafo segundo, fracción 11 de la Ley 

de Amparo). 

b) Que el acto reclamado sea de naturaleza administrativa y no forme 

parte de un procedimiento de tipo judicial, caso en el cual el agraviado 

podrá Impugnar dicho acto dentro de los quince días siguientes a aquel 

en que se le notifique o por cualquier motivo lo conozca; con la 

salvedad que si el acto que se combate es revocable anulable o 

modifi cable a través de algún recurso o medio de defensa que 

establezca la ley que lo regula, ya sea de oficio o a petición de parte, 

estos deberán hacerse valer y la petición de amparo se enderezará 
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contra Ja resolución final que recaiga a dicho recurso. Lo anterior no 

será necesario cuando la ley que ri ge el acto reclamado exija para la 

suspensión de los efectos del mismo, mayores requisitos que la Ley de 

Amparo consigne para el otorgamiento de la suspensión definitiva, caso 

en el cual el quejoso podrá Interponer la demanda de Amparo sin 

agotar previamente los medios de defensa referidos. (Artfculo 107, 

fracción IV, Constitucional 114, fracción 11 párrafo primero; y 73, 

fracción XV, de la Ley de Amparo). 

c) Que el acto vlolatorlo Importe afectación a una persona extrana al 

procedimiento o a la actuación de la autoridad responsable en que 

dicho acto se produjo. En este caso el afectado puede en forma 

Inmediata hacer valer su demanda de amparo sin esperar que se dicte 

resolución definitiva y tampoco deberá hacer valer recursos previos. 

(Articulo 107, fracción VII, constitucional y 1 1 4, fracció n 11, parte 

final del párrafo segundo de la Ley de Amparo). Debo reiterar a este 

respecto que nuestro más Alto Tribunal de Justicia ha emitido criterios 

precisos, cuestión que apunté con antelación. 

111. Contril ilctos de trlbunt1/es /ud/clt1/es, t1dmlnlstrt1tivos o del 
trt1bt1/o e/ecutt1dos fueril de juicio o después de concluido. 

SI se triltil de ilctos de ejecución de sentenclil, sólo podrJ 
promoverse el t1mpt1ro contril fil últlmil resolución dlctildil en el 
procedimiento respectivo, pudiendo reclamt1rse en fil mlsmil 
demt1ndt1 lils demJs vlolt1clones cometldt1s durt1nte el 
procedimiento que hubieren de/t1do sin defenu ill que/oso. 

Trt1tJndose de remates, sólo podrJ promoverse el fu/e/o contril la 
resolución definitiva en que se aprueben o deuprueben. 

La Interpretación de esta fracción nos obliga a analizar primeramente el 

concepto y significado de iJCt os ejecutildos fueril de juicio, por un lado, y 
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ilCtos ejecutildos después de concluido éste, por el otro, y para ello nos 

remitimos al análisis que efectúa el tratadista Luis B¡¡zdresch, quien dice: 

"los actos de los tribunales, Judiciales, administrativos o del trabaJo, 

eJecutados fuera de Juicio, son los que no tienen absolutamente ninguna 

relación con algún procedimiento contencioso que esté en vla de tramitación 

o que ya esté terminado, sino que tiene que ser totalmente Independiente de 

una controversia entre actor y demandado; consiguientemente para los 

efectos de su reclamación en garantías, los actos preparatorios de Juicio, 

como las diligencias de exhibición de documentos, de Interpelación Judlclal, 

de mantenimiento de la actual situación de hecho, de aseguramiento o 

embargo precautorio de bienes, de depósito o de arraigo de personas, que se 

promuevan de establecer o complementar la base de la demanda o de asegurar 

la materia del Juicio, aunque se decreten sin audiencia de la contraparte, no 

son actos ejecutados fuera de Juicio, sino que deben considerarse Incluidos 

entre los que componen el procedimiento o la tramitación del Juicio a que 

antecede por la razón de que tales actos, aunque tienen eJecuclón de hecho 

Inmediata y en ocasiones producen perJulclos graves y aun Irreparables, están 

estrechamente ligados con el contenido y el resultado del litigio a que 

corresponden; en consecuencia, en materia de amparo los actos fuera de 

Juicio son las distintas diligencias de Jurisdicción voluntaria, entre las que 

sobresalen las Informaciones ad-perpetuam , haya o no opositor, las medidas 

que los Jueces deban decretar en el derecho de familia, por solicitud de los 

titulares de la patria potestad o de los tutores, y otros. " 48 

A este respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido 

los siguientes criterios: 

.a Bazdresch, Luis: El Juicio de Amparo, Ed. Trlllas. 4• edición. México 1983 . Pagina 177 
y 178 . 
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JURISDICCIÓN VOLUNTARIA, DILIGENCIA DE LAS RESOLUCIONES 

PRONUNCIADAS EN LAS, NO SON SENTENCIAS DEFINITIVAS SINO 

ACTOS DICTADOS FUERA DE JUICIO, POR TANTO LA COMPETENCIA 

PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO CONTRA DICHA 

RESOLUCIÓN CORRESPONDE A UN JUEZ DE DISTRITO. En la tesis 

jurisprudencia publicada con el numero 262, en la página 439, de la Octava 

Parte, Tomo Común al Pleno y a las Salas, del Apéndice al Semanario Judicial 

de la Federación 1917-1 985, se ha sostenido que debe entenderse por 

sentencia definitiva para efectos del amparo directo, la que define la 

controversia en lo principal, estableciendo el derecho en cuando a la acción y 

la excepción que hayan motivado la litis contestatlo, siempre que respecto a 

ella no proceda ningún recurso ordinario por el que pueda ser modificada o 

reformada . las diligencias de jurisdicción voluntaria no constituyen 

propiamente un juicio, por ello en las mismas no se decide una controversia. 

Consecuentemente, la resolución que se emita en dichas diligencias no es una 

sentencia definitiva para el efecto del amparo directo, por lo que la 

competencia para conocer del Juicio de garantlas contra dicha resolución 

corresponde a un Juez de Distrito, pues para aquel caso se exige que se 

reclamen resoluciones emanadas de un Juicio entendiéndose como tal, toda 

controversia o discusión legitima de un negocio, entre dos o mas partes; es 

decir, se requiere que haya una litis y como en las diligencias de Jurisdicción 

voluntaria no se promueve cuestión lltlglosa alguna, por tal motivo no se da 

el supuesto competencial de los Tribunales Colegiados, sino que el acto 

reclamado debe considerarse de aquellos dictados fuera del Juicio por la 

autoridad Judicial, por lo que su Impugnación constltuclonal debe seguirse 

ante el Juez de Distrito, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 107, 

fracción 111, Inciso b), y 1 14, fracción 111, de la ley de Amparo. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Amparo directo 564/96. José Velasco Becerra y otra. 1 O de octubre de 

1996. Unanimidad de votos. Ponente: Ángel Gregorlo Vázquez González. 

Secretarla: Natalla López López. 

Tesis jurlsprudenclal consultable en la página 414 . XVlt.2°.22 K Semanario Judicial 

de la Federación y su gaceta, Tomo IV, Diciembre de 1996, Novena Época, 

Tribunales Colegiados de Circuito. 

Por lo que hace a los actos de los tribunales Judiciales, administrativos 

o del trabajo, ejecutados después de concluido el Juicio, Impugnables por vfa 

de Amparo Indirecto, éstos pueden clasificarse de la siguiente forma: 

a) Los actos sueltos o aislados, que no Integran el procedimiento de 

ejecución de la sentencia, sino que son decretados en forma eventual 

por el juez de la causa en relación con las personas o las cosas de la 

controversia. 

b) Los actos y resoluciones del tribunal responsable que tengan por 

objeto el ejecutar el fallo respectivo, verbigracia, la declaración de 

haber causado ejecutoria dicho fallo, el requerimiento al vencido para 

que cumpla con el mismo, los acuerdos referentes a la liquidación de 

danos y perjuicios o la condenación en costas, etcétera. Este tipo de 

actos son susceptibles de impugnarse a través de la vfa de amparo 

cuando han dejado sin defensa a alguno de los litigantes y una vez que 

el juez emite la resolución final en el procedimiento de ejecución, que 

en principio es aquella con que concluye la ejecución forzada de la 

sentencia definitiva. 

c) Tratándose de los remates estos no pueden ser impugnados ni al 

tiempo que se decretan ni al tiempo que se practican, sino que deben 

serlo a través de la resolución firme que los apruebe o los desapruebe. 
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En este caso, es claro que la reclamación puede Incluir las violaciones 

que se hubiesen cometido durante la secuela del respectivo 

procedimiento y que hayan dejado sin defensa al quejoso. 

Cabe aclarar que cuando la ley que ri ja el acto no prevea la aprobación 

o desaprobación de los remates, el Juicio de Garantfas deberá 

enderezarse en contra de la última resolución que se dicte en el 

procedimiento de ejecución, que al tratarse de remates, se hace 

consistir en la orden de otorgar la respectiva escritura de venta judicial 

a favor del adjudicatario, poner a éste en posesión de lo rematado, 

pagar al acreedor y poner el remanente, si lo hubiere, a disposición del 

deudor demandado. 

IV. Contu actos en el juicio que tengan sobre las personas o 
sobre las cous una ejecución que sn de Imposible reparación. 

El factor determinante en que debe sustentarse la procedencia del 

Juicio de Amparo en atención a este punto consiste en la irreparabllldad 

material que implique la resolución dictada dentro del juicio y que afecta a 

las personas o a las cosas que Intervienen en el mismo. 

El maestro lgn3clo Burgo3 comenta a este respecto: 

"En otras palabras, de acuerdo con los términos en que esta concebida 

la fracción IV, del articulo 114, el Amparo Indirecto es procedente para 

cuidar que, por un acto judicial, se produzcan situaciones flsicamente 

Irreparables para las partes o para los bienes materia de ta controversia, pues 

no es otro el sentido que, debe atribuirse al texto de la prevención legal 

respectiva "49 

49 BurgoJ, Ignacio: El Juicio de amparo, Ed . Porrúa. 8' edición. México 1971 . Página 61 7. 
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en opinión del autor citado, esta fracción tiene escasa aplicaclón 

práctica, pues considera Insólitos y excepcionales, los actos dentro de un 

juicio que Impliquen una ejecución de Imposible reparación y en consecuencia 

de presentarse un amparo fundado bajo tal supuesto, el mismo 

"necesariamente debe tener efectos preventivos para impedir dicha ejecución, 

pues de lo contrario, consumada ésta, la acción constitucional serla 

Improcedente, por la imposibilidad que se realice su objeto, consistente en 

volver las cosas al estado que guardaban antes de la violación. (Articulo 73, 

fracción IX, en relación con el articulo 80 de la Ley de Amparo). " 50 

Esta fracción debe Interpretarse en el sentido estricto que contempla la 

misma, esto es, que se trate de actos que impliquen una ejecución material 

exteriorizada asl como también debe atenderse en función del cumplimlento 

Irreparable de los actos dentro del fulclo. 

Asf lo ha establecido la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como 

puede concluirse de la tesis que a continuación se transcribe: 

AMPARO INDIRECTO PROCEDENCIA DEL, CUANDO SE TRATA DE 

ACTOS DE IMPOSIBLE REPARACIÓN QUE AFECTAN DERECHOS 

SUSTANTIVOS DEL GOBERNADO. El articulo 114, fracción IV, de la Ley 

de Amparo prevé que "El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito: ... IV. 

Contra actos en el Juicio que tengan sobre las personas o las cosas una 

ejecución que sea de Imposible reparación.". Asf, los actos de imposible 

reparación a los que se refiere este precepto legal, podrán ser los Impugnados 

a través de una demanda de amparo Indirecto que, no obstante de que se 

trate de actos lntraprocesales, el gobernado no puede esperar a que se dicte 

la resolución definitiva para Igualmente Impugnarlos, toda vez que afectan de 

50 Burgo.J, Ignacio: El juicio de amparo, Ed. Porrüa. a• edición . México 1971 . P~glna 61 7. 
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manera directa sus derechos sustantivos, lesionando los derechos 

fundamentales consagrados en nuestro texto constitucional a través de las 

llamadas garantlas Individuales y, que con motivo de la afectación causada, 

dicha lesión no se destruye con el solo hecho de que quien la sufra obtenga 

una sentencia definitiva favorable en el juicio. 

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión (Improcedencia) 33/2001. Rafael Galván Anaya. 31 de 

enero de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Rosalfa Becerril Vázquez . 

Secretaria: Carolina Acevedo Rulz. 

Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917· 2000, Tomo 

VI, Materia Común, página 1 54, tesis 189, de rubro: "EJECUCIÓN 

IRREPARABLE, SE PRESENTA, PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 

AMPARO INDIRECTO CONTRA ACTOS DENTRO DEL JUICIO, CUANDO 

ESTOS AFECTAN DE MODO DIRECTO E INMEDIATO DERECHOS 

SUSTANTIVOS.". 

Tesis jurisprudencia! consultable en la página 1032. Tesis: 1.13º .A.2 K. Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIII, Abril de 2001, Novena Época, 

Tribunales Colegiados de Circuito. 

Únicamente queda agregar a este análisis que la procedencia del 

Amparo Indirecto se sujeta a la promoción del mismo dentro del término de 

quince dlas a que se refiere el articulo 21 de la Ley de Amparo, a más de 

satisfacer el requisito de Deflnltlvldad, esto es, que el agraviado deberá agotar 

previamente el recurso ordinario mediante el cual pueda obtener la 

modificación o revocación de tales actos irreparables, por parte del propio 

tribunal que conoce del asunto, pues de no agotarse dichos medios de 
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defensa, se entenderán consentidos, sin que sea llclto reclamarse con 

posterioridad al plantear una demanda de amparo contra la sentencia 

definitiva que se dicte en el Juicio. 

V. Contril actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten 
il personils extrilñas a él, cuilndo fil ley no estilblezcil a filvor del 
afectado algún recurso o medio de defensa que pueda tener por 
efecto modificar/os o revocarlos, siempre que no se trata del 
juicio de tercer/as. " 

Como se apuntó en páginas anteriores por tercero extrano a juicio, 

debe concebirse a aquella persona moral o flslca distinta de los sujetos de la 

controversia que en él se ventila, y por lo tanto, la Idea de tercero extrano a 

juicio es opuesta a la de parte procesal. 

Con referencia a esta fracción cabe anotar que la obllgaclón que la 

misma consigna a cargo de dichos terceros de hacer valer los medios de 

defensa previos a la promoción del Juicio de Garantías es Incomprensible, 

puesto que las leyes adjetivas por lo general únicamente reconocen 

legitimación procesal a las partes en el Juicio y no a sujetos ajenos a la 

relación derivada del mismo. Tan es asf, que la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, ha sostenido que tratándose de extraflos al Juicio, cuyos Intereses 

Jurfdlcos o derechos se afecten por un acto que se realice en él, no están 

obligados a promover ningún recurso o medio de defensa legal. 

Por otra parte, y referente a la facultad del tercero extrano consistente 

en promover una demanda de Amparo, sin hacer valer en forma previa el 

Juicio de tercería, ello obedece a que este último es un medio sul generis de 

defensa que tiene la persona a quien en forma indebida le han embargado sus 

bienes, y por ende al no ser la tercería un recurso y mucho menos un medio 

ordinario de defensa que forma parte del procedimiento del que emana el 

acto Impugnado, sino que origina una relación jurfdlco procesal diversa y 
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autónoma de aquél, su promoción previa es Irrelevante para determinar la 

procedencia del Amparo Indirecto. 

VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los estados 
en los casos de las fracciones 11 y 111 del articulo I 0 de esta ley. 

Las fracciones 11 y 111 del articulo 1°, de la Ley de Amparo, reiterativas 

de las mismas del articulo 103 constltuclonal, aluden a la procedencia del 

Juicio de Amparo por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o 

restrln)an la soberanla de los Estados, en el primero de los casos, o por leyes 

o actos de las autoridades de éstos que Invadan la esfera de la autoridad 

federal. 

Con relación a este apartado únicamente es de hacerse notar que para 

que un Juicio de Amparo promovido ba)o estos supuestos esté en aptitud de 

prosperar es requisito Ineludible que a consecuencia de la Invasión de órbitas 

competenclales de que se trata Infiera un agravio en per)ulclo de la persona 

ffslca o moral quejosa, ya que de lo contrario, la acción constitucional que se 

Intentare resultaría Inútil, pues si nos encontramos ante una vulneraclón de 

soberanías llsa y llana, no cabe la vfa de garantfas, sino una acción sul generls 

de la que conoce el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y en 

la cual aparece como actor o promotor el representante de la Entidad 

Federativa, por un lado, o el de la Federación por el otro, según corresponda 

al caso concreto. 

Para concluir este análisis relativo a la procedencia de Juicio de 

Amparo 81-instanclal, nos referiremos al contenido del articulo 1 1 5 de la Ley 

de Amparo el cual reza: 
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Articulo 115. Sillvo los Cilsos il que se refiere fil frilcclón V, del 
ilrtlculo ilnterlor, el ju/do de Ampilro solo podrá promoverse 
contril resoluciones /udlclilfes del orden dvll, cuilndo fil 
resolución reclilmildil seil contrilrfil a fil ley i1pllci1ble ill Cilso o il 
su lnterpretilclón /ur/dlcil. 

Este articulo contiene una regla general que rige en los Juicios de 

Garantías en materia civil, y que reproduce lo preceptuado por el último 

párrafo del artículo 1 4 constitucional. Con relación a esto cabe aducir que el 

numeral en comento de la Ley de Amparo debe entenderse en el sentido de 

que la resolución que se Impugne a través del Juicio de Garantfas no debe 

revestir el carácter de sentencia definitiva, puesto que el precepto está 

contenido en el titulo segundo del libro primero, relativo al Juicio de Amparo 

ante los Juzgados de distrito, los cuales únicamente conocen de sentencias 

definitivas cuando son reclamados por personas extraflas, limitándose a 

analizar en este caso si se afecta al quejoso con la emisión de la sentencia 

reclamada, más no analizan el contenido lntrfnseco de la propia sentencia. 

Obviamente el precepto no debe ser entendido en sus términos 

literales, que con la salvedad que expresa, excluyen del Amparo todos los 

actos de autoridad que no sean resoluciones Judiciales del orden civil, pues 

eso serla absurdo; también lo serla entender que en su sentido contrario, el 

propio precepto Implica que los actos ejecutados dentro o fuera del Juicio 

que afecten a terceros, a que se refiere su salvedad, pueden ser reclamados en 

Amparo aún cuando no sean contrarios a la Ley aplicable o a su 

Interpretación Jurídica, pues es claro que si estos actos se apoyan a la ley que 

los rige, no hay motivo para someterlos al Juicio de Garantfas. 

Podría decirse que el articulo que se comenta es Innecesario dentro del 

contexto furfdlco que regula, pues resulta obvio que una sentencia sí como 

cualquier violación procedimental podrán reclamarse en vía constitucional, 

por vicios entre otros de legalidad, sin que por tal cuestión se requiera se 
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plasme en forma expresa en la ley, y más aún cuando tal garantfa (de 

legalidad) se prevé por nuestra Ley Suprema. 

Romeo León Orantes refiriéndose a esto arguye: 

"Es pues conveniente tener presente que a pesar de ta disposición del 

articulo 115, que Jurldlca y legalmente resulta Inútil en los amparos ante el 

Juez de Distrito, por cuanto a violaciones del procedimiento, hay completa 

slmllltud con el amparo directo cuyos principios rigen en aquellos Juicios, 

aunque sin que exista la necesidad de preparar el amparo en los términos 

previstos por la ley para el directo, por violaciones sustanciales del 

procedimiento. " 51 

En conclusión, el articulo 1 15 de la Ley de Amparo por estar en el 

capitulo 1, del titulo segundo, libro primero, de la Ley Reglamentaria del 

Juicio de Garantfas, no es aplicable en los Juicios de amparo directo 

promovidos contra sentencias definitivas que se dicten en los Juicios de 

naturaleza civil, sino que tiene operancia en aquéllos casos en que se 

combatan resoluciones que no tengan carácter definitivo, pudiendo ser 

reclamables conforme al precepto en comento cuando Impliquen vlolaclón al 

principio de legalidad. 

51 Orilntes, Romeo L.: El Juicio de Amparo, Ed. Porrúa . 3• edición. México 1957. P~g. 
277 . 
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CAPITULO IV 

LAS PARTES EN EL JUICIO DE AMPARO 

Resulta oportuno Iniciar el estudio de este capitulo, definiendo el 

concepto de parte en el proceso como un preámbulo al análtsls de las partes 

en el Juicio de Garantfas, asl tenemos que parte, es la persona que teniendo 

intervención en un Juicio, eferclta en él una acción o pone una excepción o 

interpone un recurso. Por tanto nos remitimos a lo que al respecto opinan los 

especialistas en la materia. 

Asl tenemos que el destacado Jurista Italiano ]osé Chlovendil, al 

referirse al concepto de parte, considerado este en función de la relación 

procesal civil arguye lo siguiente: 

"El concepto de parte derivase del concepto de proceso y de la 

relación procesal; es p~rte el que demanda en nombre propio (o en cuyo 

nombre es demandada), una actuación de Ley, y aquel frente al cual esta 

demandada. 

La Idea de parte nos la da, por tanto, el mismo pleito, la relación 

procesal, la demanda; no es preciso buscarla fuera del pleito y en particular la 

relación sustancial que es objeto de contienda, puesto que por un lado, puede 
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haber suJetos de una relación Jurfdica litigiosa que no están en el pleito 

( coduei'los, codeudores, etc.) ... "s2 

Y continúa diciéndonos: 

"Una demanda en el proceso supone dos partes: la que hace, y aquella 

frente a la cual se hace. Asf tenemos la posición del actor y del 

demandado. Es característica del actor, no solo hacer una demanda, porque 

también el demandado puede demandar la desestimación, sino hacer la 

primera demanda relativa a cierto objeto (rem In Judlclum deducens). Es 

Importante relevar que la calidad del actor o demandado no depende 

necesariamente de una determinada forma de demanda Judicial. " 53 

Por su parte José Becerra Bautista, al referirse a este tema manifiesta: 

"Parte es la persona que exige del órgano Jurlsdlcclonal la aplicación de 

una norma sustantiva a un caso concreto, en Interés propio o ajeno. 

Para que esta definición se entienda, es necesario analizarla . 

La persona que puede actuar en un proceso, es decir, que tiene la 

leg/timat/o ad processum puede ser física o moral. 

Por tanto, la persona ffslca, desde que es concebida y las personas 

morales desde y hasta que Jurfdlcamente existen. 

52 Chlovend.1, José: Derecho Procesal Clvll, Tomo 11 Ed. Cárdenas. 1 • edición. México 
1980. Pág.5. 

53 Ch/ovend.11 José: Derecho Procesal Clvll, Tomo 11 Ed. Cárdenas. 1 • edición. México 
1980. Págs. 5 y 8. 
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Siguiendo a O'Onofrlo, parte en sentido material es aquella en cuyo 

Interés o contra del cual se provoca la Intervención del poder jurlsdlcclonal, y 

parte en sentido formal, es aquella que actúa en Juicio, pero sin que recaigan 

en ella, en lo personal, los efectos de la sentencia. 54 

Todo proceso presupone, por lo menos, dos partes: actor y 

demandado, que son las partes originarlas o principales. 

El primero, mediante la acción, pide de los órganos jurisdiccionales la 

actividad necesaria para dar al derecho subjetivo la plena satisfacción que 

corresponde a su titular, cuando no puede obtener un espont~neo 

cumplimiento. 

El segundo, tiene también el poder de pedir la actividad jurisdiccional, 

pero desde su diversa posición respectiva al derecho sustantivo hecho valer en 

su contra . Por tanto, el demandado tiene una pretensión Idéntica a la del 

actor frente al órgano jurisdiccional, asf cuando sea antlétlca. 

En otras palabras, frente a la pretensión del actor de obtener, por 

ejemplo, una sentencia condenatoria al alegar la existencia de un derecho, se 

contrapone la pretensión del demandado de pedir la declaración de la 

Inexistencia de la obligación respectiva y, en consecuencia, de la condena. " 55 

Algunos autores como lznac/o Bursoa no reconocen el concepto de 

parte bajo el sentido formal que pretendo darle José Becerra Bautista. 

En efecto, aquel autor nos dice que: 

54 ldem. Citilndo il José Becerril Bwtisu, Pág. 8 
55 Becerril Bilut/stJ, José : El Proceso Clvll en México, Tomo 11 Ed . Porrúa . e• edición. 
México 1980. Pág. 19, 20, 2 f. 
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"Parte es todo sujeto que Interviene en un procedimiento y a favor de 

quien y contra quien se pronuncia la dicción del derecho en un conflicto 

furldlco, bien sea este de carácter fundamental o principal, o bien de índole 

accesoria o Incidental. Por exclusión, carecerá de dicho carácter toda persona 

que, a pesar de intervenir en un procedimiento determinado, no es sujeto de 

la controversia que mediante él de décima. " 56 

Es el mismo autor quien elabora un concepto genérico de parte, y al 

efecto dice que es: 

"Toda persona a quien la ley da facultad para deducir una acción, 

oponer una excepción o defensa o Interponer cualquier recurso, o a cuyo 

favor o contra quien va a oponerse la actuación concreta de la ley, se reputa 

parte, en un Juicio principal o bien en un lncldente" 57 

Por su parte, Arellano Garcla, expone: 

... En el Juicio de Amparo es parte la persona flslca o moral que, en 

relación con el desempeño de la función Jurlsdlcclonal, recibirá la dicción del 

derecho, respecto a la Constitucionalldad o lnconstltuclonalldad de los actos 

de autoridad estatal lmpugnados." 58 

No obstante lo anterior respecto del concepto de parte, tenemos que 

existen terceros cuya Intervención en un Juicio suele ser determinante para el 

sentido de la sentencia que se dicte, y que pese a ello, no son partes. Ejemplo 

de ello podemos citar entre otros a los peritos asl como a los testigos. 

56 Burgo.1, Ignacio: El lulclo de amparo, Ed. Porrúa. s• edición. México 1971. Pág. 332. 

51 /dem, Pag. 3 3 3 . 

58 Arell.Jno, Garcia Culos, El Juicio de Amparo. Ed. Porrúa. 2• edición. México 1982. 
Pag. 453. 
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De lo anterior, cabe señalar que lo que caracteriza a las partes en toda 

controversia lo es el Interés en obtener un fallo favorable, cuestión que tanto 

peritos como testigos carecen del mismo y únicamente se limitan, por cuanto 

hace a los primeros a narrar los hechos que les consta absteniéndose por 

tanto de realizar cualquier tipo de apreciación de carkter subjetivo; por 

cuanto hace a los segundos, estos emitirán su dictamen en base a los 

conocimientos técnicos que posean, y respecto de las cuestiones que le sean 

planteadas, en suma tanto los testigos como los peritos deberán de conducirse 

de manera Imparcial y concretarse tal y como lo ha sustentado nuestro 

máximo tribunal a ser auxiliares en la administración de Justicia. 

Dentro del Juicio de Amparo, es la propia ley reglamentarla la que nos 

precisa en su articulo 5°, quienes tienen el carácter de parte en el Juicio 

constitucional, y en tal tesitura vemos que son: 

I ) Agraviado o agraviados; 

11 ) La autoridad o autoridades responsables; 

111) Tercero o terceros perjudicados, pudiendo Intervenir con ese 

carJcter. 

a) La contraparte del agraviado cuando el acto reclamado emana de 

un Juicio o controversia que no sea del orden penal o cualquiera de las 

partes en el mismo Juicio cuando el amparo sea promovido por persona 

extraña al procedimiento. 

b) El ofendido o las personas que, conforme a la ley, tengan derecho 

a la reparación del daño o a exigir la responsabilidad civil proveniente 

de la comisión de un delito, en su caso, en los Juicios de amparo 
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promovidos contra actos judiciales de orden penal, siempre que estos 

afecten dicha reparación o responsabllldad; 

c) la persona o personas que hayan gestionado en su favor el acto 

contra el que se pide amparo, cuando se trate de providencias dictadas 

por autoridades distintas de la judicial o del trabajo¡ o que, sin haberlo 

gestionado, tengan Interés directo en la subsistencia del acto 

reclamado. 

IV) Ministerio Públ/co Federal. Quien podrá Intervenir en todos los 

juicios e Interponer los recursos que sena la esta Ley, Inclusive para 

Interponerlos en amparos penales cuando se reclamen resoluciones de 

tribunales locales, Independientemente de las obligaciones que la misma 

Ley le precisa para procurar la pronta y expedita administración de 

justicia. Sin embargo, tratándose de amparos Indirectos en materia clvll 

y mercantil, en que sólo afecten Intereses particulares, excluyendo la 

materia familiar, el Ministerio Público Federal no podrá Interponer los 

recursos que esta Ley senala . 

a) El agraviado o agr;w/ados 

Este elemento de la relación jurídico procesal se desprende del 

contenido de la fracción 1, del artículo 107, Constitucional el cual establece 

que el Juicio de Amparo sé seguirá siempre a Instancia de parte agraviada. 

Como a continuación cita Alfonso Norlega al decir: 

"Todo esto Implica sin duda alguna, que el Juicio de Amparo debe 

suscitarse por un particular, mediante el ejercicio de la acción de Amparo. 

Así Pues, lógica y jurfdlcamente podríamos concluir que parte agraviada es 

aquella que este legitimada para ejercitar la acción de Amparo para hacer la 
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Instancia a la que se refiere la norma Constitucional en su carácter de 

agraviada, de acuerdo con los términos que utlllza la fracción 1, del articulo 

107." 59 

Octavlo A . Hernindez comenta al respecto : 

"Quejoso es la persona agraviada por actos de autoridad, en cualquiera 

de las hipótesis sena ladas en el artfculo 103 de la Constitución, la cual 

dem anda ante el Tribunal competente el amparo y la protección de la Justicia 

de la Unión, contra tales actos. 

Según esto precisa distinguir entre agraviado y quejoso. No todo 

agraviado es quefoso, sino sólo aquel que demanda en Juicio de Garantfas, el 

Amparo y la protección de la Justicia de la Unión . Cabe, Inclusive, admitir la 

poslbllldad de que exista quejoso sin que haya agraviado, como sucederá en el 

caso de que aquel no compruebe en el Juicio de Amparo la real existencia de 

los agravios por los que se queja. De que la fracción 1, del articulo 5°, de la 

Ley, use Indebidamente él termino de agraviado, en vez del de quefoso, error 

que se repite en muchos otros preceptos del mismo ordenamiento. 1160 

Resulta Interesante hacer un breve comentarlo relativo a la evolución 

de los té rminos que nuestra leglslaclón ha empleado a través del tiempo para 

referirse al promovente de la acción Cons tituc ional, y es Alfonso Norlega 

quien al respecto nos dice que: 

"Es conveniente advertir que nuestro Derecho de Amparo ha eludido el 

empleo de voces propias del proceso civil, y esto no por casualidad. Al que 

ocurre en demanda de Amparo no se le llama actor sino quejoso o agraviado. 

59 NorlegJ Cant ú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. l • edición . México 1975. 
Pág. 304. 

60 HernJnder, Octavlo A.: Curso de Amparo, Ed. Porrúa. 2• edición. México 1983 . Pág. 
148 y 149. 
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Sólo una ley, la de 1869, en sus artículos 5°, 9°, y 13, designaba el 

promovente del 

Juicio con el nombre de actor; desde su derogación, esta voz quedo 

desterrada del lengua Je del Amparo. " 6
' 

El agraviado, también denominado que)oso es q1,1len promueve el Juicio 

de Garantías demandando la protección de la Justicia fede ral por estimar 

violadas sus Garantías Individuales, y por tanto, su esfera Jurfdlca con los 

actos de cualquier autoridad; naciendo en ese preciso momento a su favor la 

acción Constitucional que lo legitima para exigir la actuación del órgano 

Jurisdiccional con el obJeto de obtener la defensa de la Constitución a su 

favor. 

En tal virtud, el queJoso para los efectos del amparo es toda persona, 

ffsica o moral en cuyo dallo o per)ulclo se lleva a cabo un acto de autoridad 

conculcatorio a sus Garantfas Individuales o de distribución de competencia 

entre Federación y Estados de la República, Incluyéndose al Distrito Federal, 

de conformidad con la Reforma Constitucional publicada en el Diario Oficial 

de la Federación el 31 de diciembre de 1994. Con Independencia de sexo, 

nacionalidad, estado clvll y edad. 

Asf vemos que el queJoso como parte en el Juicio Constitucional, es 

equiparándolo a la relación Jurfdlco procesal civil, el actor al personificarse 

en é l la violación Constitucional que reclama y el acto que le cause dallo o 

perJulclo y que lo afecta en su persona o en su patrimonio. Es en este 

momento cuando nace su acción para exigir y promover la actuación del 

órgano Jurisdiccional federal, tal como lo hemos apuntado en párrafos 

anteriores, a efecto de obtener la protección Constitucional. 

61 Norleg.1 Cantú AHonso: lecciones de Amparo, Ed. Porrúa . t • edición. México 1975 . 

Pág. 106 . 
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SI ta Ley o el acto afectan al mismo tiempo a diversas personas estas 

confunta o separadamente podrán acudir en demanda de Amparo, en la 

Inteligencia de que si Intentan la acción de manera conJunta deben nombrar 

un representante común, atento a lo dispuesto por el articulo 20 de la Ley de 

Amparo, esto con el fin de que en la gestión procesal del Juicio de Garantfas 

exista uniformidad procedimental, es decir, que no lleguen a promoverse 

gestiones contradictorias por tos que)osos, ya que esto generarla 

confusiones y retrasos en cuanto a la lmpartlclón de Justicia. 

Et maestro Ignacio Burgoa considera que el concepto de quejoso es 

complejo y variado, según se tome en cuenta cualquiera de las hipótesis 

establecidas en el articulo 103 Constitucional, variando este a consecuencia 

del obfeto de contravención y de ta autoridad. 

En lo personal estima que esto es Inexacto, pues et concepto del 

quefoso Jamás podrá alterarse en su esencia que se constituye por la persona 

que sufre en forma directa un agravio en sus Intereses Jurfdlcos, lo que si 

podría variar es et fundamento que sirva de base al quejoso para solicitar el 

Amparo y protección de la Justicia Federal, pero este será un elemento de 

procedencia diversa al consistente en et agravio personal. 

Una vez expuestos los caracteres generales del término quejoso, 

concluimos que esta será la parte a quien perjudique el acto o la ley que se 

reclama de conformidad con los artículos 107, fracción 1, y IV, de ta Ley de 

Amparo, resulta Insoslayable referirnos a los diversos preceptos 6°, 8° y 9°, 

de este último ordenamiento legal, los cuales apuntan en forma especifica la 

posibilidad a que los menores de edad, y las personas morales; tanto privadas 

como oflclales acudan en demanda de las Garantfas, ya que nuestra 

Constitución Polftlca establece que todo Individuo gozará de las Garantfas 

otorgadas en la misma, y en consecuencia debe entenderse por individuo o 
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todo gobernado, siendo por ello obvio que las personas, referidas en los 

preceptos sel'lalados de la Ley de Amparo están legitimados, para acudir al 

amparo. 

Asl pues, los menores de edad podrán pedir amparo sin la Intervención 

de su legftlmo representante, cuando este se halle ausente o Impedido; pero 

en ta l caso, el órgano de control, sin perjuicio de dictar las providencias que 

sean urgentes, le nombrara un representante especial para que Intervenga en 

el Juicio, a menos que dicho menor hubiese cumplido ya catorce al'los, porque 

entonces él mismo podrá hacer la designación de representante en el escrito 

de demanda, de Igual forma una persona moral privada podrá solicitar el 

Amparo, haciéndolo siempre por conducto de su representante legal. 

Al referirse el maestro /gnac/o Burgoa a la procedencia de la acción de 

Amparo a favor de las personas morales de Derecho Social y de los 

organismos descentralizados manifiesta que: 

"SI dichas personas o los citados organismos resienten en su esfera 

Jurldlca un acto de autoridad (lato sensu) que estimen vlolatorlo de alguna 

Garantía Individual, tienen expedita la acción de Amparo para lmpenetrar la 

protección de la Justicia de la Unión, es decir, pueden ostentarse como 

quejosos en el J ulclo Constitucional respectivo. " 62 

Finalmente debemos referirnos al concepto de Estado como quejoso 

dentro de la relación Jurldlco-procesal del Juicio de Garantlas, y asl tenemos 

que este puede al Igual que una persona ffslca o moral privada, ocurrir a 

demandar El Amparo y protección de la Justicia Federal. En efecto, el Estado 

como cuerpo polltlco de la Nación, puede manifestarse en sus relaciones 

hacia los particulares baJo dos frases: 

62 Burgoil, Ignacio: El lulclo de amparo, Ed. Porrúa . s• edición. México 1971 . P~g . 336 . 
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1 .· como entidad soberana encargada de velar por 

el bien común, mediante dictados Imperativos 

2.· 

cuya observancia es obligatoria; y, 

Como entidad jurldlca poseedora de sus bienes propios 

a fines a sus funciones, entablando relaciones de 

naturaleza clvll, penal, o 

cualquiera otra lndole con el resto de los gobernados, y en 

consecuencia, el Estado, como persona moral, es capaz de 

adquirir derechos y contraer obligaciones, quedando 

consecuentemente en aptitud de poner en ejercicio los 

medios que la ley concede a las personas clvlles para 

defensa de sus bienes, cuando estos se ven afectados; esto 

es cuando actúa como suleto o ente particular y entabla 

con los demás sujetos relaciones jurfdlcas propias del 

derecho privado. 

Establecida la base anterior debemos aludir que ni la Constitución 

Polltlca, ni la Ley de Amparo, definen a las personas oflclales o de Derecho 

Publico, razón por la cual resulta necesario recurrir a lo preceptuado por el 

articulo 2 5 del Código Clvll para el Distrito Federal, aplicable en toda la 

República Mexicana por lo que se refiere a la materia Federal, el cual reza: 

Articulo 25. Son person11s mor11/es: 

l.· La Nación, El Distrito Federal, los Estados y los 
Municipios; 

11 .· Las demás corporaciones de carácter público 
reconocidas por la ley, 
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Resulta Innegable que en concordancia a la termlnologfa empleada por 

la Ley de Amparo son estas las personas morales oflclales, en contravención a 

las personas morales privadas que el mismo ordenamiento legal contempla. 

Haciendo nuestras las palabras de Jgnaclo Burgoa, para concluir este 

breve análisis diremos que: 

"De conformidad con él artfculo 9°, de la Ley de Amparo, en relaclón 

con el precepto del Código Civil a que nos referimos, pueden pedir amparo, 

esto es; ostentarse como quelosos; La Nación (cuya Idea respectiva esta 

empleada en el Código Civil como sinónimo de Federación), los Estados, Los 

Municipios y cualquiera corporación pública considerada como tal por la ley 

con la condición de que los actos reclamados afecten sus Intereses 

patrimoniales. " 63 

Con relación al significado de lo que debe entenderse por Intereses 

patrimoniales el mismo autor continúa diciendo: 

"Sin pretender entrar en mayores honduras y pormenores, diremos que 

los Intereses patrimoniales de las personas morales de Derecho Público están 

constituidas por aquellos bienes propios que le pertenecen en propiedad, 

respecto de los cuales tienen un derecho real semelante, al que pueden tener 

los particulares sobre los suyos. " 64 

b) La Autoridad o Autoridades Responsables 

Recordando la opinión de algunos tratadistas a este respecto el maestro 

Alfonso Norlega comenta: 

63 BurgoJ, Ignacio: El Juicio de amparo, Ed . Porrúa . a• edición. México 1971. P~g. 3 3 7 . 

64 ldem, Pag. 3 3 7 . 
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"En términos del Derecho Procesal, asimismo en el Juicio de Amparo, 

al crearse la relación jurídico-procesal y plantearse la litis (la solicitud de 

declaración de lnconstltuclonalldad de una ley o acto de autoridad), surgen 

necesariamente, las figuras del actor (quejoso en el Amparo (y el demandado 

(la autoridad de quien emana el acto reclamado)."65 

Pero en el Juicio de Amparo en verdad no se puede jurídicamente 

aceptar que exista una parte demandada . En efecto, el Juicio de Amparo 

tiene un carácter especlflco que le confirieron sus creadores: es un Juicio de 

carácter polftlco, que tiene como finalidad proteger a los particulares en 

contra de las leyes o actos de las autoridades que vi olen en su perjuicio una 

Garantía Individual, o trastornen, en virtud de una Invasión de Soberanfas, el 

equilibrio fundamental del Estado Federal en sus relaciones con las Entidades 

Federativas. En este orden de Ideas la autoridad responsable en la relación 

procesal Constitucional es el objeto pasivo de la acción de Amparo; en tanto 

que el quejoso es quien formula y presenta la demanda, siendo la autoridad 

responsable la que tiene que contestarla, produciendo su Informe justificado 

respectivo. 

Tocante a lo anterior Alfonso Nor/eg3 deduce: 

" En consecuencia, el litigio Constitucional propio del Juicio de 

Amparo, se desenvuelve necesariamente, entre el particular que se considera 

perjudicado por una Ley o acto de autoridad, es decir, el quejoso y la 

autoridad de la cual emana el acto que se reclama como 

lnconstltucionalldad . "66 

65 Norlega Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. 1 • edición. México 1975. 
Págs. 3 18 

66 /dem. Pág. 3 19. 
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La definición propia del término autoridad responsable ha sido objeto 

de la aportación de diversos autores. Al efecto, Edut1rdo Pt111t1res citando al 

licenciado Truebt1 8t1rrera dice: 

"El término de autoridad para los efectos del Amparo com prende a 

todas aquellas personas que disponen de la fuerza pública, en virtud de 

circunstancias ya legales, ya de hecho y por lo mismo, están en posibllldad 

material de obrar como Individuos que ejercen actos públicos por el hecho de 

ser pública la fuerza de que disponen. 

En concepto del autor, la autoridad es el Individuo o conjunto de 

Individuos que de hecho o de Jure, efecuten actos de carácter leglslatlvo, 

administrativo o Judicial. " 67 

/gnaclo 8urgot1 se expresa en los siguientes términos: 

"El concepto de autoridad responsable resulta de la consideración que 

se haga sobre la especial actividad que un órgano estatal realiza, consistente 

en producir un a violación o una Invasión en los términos del artfculo 103 

Constltuclonal. Por consiguiente, conteniendo este precepto distintas 

hipótesis de procedencia del Juicio de Amparo y diversas Ideas de autoridad, 

ya que la fracción 1, se refiere a este en general, y la segunda y tercera la 

delimitan con la calificación de local o federal, es evidente que el concepto 

de autoridad responsable no es único, sino triple, en razón de que se 

establece según las diversas hipótesis del articulo 103 Constitucional 

mencionado. "68 

67 Pilllilres, Eduardo: Diccionario teórico y pr.ictlco del juicio de amparo, Ed. Porrúa . 2• 
edición. Mhlco 1970. Pág. 47. 

68 Burgoil, Ignacio: El fulclo de amparo, Ed. Porrüa. a• edición. México 1971. Pág. 342. 
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Por lo que hace a los orlgenes del concepto en estudio, en la diversa 

legislación que ha reglamentado el Juicio de Garantlas, reproducimos por 

considerarlos Interesantes, los aportados por el maestro Alfonso Trueba, que 

son del tenor siguiente: 

También es muy Importante advertir que tas primeras leyes de Amparo 

negaron expresamente el carácter de parte a la autoridad responsable. El 

articulo 7°, de la ley de 1 861 decla: 

ªSI el Juez mandare abrir et Juicio, lo substanciará Inmediatamente con 

un traslado para cada parte, atendiéndose por tales del Promotor Fiscal, el 

quejoso y la autoridad responsable a el solo efecto de olrta. 

Él articulo 9° de ta ley de 1869 es del tenor siguiente: 

"Resuelto el punto sobre suspensión Inmediata del acto reclamado, o 

desde luego si el acto no le hubiere promovido, el juez pedirá Informe con 

Justificación, por él termino de tres dlas, a la autoridad que Inmediatamente 

ejecutare o tratare de eJecutar el acto reclamado, sobre el ocurso del acto, 

que se le pasara en copla. Dicha autoridad no es parte en estos recursos y 

sólo tiene el derecho de Informar con justificación sobre los hechos y las 

cuestiones de la ley que se versaren. 

la Ley de 1882 reiteró esta negación al declarar: 

Resuelto el punto sobre suspensión del acto reclamado, si el actor no lo 

hubiere promovido, el Juez pedirá Informe con Justtrlcaclón, por él término 

de tres dfas, a la autoridad que Inmediatamente eJecutare o tratare de 

ejecutar el acto reclamado, sobre el ocurso del acto, que se le pasara en 

copla. Esa autoridad no es parte en estos recursos, pero se le recibirán las 

116 



pruebas y alegatos que dentro de los términos respectivos quiera presentar 

para Justificar sus procedimientos." 

Él articulo 753 del Código de Procedimientos Civiles de 1897 dice a la 

letra: En los Juicios de Amparo serán considerados como partes el agraviado 

y el promotor fiscal. La autoridad responsable podrá rendir pruebas y 

producir alegatos en el Juicio de Amparo, dentro de los términos legales." 

El Código Procesal que comenzó a regir el 5 de febrero de 1909 fue la 

primera ley que reconoció a la autoridad responsable el carácter de parte en 

el Juicio, contrariando las precedentes que de modo expreso se le negaban. 

Dice a la letra él articulo 6 70: en los Juicios de Amparo serán considerados 

como partes el agraviado, la autoridad responsable y el Agente del Ministerio 

Publico. El 6 71 define el concepto de autoridad responsable (la que efecuta o 

trata de efecutar el acto reclamado: y si este consiste en resolución Judicial o 

administrativa, también lo haya dictado). " 69 

La suprema corte de Justicia de la Nación ha definido el concepto de 

autoridad responsable al tenor de la siguiente tesis Jurlsprudenclal: 

AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. LO SON 

AQUELLOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS QUE CON 

FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS UNILATERALES POR LOS 

QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES JURfDICAS QUE 

AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO. Este Tribunal Pleno 

considera que debe Interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece 

publicado en la página 519 del Apéndice al Semanario Judicial de la 

Federación 191 7- 1988, Segunda Parte, que es del tenor siguiente: 

"AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. El término 

69 Trueb~, Derecho de Amparo, Ed . )us. 1• edición. M~xlco 1974. P~g . 106, 107 y 108. 
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'autoridades' para los efectos del amparo, comprende a todas aquellas 

personas que disponen de la fuerza pública en virtud de circunstancias, ya 

legales, ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en posibilidad material de 

obrar como Individuos que ejerzan actos públicos, por el hecho de ser pública 

la fuerza de que disponen. ", cuyo primer precedente data de 1919, dado que 

la realidad en que se aplica ha sufrido cambios, lo que obliga a esta Suprema 

Corte de Justicia, máximo Intérprete de la Constitución Polftlca de los 

Estados Unidos Mexicanos, a modlílcar sus cri terios ajustándolos al momento 

actual. En efecto, las atribuciones del Estado Mexicano se han Incrementado 

con el curso del tiempo, y de un Estado de derecho pasamos a un Estado 

social de derecho con una creciente Intervención de los entes públicos en 

diversas actividades, lo que ha motivado cambios constitucionales que dan 

paso a la llamada rectorla del Estado en materia económica, que a su vez 

modificó la estructura estadual, y gestó la llamada administración paraestatal 

formada por los organismos descentralizados y las empresas de participación 

estatal, que Indudablemente escapan al concepto tradlclonal de autoridad 

establecido en el criterio ya citado. Por ello, la apllcaclón generalizada de 

éste en la actualidad conduce a la Indefensión de los gobernados, pues estos 

organismos en su actuación, con Independencia de la disposición directa que 

llegaren a tener o no de la fuerza pública, con fundamento en una norma 

legal pueden emitir actos unilaterales a través de los cuales crean, modifican 

o extinguen por sf o ante sf, situaciones Jurldlcas que afecten la esfera legal 

de los gobernados, sin la necesidad de acudir a los órganos Judlcla les ni del 

consenso de la voluntad del afectado. Esto es, ejercen facultades decisorias 

que les están atribuidas en la ley y que por ende constituyen una potestad 

administrativa, cuyo ejercicio es Irrenunciable y que por tanto se traducen en 

verdaderos actos de autoridad al ser de naturaleza pública la fuente de ta l 

potestad. Por ello, este Tribunal Pleno considera que e l criterio supracltado 

no puede ser aplicado actualmente en forma Indiscriminada sino que debe 

atenderse a las particularidades de la especie o del acto mismo; por ello, el 

juzgador de amparo, a fin de establecer si a quien se atribuye el acto es 
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autoridad para efectos del juicio de amparo, debe atender a la norma legal y 

examinar si lo faculta o no para tomar decisiones o resoluciones que afecten 

unilateralmente la esfera Jurfdlca del Interesado, y que deben exigirse 

mediante el uso de la fuerza pública o bien a través de otras autoridades. 

Amparo en revisión 1195/92. Jullo Osear Trasvh'ia Agullar. 14 de 

noviembre de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Humberto Román 

Palacios. Ponente: Juventlno V. Castro y Castro. Secretarlo: José Pablo Pérez 

Vlllalba. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el diez de febrero en 

curso, aprobó, con el número XXVII/ 1997, la tesis aislada que antecede; y 

determinó que la votación es Idónea para Integrar tesis Jurlsprudenclal. 

México, Distrito Federal, a diez de febrero de mll novecientos noventa y 

siete. 

Nota: Esta tesis Interrumpe el criterio sustentado en la tesis 

jurlsprudenclal número 300, de rubro: "AUTORIDADES PARA EFECTOS 

DEL JUICIO DE AMPARO.", publicada en el Apéndice al Semanario Judicial 

de la Federación 1917· l 988, Segunda Parte, página 519. 

Tesis Jurlsprudencial consultable en la página 1 18 del apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación, Tomo V. Tesis XXVll/97. Febrero 1997. Novena Época, 
segunda parte, pleno. 

El concepto de autoridad pasmado en la legislación vigente se contiene 

en él articulo 1 1°, de la Ley de Amparo, el cual dice que: 

ues ¡¡utor/d¡¡d respons¡¡b/e /;¡ que dlctil, u orden;¡ /;¡ ley o el ilCto 

rec/¡¡m¡¡do. " 

De la cita tenemos que se desprenden dos tipos de autoridades a decir: 
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a) Las que ordenan, las que mandan, las que resuelven, las que 

sientan las bases para la creación de derechos y obligaciones, y 

b) las que obedecen, las que efecutan o llevan a la práctica el 

mandato de aquellas. 

Para que pueda considerarse a una entidad oficial como autoridad 

responsable, es Imprescindible deJar asentado, que los actos emanen de ella, y 

que vulneren las Garantfas del gobernado, este revestido del eferclclo de 

Imperio de que goza tal autoridad como persona de derecho público, dado 

que si no reúne tales requisitos no tendrá el _carácter de autoridad. En tal 

virtud todos sus actos deberán de tener las características de unllateralldad, 

lmperatlvldad y coercltlvldad. 

Profundizando en lo anterior, tenemos el claro ejemplo del Ministerio 

Público, cuando consigna la averiguación penal que ha Integrado a 

consecuencia de, una denuncia de hechos delictivos, y pone al acusado a 

disposición del Juez com petente; cuando ejecuta o cumple la órden de 

aprehensión dictada por el Juez Penal, la Pollcfa Judicial actúa con el Imperio 

de la autoridad de que esta Investido, en tales casos pone en eJerclclo la 

soberanía del Estado. 

Cuando el Ministerio Público solicita dentro del proceso penal, la 

formal prisión de un Inculpado, rinde pruebas dentro de la secuela 

procedimental, cuando formula sus conclusiones, desahogo, visitas en la 

instrucción penal, su actuación es la de slmple parte en el proceso, sin poner 

en juego la autoridad del Estado. 

Asf tenemos que, en el primer caso el Ministerio Público tendrá el 

carácter de autoridad responsable en el Amparo que se pida contra tales 
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actos; más en el segundo caso, en ningún momento se le podrá tener como 

autoridad responsable, puesto que lo será el Juez de la causa, luego entonces 

la demanda de ampa ro que se formule en contra del representante social en el 

segundo ejemplo resultarfa Improcedente. 

Refiriéndose a la realización del acto reclamado, que puede consistir en 

una Ley de Amparo, nos aclara la naturaleza misma de dicho acto asf como su 

desarrollo cronológico. De acuerdo con su naturaleza, el acto reclamado 

puede consistir en una orden o en una ejecución, y puede ser presente o 

futuro; consecuentemente, si se trata de una orden de cualquier autoridad, 

para que esta pueda ser combatida a través del Juicio Constltuclonal, se 

requerirá que la misma sea anterior a la promoción del citado juicio; pues si 

el acto es futuro e Incierto, se verla la Improcedencia de nueva cuenta del 

J ulclo Constitucional. 

b) El tercero o terceros per/ud/c3dos 

Esta figura procesal, no siempre existe en todo Juicio de Garantfas, por 

ello se hace necesario senalar con la mayor precisión posible su carácter a fin 

de que pueda determinarse en cada caso concreto si existe o no tercero 

perjudicado. Teniendo en cuen ta que la ley o acto reclamado que se tildan de 

Inconstitucionales, pueden motivar una situación jurídica entre el quejoso y la 

autoridad responsable, en principio; resulta que, en otros casos, además de 

causar un dano o un perjuicio al quejoso, produce a favor de otro sujeto 

Individualmente considerado, una situación de beneficio, que entre tanto no 

se dicte una sentencia de lnconstltuclonalidad, debe considerarse válida y 

legítima. 

Si para que exista la acción de Amparo es necesario que el acto o la 

Ley afecten al quejoso en sus Intereses jurídicamente tutelados por la 

Constitución; de igual forma que para que haya tercero perjudicado, es 
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Indispensable que el mismo acto o ley afecte benéficamente a alguien a quien 

sus Intereses vea favorecidos con el acto estimado de Inconstitucional por el 

quejoso. Ese Interés jurfdlco del particular en la subsistencia del acto 

reclamado, origina la existencia del tercero perjudicado en el Juicio de 

Garantfas y la obligación y necesidad de que sea emplazado en este, y quede 

en aptitud de defender su Interés jurldlco, pues en caso contrario se le deJarfa 

en completo estado de indefensión. 

Dicho lo anterior a la manera del maestro lgnac/o Burgoa tenemos que: 

"El tercero perJudlcado es el sujeto que tiene Interés jurfdlco en la 

subsistencia del acto reclamado, Interés que se revela en que no se conceda al 

quejoso la protección federal, o en que se sobresea el Juicio de Amparo 

respectivo. 

La posición que el tercero perjudicado ocupa como parte en el proceso 

de amparo es similar a la de la autoridad responsable, puesto que ambos 

sujetos persiguen las mismas finalidades y propugnan Idénticas pretensiones, 

consistentes, según se dijo, en la negativa de la protección federal o en el 

sobreseimiento del Juicio por alguna causa de Improcedencia . " 7º 

Alfonso Nor/ega nos define el concepto de tercero perjudicado en los 

siguientes términos: 

"Tercero perludlcado es aquella persona que tiene un derecho que, a 

pesar de ser Incompatible con la cuestión debatida en el Juicio de Amparo, 

puede ser afectado por la sentencia que se dicte en dicho Juicio y que, por 

tanto, tiene Interés Juridlco para Intervenir como tercero en Ja controversia 

70 Burgo,¡, Ignacio: Diccionario de Derecho Constltuclonal, Garantías y Amparo, Ed. Porrúa. 
1 • edición. México 1984. Pág. 430. 
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Constitucional, para ser oído y defender las prerrogativas que pudiera 

proporcionarle al acto o resolución motivo de la violación alegada. " 71 

Incursionando sobre los antecedentes del concepto en comento tenemos 

que las primeras leyes reglamentarlas del Juicio de Garantlas, como lo fueron 

las de 1861, 1869, 1882, reconocieron como partes en el mismo, 

únicamente al quejoso y al promotor fiscal, aceptando bafo muchas 

reticencias a la autoridad responsable, pero sin reconocerle por completo el 

carácter de parte, tal y como ya lo asentamos en lineas precedentes . 

Fue Don José Maria Loza no quien en forma 

fundamental contribuyó a la Implantación de esta figura del tercero 

perjudicado dentro de la relación Jurídico procesal del Juicio de Garantlas, 

partiendo de la base de que en los negocios Judiciales podfa afectarse a 

terceros que no hubiesen sido ofdos ni vencidos en Juicio. 

Lo anterior llevo a los legisladores a considerar, aunque someramente, 

el tercero perjudicado, lo cual se hizo en el Código de Proced imientos 

Federales de 1897 el cual atribuyó tal carácter a la parte contraria al 

agraviado es un negocio Judicial del orden civil. 

El maestro lgnt1clo Burgot1 abunda en este tema y al efecto sobre la 

secuencia histórica del concepto nos dice: 

"Ya el Código Federal de Procedimientos Civiles de 1909 en su 

articulo 6 72, consigna dos hipótesis de que una persona podía reputarse 

como tercero perjudicado en el Juicio de Amparo, a saber: la parte contraria 

al agraviado en los actos judiciales del orden civil, y en los del orden penal a 

las personas que se hubiere constituido en parte civil en el proceso en que se 

71 Norleg.J Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed . Porrúa. 1 ~ edición. M~xlco 1975. 
P.igs. 318 y 319 . 
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haya dictado la resolución reclamada y, solamente, en cuanto esta perjudique 

sus Intereses de carácter civil. Por último, la Ley Reglamentarla de los 

artfculos 103 y 107 Constitucionales de 1919 en su articulo 11, fracciones 

IV, V y VI, mencionaba quienes se consideraban terceros interesados (como 

dicho ordenamiento orgánico llamaba a los terceros perjudicados en su 

articulo 13, fracción 111), estableciendo tres hipótesis semejantes a las 

consignadas por él articulo 5°, fracción 111, de la Ley de Amparo vigente, 

correspondientes a los Amparos en materia civil, penal, y administrativa, con 

omisión de la del trabajo, aunque se hubiera podido Incluir dentro de esta 

última . " 72 

Nuestra legislación vigente es precisa al sei'ialar en la fracción 11 del 

articulo 5°, quienes pueden Intervenir en el Juicio como terceros 

perjudicados, estableciendo en el Inciso a), que podrá serlo "La contraparte 

del agraviado cuando el acto reclamado emana de un Juicio o controversia 

que no sea del orden penal, o cualquiera de las partes en el mismo Juicio 

cuando el Amparo sea promovido por persona extrai'ia al procedimiento." 

Debemos tener presente que el Inciso de mérito no se concreta a estimar 

únicamente como tercero perjudicado al demandado, tratándose de amparos 

pedidos por el que hubiese figurado como actor en juicios civiles o 

mercantiles; o el actor cuando el Amparo, en esa misma clase de Juicios. 

Hubiere sido solicitado por el demandado, caso en el cual sé tomarla el 

concepto de parte en su sentido restringido. La ley acepta la Interpretación 

amplia del vocablo parte, y estima como tercero perjudicado en asuntos 

civiles o mercantiles, todo aquel que por virtud de la existencia del acto 

reclamado, tenga Interés legitimo de que tal acto subsista y perdure legal y 

materialmente al ser declarado en la sentencia de Amparo como 

Constitucional. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido el 

criterio en el sentido de que, deben considerarse terceros perjudicados a 

12 Burgoi, Ignacio: El juicio de amparo, Ed. Porrúa. 8ª ed ición. México 1971 . Pág. 350. 
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,_ 

"Todos los que tengan derechos opuestos a los quejosos e interés por el 

mismo, en que subsista el acto reclamado ... " 

En tales extremos, debemos interpretar lo dispuesto por el inciso b) 

del precitado articulo 5°, de la invocada ley, que determina al tercero 

perjudicado en materia penal, contrayéndose el Interés jurldlco del tercero 

perjudicado por lo que hace a los juicios penales, el derecho a la reparación 

del dafto, en tal virtud, su actuación debe limitarse a gestionar la permanencia 

y deflnltlvldad de las resoluciones que definan o garanticen dicha reparación, 

pues el ejercicio de la acción penal Incumbe, de acuerdo con nuestra 

Constitución, al Ministerio Público exclusivamente. 

Podemos decir, que para la materia penal, es tercero perjudicado como 

parte en el Juicio de Amparo, el ofendido o la persona que conforme a la ley, 

tenga derecho a la reparación del dafto o a exigir en su caso la 

responsabilidad civil proveniente de la comisión de un llfclto, siempre y 

cuando estos afecten dicha reparación o responsabllldad. 

No obstante lo anterior resulta necesario hacer la observación de que el 

Inciso en comento cae en grave omisión en virtud de que no especifica de 

manera clara quien reviste el carácter de tercero perjudicado en los juicios de 

amparo, en los que el acto reclamado emana del Juicio penal, es decir cuando 

no concierne a la reparación del dafto o responsabllldad a favor del ofendido 

por la omisión del lllclto penal. Estimamos que en estos casos el tercero 

perjudicado en el Juicio de Amparo, deberla de serlo el Ministerio Público, 

hecho que la ley no reconoce como tal. 

Sostenemos que serla el Ministerio Público, el que deberla de 

reconocérsele como tercero perjudicado puesto que, de conformidad con el 

articulo 2 1 Constitucional corresponde a este la persecución de los delitos. 
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En efecto, establece la fracción 11 del articulo 2º del Código Federal de 

Procedimientos Penales: 

Articulo 2.- Compete al Ministerio Públlco Federal l/ev3r a cabo fil 

ilverlguaclón previa y e/ercer, en su caso, la acción penal ante los 

tribuna/es. 

11. Prutlar y orden3r /3 re3/Jzaclón de todos los utos conducentes il fil 

acreditación del cuerpo del del/to y fil probable responsab//Jdad del 

Inculpado, ilsf como 3 Ja repilraclón del da/Jo; 

Al respecto, resulta aplicable el siguiente criterio Jurisprudencia!: 

Acción Pent11. - Su ejercicio corresponde exclusivamente al Ministerio 

Público; de manera que, cuando el no ejerce esa acción, no hay base para el 

procedimiento; y la sentencia que se dicte sin que tal acción se haya ejercido 

por el Ministerio Público, Importa una violación de las garantfas consagradas 

en el articulo 2 1 constitucional. 73 

De los anteriores comentarlos, resulta evidente que deberfa de revestir 

el Ministerio Público el carácter de tercero perjudicado, en atención 

repetimos, a que este se vería afectado con la resolución que emitiera el 

tribunal que conociera en su caso del Juicio Constitucional, toda vez que es el 

representante de la sociedad, es decir, el que vela por los Intereses de la 

misma y como consecuencia, tanto durante la Indagatoria, como con el pliego 

de consignación y en las conclusiones que en su momento formularfa pediría 

obligatoriamente la reparación del daño para los ofendidos, denunciantes o 

73 Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia. Quinta época: Apéndice de 
Jurisprudencia de 191 7 a 1965 del Semanario ]udlclal de la Federación. Segunda Parte. 
Primera Sala. Pág. 24. 
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querellantes por parte del presunto responsable o sentenciado por su acción 

dellctuosa . 

Encontramos como antecedente histórico a la opinión vertida en el 

apartado que nos antecede, el Código de Procedimientos penales de 1 5 de 

septiembre de 1 880; en el cual se hace referencia al Ministerio Público y se 

flJan sus atribuciones: 

"El Ministerio Público es la magistratura Instituida para pedir y auxlllar 

la pronta administración de Justicia en nombre de la sociedad y para defender 

ante los tribunales los Intereses de esta ." 

En lo que al tercero perJudlcado reseña el Inciso c) del articulo 5°, en 

materia administrativa, será aquella persona que hubiere gestionado en su 

favor el acto contra el que se promueve Juicio de Amparo, tratándose de 

resoluciones dictadas por autoridades distintas de la Judicial o del trabajo; es 

decir del acto administrativo estimado Inconstitucional, y que tenga Interés en 

la sustanciación del mismo. 

Nuestro máximo tribunal a determinado que el tercero perjudicado, no 

debe considerarse como parte en el Juicio de Amparo, sino hasta en tanto, no 

haya sido notificado personalmente respecto de la admisión de la demanda de 

Garantías. 

En tal virtud tercero perJudlcado viene a ser la persona que tiene 

Interés jurídico en que subsista la validez del acto reclamado por el quejoso y 

por ende no se declare su lnconstltuclonalldad ; es decir, defiende sus 

derechos que lm plfcltos están en el acto reclamado. 

Es clara la posición anteriormente vertida puesto que, los derechos que 

el tercero perjudicado tiene son contrarios a los del quejoso, por lo que, 
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podrá intervenir en el Juicio de Amparo de modo que se le admitirán los 

alegatos que quiera hacer y mas aún las pruebas Instrumentales que presente, 

con la Intención de acreditar durante el mismo la subsistencia del acto 

reclamado, dado que de no ser asl, se vería perjudicado con la resolución 

respecto de la violación alegada por el quejoso. 

Para ejemplificar este caso referiremos a un decreto exproplatorlo de 

terrenos, que tenga por objeto el reparto de lotes destinados a construir 

casas, siendo que las personas beneficiadas con dicho reparto tendrán Interés 

Jurldlco en que subsista el decreto exproplatorlo y deben ser consideradas 

entonces, como terceros perjudicados en el amparo que promueve el quejoso, 

o sea, el propietario de los terrenos expropiados, quien hace valer como acto 

reclamado dicho decreto. 

En suma podemos emitir nuestra opinión de la siguiente manera: 

Lo que la ley reconoce como tercero perjudicado viene a ser aquel 

tercero con derecho a Intervenir en una controversia del Juicio Constitucional 

siempre y cuando tenga un Interés Jurldlco directo, mismo que se hace valer 

respecto de una controversia suscitada entre dos partes. 

Por otro lado, es menester dejar asentado que dada la evolución del 

derecho procesal, se distinguen dos clases de partes a decir: 

a) Las partes en sentido formal; que son aquellas que actúan de hecho 

en el Juicio, sea por derecho propio o en nombre y representación de 

otras personas Jurldlcas, y 

b) Las partes en sentido substancial o material que vienen siendo 

aquellas que actuando o sin actuar en un Juicio aparecen en la relación 
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Jurídico procesal, puesto que van a ser afectadas o beneficiadas por la 

sentencia que pueda dictarse en el Juicio constitucional. 

La ley de la materia es precisa al sei\alar en el artículo 5°, quienes son 

las partes para el Juicio de Garantías, de ahl que, lo que nos resta por 

precisar es lo relativo al termino utilizado en la fracción 111 de dicho 

ordenamiento, es decir al tercero perjudicado, puesto que en opinión del 

suscrito el termino propio utilizado por la ley deberla de ser el de tercero 

Interesado, toda vez de que dicha persona tiene derecho a Intervenir en la 

controversia Constitucional, puesto que, posee un Interés Jurfdlco directo que 

hace valer respecto de una controversia entre dos partes. 

e) El Ministerio Públlco Federill 

El origen de esta Importante Institución se encuentra en Europa y 

particularmente en Francia, pese a que algunos autores pretendan senalar 

antecedentes remotos, como el caso de los Temostétl, que en Grecia eran los 

funcionarios encargados de denunciar a los Imputados al Senado o a la 

Asamblea del pueblo para provocar la designación de un representante que 

fuera la voz acusatoria. 

En Roma, a diferencia del derecho griego, encontramos que cualquier 

ciudadano podfa efectuar la acusación, posteriormente Roma adopto el 

sistema de acusación popular, pasando en consecuencia al olvido la acción 

particular. 

Refiriéndose a este tema }uventlno V. C1Stro argumenta: 

" Para otros el origen romano, en los curios/, statlonarl o frenare as, con 

funciones polftlcas, y en especial en las praefectus urbls en Roma, en las 
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pr¡¡esldes y precónsu/es en la provincia, o en los defensores c/vltatls, los 

ildUOCiltl f/scl y los procuradores Caesilrls del Imperio . " 74 

El mismo actor concluye diciéndonos: 

"La Institución nació en Francia, con /¡¡s Procureurs de Rol du la 

Monarqula Francesa del siglo XIV, Instituidos pour la defense des Interese du 

prlnce et de L 'Eut, disciplinado y encuadrado en un cuerpo completo con las 

Ordenanzas de 1 522, 1 523 y 1 586. El procurador del Rey se encargaba del 

procedimiento, y el Abogado del Rey se encargaba del litigio en todos los 

negocios que Interesaban al Rey. " 75 

En México, la organización de Ministerio Público data de la 

Recopilación de Indias. Dentro del régimen Constltuclonal, según Decreto del 

9 de octubre de 1 8 1 2, dispuso claramente que en la Audiencia de México 

hubiera dos fiscales. 

Posteriormente la Constitución de 1824 estableció el Ministerio Fiscal 

en la Suprema Corte y la Ley de 14 de febrero de 1826 reconoce como 

necesaria la Intervención del Ministerio Fiscal en todas las causas criminales 

en que se Interese la Federación, y en los conflictos de jurisdicción para 

entablar o no el recurso de competencia. La Ley de 22 de mayo de 1834 

menciona la existencia de un Promotor Fiscal en cada Juzgado de Distrito, 

siendo Importante destacar que desde la Ley de Amparo de 1861, este fue 

considerado como parte dentro del Juicio Constitucional. 

"Debe entenderse que la primera organización sistematizada del 

Ministerio Fiscal en el México independiente, se introduce en nuestro pafs en 

74 Ci1Stro, Juventlno V. : lecciones de Garantlas y Am paro, Ed . Porrúa. 3 • edición. México 
1981 . P.ig. 3. checar 

75 lde m .. P.igs. 4 y 5 . 

130 



la Ley para el Arreglo de la Administración de Justicia (conocida quizá en 

mejor forma bajo la denominación de Ley Lares) dictada el 6 de diciembre de 

1853, bajo el régimen de Antonio lópez de Santa Anna. 

El 23 de noviembre de 1855, Juan Álvarez da una ley, aprobada 

posteriormente por Ignacio Comonfort, que establecía que los promotores 

fiscales no podían ser recusados y se les colocaba en la Suprema Corte, en los 

Tribunales de Circuito, y más tarde se le extendió, por Decreto del 2 5 de 

abril de 1856, a los Juzgados de Distrito. 

El 15 de Junio de 1869, expide Benito Juárez la Ley de Jurados . En 

ella se establecen tres procuradores a los que por vez primera se les llama 

representantes del Ministerio Públlco. " 76 

En 18 80 y 1894 se promulgan los Códigos de Procedimientos Penales 

que establecen una organización más depurada del Ministerio Público, 

apareciendo la primera Ley Orgánica de este Institución en el ano de 1903, 

en el cual se le da el carácter de parte en el Juicio Interviniendo en los 

asuntos en que se afecta al Interés público. 

En la actualidad el Ministerio Público Federal regula su actividad 

acorde a lo establecido en la Ley Orgánica de la Procuradurfa General de la 

República, promulgada el 15 de noviembre de 1983 y su Reglamento de 7 de 

marzo de 1984. 

Es de suma trascendencia diferenciar las funciones del Ministerio 

Público Federal, por un lado como parte en el Juicio de Garantlas. 

El articulo 21 de nuestra Carta Magna establece que: 

76 lde m . . P.igs. 8 y 9. 
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"La Imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

ludlclal. La persecución de los delitos Incumbe al Ministerio Público y a la 

Pollcfa Judicial, la cual estará balo la autoridad de mando Inmediato de 

aquel..." 

El párrafo segundo del articulo 102 Constitucional dice que: 

11 lncumbe al Ministerio Público de la Federación, la persecución ante 

los tribunales, de todos los delitos del orden federal; y, por lo mismo, a el le 

corresponderá solicitar las ordenes de aprehensión contra los Inculpados; 

buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsabllldad de estos; 

hacer que los lulclos se sigan con toda regularidad para que la administración 

de Justicia sea pronta y expedita; pedir la aplicación de las penas e Intervenir 

en todos los negocios que la ley determine." 

Esto obedece a que el Ministerio Público no es un órgano que se 

encargue de impartir justicia, sino un órgano administrativo que vela porque 

se aplique la ley estrictamente por aquellas autoridades que si tienen la misión 

de Impartir justicia. 

O dicho a la manera Slracusa, quien nos dice que: 

"El ejecutivo este encargado de conservar el orden, de vi gilar la 

seguridad pública, de asegurar a todo ciudadano la libertad en el ejercicio de 

sus derechos: en suma, a el compete velar por la plena ejecución de la ley. Y 

respecto de la acción de la ley penal-, forma parte de las atribuciones 
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esenciales y legitimas del Poder Ejecutivo, siendo el arma que la sociedad le 

da para que disponga de ella en el cumpllmien to de su misión. " 77 

Ahora bien, la actuación del Ministerio Público en el proceso de 

Amparo encuentra su fundamento legal en él 

articulo l 07, fracción XV, de la Constitución la cual establece que: 

"El procurador Federal que al efecto designare podrá abstenerse de 

Intervenir en dichos juicios cuando el caso de que se trate carezca, a su 

juicio, de Interés público;" 

Algunos autores consideran que el Ministerio Público Federal podrá 

actuar dentro del Juicio de Garantías comparecer como quejoso, autoridad 

responsable e Inclusive tercero perjudicado, tal y como es el caso de lo 

expuesto por }uventlno V. Castro, Alfonso Norle&il y otros. 

Con relación al carácter de queJoso que pudiere asumir el Ministerio 

Público Federal, según el primero de los autores mencionados, este puede 

presentarse "Con arreglo a lo dispuesto en el cuarto párrafo del articulo l 02 

Constitucional, que dispone que debe Intervenir en todos los negocios en que 

la Federación fuese parte; ... y en él articulo 9° de la Ley de Amparo que 

dispone que las personas morales oficiales" -como se debe considerar a la 

Federación·. Podrán ocurrir en demanda de amparo, por conducto de los 

funcionarios o representantes que designen las leyes, cuando el acto o la ley 

que reclamen afecte los Intereses patrimoniales de aquellas." 78 

n SlrilcuSil, Francesco: 11 Público Ministro; citado CilStro, Juveotlno V.: Lecciones de 
Garantlas y Amparo, Ed . Porrüa. 3• edición. Mhlco 1981. Pág.27. 

78 Cilstro, Juventfno V. : lecciones de Garantlas y Amparo, Ed. Porrúa. 3• edición. México 
1981. Pág. 35 1. 
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Como autoridad responsable nos remitimos al eJemplo expuesto en 

páginas anteriores al referirnos a la función que el Ministerio Público 

desarrolla en la práctica de la averiguación previa dictando resoluciones 

(aseguramiento del obJeto del delito, etc . ), y eJecutando las mismas, casos en 

los cua les esta Investido de facultades para comprobar e l cuerpo del delito, 

la responsabllldad probable del acusado, así como la cuantía de los daftos; y 

en esta situación procede con absoluta autonomía y puede viola r las Garantías 

Individuales. 

"En esta hipótesis en que el Ministerio Público dispone de la fuerza 

pública dentro del procedimiento de averiguación previa, fuera de 

procedimiento alguno, de acuerdo con el análisis y conclusiones a que he 

llegado al estudiar para los efectos de l Juicio de Amparo, el Ministerio 

Público es una verdadera autoridad con Imperio, con poder coactivo y, en 

consecuencia, los particulares están debidamente legitimados para Impugnar 

sus actos por medio del Juicio de Garantías. " 79 

Su Intervención como tercero perJudlcado la describe ]uventlno V. 

Castro en la siguiente forma, diciéndonos que: 

"Puede Intervenir en los Juicios de Amparo bajo la figura procesal 

prevista en la fracción 111, del propio articulo 5°, o sea como tercero 

perJudlcado, ya que asl se le seftala al Procurador en las demandas 

pertinentes, como representante de la Federación, en aquellos casos en que se 

pueden afectar los Intereses patrimoniales de ella con la concesión del 

Amparo a un quejoso, pudiendo en tal forma el procurador llevar a cabo la 

defensa de dicho patrimonio en riesgo de lesión. " 80 

79 Nor/eg.1 Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa. I' edición . México 1975. 
P.igs. 351 . 

80 C.1stro, Juventlno V. : lecciones de Garantlas y Amparo, Ed . Porrúa. 3• edición. México 
1981 . P.ig. 133 . 
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Por último, referiremos la Intervención de esta Institución dentro de la 

secuela procedimental del Juicio de Garantfas.1 prevista en la fracción IV, del 

articulo 5° de la Ley de Amparo, y que constituye la parte medular de este 

estudio. 

Por último, referiremos la Intervención de esta 

Institución dentro de la secuela procedimental del Juicio de Garantfas, 

prevista en la fracción IV , del articulo 5° de la Ley de Amparo, y que 

constituye la parte medular de este estudio. 

"El Ministerio Público en el Juicio de Amparo desempeña un 

destacadfslmo papel como regulador del procedimiento que dentro del 

sumario se sucede. Para nosotros esta fase debe diferenciarse de aquella otra 

en la cual dicho funcionario -como representante social, se desempetla como 

una de las cuatro posibles partes procésales. " 81 

Es de concluirse que el Ministerio Público desempeña o puede 

desempeñar dos papeles dentro del Juicio de Amparo, como parte en el 

Juicio y como Procurador de Justicia, emanando este último del hecho 

consistente en que la sociedad se encuentra interesada en la estricta 

observancia de los derechos del hombre, y a la Soberanfa de la Federación y 

de los Estados, pues ello representa la base de una más firme relación humana 

en un Estado de Derecho. 

Concluiremos este análisis mencionando en que casos debe considerarse 

afectado el Interés público y por ende deberá Intervenir el Ministerio Público 

Federal y debe representar y defender los intereses de la Federación en el 

Juicio de Garantfas, formulando el pedimento respectivo. Estos lineamientos 

81 Cuero, Juventlno V. : Lecciones de Garantlas y Amparo, Ed. Porrúa . 3• edición. Mblco 
1981. Pág. 147. 
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fueron publicados en el Diario Oficial de fecha 23 de abril de 1984, y se 

contienen en el Acuerdo 3/84, expedido por el Procurador General de la 

República, el cual apunta que dicho Interés público se estimará afectado en 

los casos siguientes, esto es cuando. 

l. 

2. 

3. 

Se Impugne la Invasión por parte de la Federación en las 

atribuciones de los Estados, o por parte de estos en las 

correspondientes a aquella; 

Se contemple el cumplimiento o la impugnación de 

Tratados Internacionales; 

Se afecte directa o indirectamente las 

atribuciones o el patrimonio de la Administración Pública 

Centralizada y Paraestatal de la Federación, de los Estados 

o de los Municipios; 

4. se cuestione la constltuclonalldad de leyes 

la 

o 

5. 

6. 

reglamentos federales o locales, o se sollclte 

modificación o clarificación de criterios 

Jurlsprudenclales sustentados en relación con estos 

ordenamientos; 

Se Implique la Interpretación directa de un 

Precepto Constitucional por parte de las autoridades 

responsables, o se considere la desatención a un criterio 

Jurlsprudencial firme; 

Se afecten los derechos sociales que establecen la 

Constitución Polltlca de los Estados Unidos Mexicanos, en 

lo que respecta a la protección de la familia, de los 
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menores Incapacitados, a la legitima tenencia de la tierra, a 

la Justicia en las relaciones laborales, el orden social 

económico y, en general, a otras materias de contenido 

eminentemente social; o, 

Se trate de cuestiones análogas o conexas a las enunciadas 

ejempllflcativamente en los Incisos anteriores, en las que, 

por su Importancia y trascendencia sociales, se requiera la 

preferen te y eficaz Intervención del Ministerio Público 

Federal en su prioritaria función de vigilancia de la 

Constitucionalidad y la legalldad. " 82 

El 16 de Diciembre de 1908, se expide la ley Orgánica del Ministerio 

Público Federal en que se le declara Institución que debe auxiliar la 

administración de Justicia en el orden Federal y debe perseguir, Investigar y 

reprimir los delitos federales y defender los Intereses de la Federación ante la 

Suprema Corte de Justicia, Tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito, con 

dependencia del Poder Etecutlvo a través de la entonces existente Secretarla 

de Justicia. 

Recapitulando, tenemos que las leyes reglamentarias del Juicio de 

Amparo, anteriores del Código de Procedimientos Clvlles de 1909 

consideraron y denominaron al Ministerio Público promotor fiscal; ya que 

viene a ser la contraparte del quejoso, puesto que sustitula a la autoridad 

responsable, teniendo la obligaclón de defender la validez, y subsistencia del 

acto reclamado de aquella. Ya en el Código Federal de Procedimientos Civiles 

de 1909 se reemplazo la designación de Promotor Fiscal, por la del 

Ministerio Público, así como la obllgaclón de sustituir a la autoridad 

82 DI.u/o Oflclil/ de fil FederiJC/ón de fecha 23 de abril de 1984. 
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responsable, siendo esta la que deberla defender por ella misma la 

constitucionalidad del acto que de ella se reclama. 

Resulta necesario no perder de vista los principios rectores de la 

Institución del Ministerio Público, los cuales son: 

Unidad en el mando; consistente en que hay una Identidad de mando y 

dirección. 

Indivisibilidad, elemento consistente en el que los miembros que 

encarnan a la Institución del Ministerio Público, no actúan en nombre 

propio, sino en representación del órgano y, la Independencia que se 

presume existir dado la autonomla de la misma Institución. 

La ley reglamentarla en su articulo 5° fracción IV, establece que será el 

Ministerio Público Federal quien podrá Intervenir en todos los Juicios e 

Interponer los recursos que senala la propia Ley dependiendo de la materia, 

convirtiendo asf al Ministerio Público en un vigilante del respeto y 

observancia de la Constitución y de dicha ley, es decir de la Ley 

Reglamentarla del Juicio de Amparo. 

A este respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

establecido los siguientes criterios: 

MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL. COMO PARTE EN EL JUICIO DE 

AMPARO PUEDE INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN EN CONTRA 

DE SENTENCIAS QUE ESTABLEZCAN LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE 

UN PRECEPTO DE LA CONSTITUCIÓN POLfTICA DE LOS ESTADOS 

UNIDOS MEXICANOS, RELATIVO A SU EXISTENCIA, ORGANIZACIÓN 

O ATRIBUCIONES. El artfculo 5°, fracción IV, de la Ley de Amparo 

reconoce al Ministerio Público Federal el carácter de parte en el Juicio de 
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Amparo, con facultades para Intervenir en todos los Juicios e Interponer los 

recursos que sei\ala dicho ordenamiento, especificando que tal facultad 

comprende la Interposición de recursos en amparos en que se reclamen 

resoluciones de tribunales locales, a excepción de aquellos cuya materia sea 

civil o mercantil. Por consiguiente, debe considerarse que el Ministerio 

Público esta facultado para Interponer el recurso de revisión, aún contra 

sentencias que establezcan la Interpretación directa de un precepto de la 

Constitución Polftlca, cuando se actualiza la presencia de un Interés especifico 

para tal representación social, como acontece cuando la Interpretación versa 

sobre una disposición fundamental que determine su existencia, organización 

o atribuciones. 

Amparo en revisión 32/97. Jorge Luis Guillermo Bueno Ziaurriz. 21 de 

octubre de 1997. Once votos. Poniente: Juan Dlaz Romero. Secretarlo: 

Armando Cortés Galván. 

El tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el once de noviembre de 

1997, aprobó con el número CLXll/ 1997, la tesis aislada que antecede; y 

determino que la votación es Idónea para integrar tesis Jurisprudencia!. 

México, Distrito Federal, a once de noviembre de mil novecientos noventa y 

siete. 

Tesis Jurisprudencia! consultable en la página 181. Pleno, Semanario Judicial de la 

Federación, P .CLXll/97, Novena Época. 

REVISIÓN. EL AGENTE DEL MINISTERIO PÚBLICO FEDERAL ESTA 

LEGITIMADO PARA INTERPONERLA, AUNQUE LA AUTORIDAD 

RESPONSABLE NO SE INCONFORME CON EL FALLO PROTECTOR. La 

actual redacción del articulo 5° de la Ley de Amparo no admite más 

Interpretación que la derivada de su propio tenor. En efecto, de acuerdo con 

el contenido de la norma en comento, el Ministerio Público Federal está 
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facultado para Intervenir en todos los Juicios e Interponer los recursos que 

prevé la Ley Reglamentarla de los Artlculos 103 y 107 Constitucionales, 

Incluyendo aquellas determinaciones recaldas a los Juicios de Amparo en 

materia penal, cuando se reclaman resoluciones de tribunales locales, con 

excepción de las dictadas en amparos en materia clvll o mercantil, con 

exclusión de la familiar. Por tanto, la circunstancia de que la autoridad 

responsable no haya recurrido la sentencia que concedió el amparo al 

queJoso, no es suficiente para considerar que el fiscal federal carezca de 

legitimación para Interponer el recurso de revisión, por cuanto que, como 

parte en el Juicio de Amparo, está facultado para Interponer los recursos que 

sei'lala la expresada ley reglamentarla, Incluso contra la sentencia dictada en 

un Juicio de Garantlas en materia penal que, como en el caso, se reclama una 

resolución de un tribunal local. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO. 

Reclamaclón 8/96 Salomón Karakowsky Kelyman. 4 de septiembre de 1996. 

Unanimidad de votos. Ponente: Guadalupe Méndez Hernández. Secretarlo: 

José M. Qulntanllla Vega. 

Tesis Jurisprudencia! consultable en la página 603. IV .2°. 1 3 P Tribunales 

Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación, Tomo IV, Octubre de 

1 996, Novena Época. 

Lo asentado en párrafos anteriores viene a robustecer lo afirmado en 

lineas precedentes en el sentido de que el Ministerio Público Federal tiene, 

dentro del Juicio de Garantias, facultades que entre otras consisten en 

formular un pedimento en virtud de la posible afectación que se cause al 

Interés social como consecuencia de la emisión de los actos reclamados, asi 

como Interponer recursos que sei'lala la ley en determinadas materias . 
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En donde podemos encontrar que su participación es más notoria, lo es 

cuando estamos en presencia de acciones de lnconstltuclonalldad y 

controversias constltuclonales; de ahl que en nuestra opinión su participación 

en la promoción y tramitación del juicio de amparo que no estén 

comprendidos en estas dos ramas quedarfa prácticamente nula. En slntesls 

podremos afirmar que Independientemente de que tenga facultades para 

Intervenir en juicios y e Interponer recursos en determinadas materias su 

participación en realidad es limitada, de donde estimamos que deberla de 

desaparecer la fracción IV del numeral 5° de la Ley Reglamentarla de los 

artfculos 103 y 107 Constitucionales. 
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CAPITULO V 

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO 

5. 1 Concepto de suspensión 

Siendo la suspensión o medida cautelar el alma del Juicio de Amparo, y 

toda vez de que en la misma se estudian cuestiones de hecho y no de 

derecho, a mas de ser un remedio Inmediato para los actos de molestia que 

ocasionan las autoridades para con los particulares, ya que constituye esta, el 

Impedir la ejecución sin entrar al fondo de la controversia, es sin duda de 

suma Importancia su estudio para los fines de nuestra Investigación. En tal 

virtud, asomamos a lo que respecto de ella sostienen diversos tratadistas de la 

materia . 

Asf tenemos, que Ignacio Soto Gordoa y Gl/berto l/évana Palma, 

previo al concepto de suspensión y tomando en consideración los efectos, su 

naturaleza precautoria, asl como su objeto, a este respecto arguyen: 

14 2 



"la suspensión como su nombre lo indica, tiene por objeto paralizar o 

Impedir la actividad que desarrolla o esta por desarrollar la autoridad 

responsable, y precisamente no viene a ser sino una medida precautoria que la 

parte quejosa solicita, con el objeto de que el dal'lo o los perjuicios que 

pudieren causarle la ejecución del acto reclamado no se realicen. "83 

Por su parte, Ricardo Couto en su Tratado Teórico-Práctico de la 

suspensión en él Amparo, refiriéndose a esta precisa: 

"La suspensión como la misma palabra lo Indica, tiene por objeto 

suspender los efectos del acto reclamado, esto es Impedir que este acto se 

ejecute, mientras se decide por sentencia definitiva, si es o no vlolatorlo de la 

Constitución." 84 

"La suspensión del acto reclamado tiene por objeto primordial 

mantener viva la materia del amparo, Impidiendo que el acto que lo motiva, 

al consumarse reparablemente, haga ilusoria para el agraviado la 

protección de la Justicia Federal; por virtud de la suspensión del acto que se 

reclama queda en suspenso, mientras se decide si es vlolatorlo de la 

Constitución; es un medio más de protección que, dentro del procedimiento 

de Amparo, concede la ley a los particulares. El Juez ante quien se presenta 

la demanda, antes de estudiar el fondo del caso que se lleve a su 

consideración, antes de recibir prueba alguna, antes de saber de un modo 

cierto si existe una violación Constitucional, suspende la etecuclón del acto, 

mediante un procedimiento sumarfslmo, que se reduce a una audiencia en que 

se oye al quejoso, a la autoridad responsable y al Ministerio Público, 

pronunciando en el mismo acto la resolución correspondiente; tratándose de 

83 Soco Gordo.1, lgnaclo y LUv3n3 P.1/mil, Gllberto.: La Suspensión del Acto Reclamado en 
el Juicio de Amparo, Ed. Porrúa. 2 • edición. México 1977. P.ig. 47. 

84 Couto Ricardo : Tratado Teórico Pr.ict lco de la Suspensión en el Amparo . Ed. Porrúa. 6' 
edición. México 19 79. P.ig. 5 7 . 
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ciertos actos, ni siquiera este procedimiento sumarlslmo tiene lugar, pues la 

suspensión se concede al presenta rse la demanda ... " 85 

Es el tratadista Héctor Flx ZJmud/o quien seftala; 

" Es Indudable que la suspensión de los actos reclamados constituyen 

una providencia cautelar por cuanto que significa una apreciación preliminar 

de la existencia de un derecho con el objeto de anticipar provisionalmente 

algunos efectos de la protección definitiva y por este motivo, no solo tiene la 

eficacia puramente conservativa, sino que también puede asumir el carácter 

de una providencia constitutiva o parcial o provisionalmente restitutoria, 

cuando tales efectos sean necesarios para conservar la materia del litigio o 

Impedir perJulclos Irreparables a los Interesados. "86 

o • 
Edut1rdo Pt1/lt1res dice: 

"La suspensión del acto reclamado es una providencia cautelar que 

puede decretarse mientras no se falle, en definitiva y por sentencia firme El 

Amparo. " 87 

Es ]osé R. Pt1d/llt1 quien asienta: 

" Para muchos procesallstas sobre todo la suspensión es una medida 

cautelar, porque, además suspender los efectos del acto reclamado, mantiene 

viva la materia del Amparo. 1188 

85 ldem. Pag. 41 
116 Flx, Zamudlo Héctor: El Juicio de Amparo. Ed . Porrúa. 2• edición. México 1964. Pág. 
277 y 278 . 

87 P.ill.ires, Eduardo: Diccionario teórico y practico del juicio de amparo, Ed. Porrúa . 2• 
edición. México 1970. Pág. 247. 

88 P.id/11.i, José R.: Sinopsis de amparo, Ed . Cárdenas. t• edición . México 1977. Pág. 302. 
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Nos dice Bas Ar/lla: 

11 la finalidad de la suspensión es la conservación de la materia del 

Juicio, pues si bien es cierto que la sentencia dictada en el mismo tiene el 

efecto de restituir al agraviado en el goce de la Garantla, no lo es menos que 

existen determinados actos que destruyen la Garantfa, haciendo Im posible su 

restitución, o cuando menos lo hacen dificil o cause graves perjuicios al 

quejoso. " 89 

Por lo que se refiere al tema en anállsls, Alfonso Nor/ega nos dice: 

"Se puede afirmar que la suspensión del acto reclamado en el 

Juicio de Amparo, es una providencia cautelar o 

precautoria, porque tiene precisamente los caracteres conceptuales a estas; 

por su propia naturaleza es una medida provisoria, limitada en su duración, 

hasta que se dicte la resoluclón definitiva en el Am paro y se resuelve sobre la 

Constitucionalidad del acto reclamado ... " 90 

Concluiremos el tema en estudio diciendo que uno de los medios mas 

eficaces que nuestro leglslador con éxito ha encontrado para hacer efectivos 

los objetivos de la acción Constitucional, haciendo posible que las cosas 

puedan volverse al Estado en que se encontraban antes de la emisión del acto 

reclamado, es el incidente que se promueve dentro de dicho juicio, y que se 

denomina suspensión. 

89 Bas, Arilla Fernando .: El Juicio de amparo, Ed. Kratos. t • edición. México 1982. P.ig. 
112. 

90 Norlega Cantil Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrlla. t • edición. México 1975. 
P.ig . 
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Expuesto que ha sido lo anterior y tomando en consideración las 

diversas opiniones de los tratadistas aludidos, podemos concluir, que la 

suspensión es una orden ludlcial, a través de la cual se Impone a las 

autoridades responsables, mantener las cosas en el estado en que se 

encuentran hasta que se notifique a estas el resultado de la Interlocutoria en 

definitiva, conservando con ello la materia del Juicio, evitando la ejecución 

del acto reclamado y, consecuentemente que quede sin materia el fondo del 

tutelo de garantfas, Impidiendo con ello la verificación de danos y perjuicios 

de que pudiera ser objeto el agraviado. 

Con la concesión de la suspensión del acto, la finalidad que se persigue 

es, repetimos, es la preservación de la materia del Juicio de Amparo, con lo 

que se logra evitar que los actos reclamados sean ejecutados, por lo que de 

conformidad con la parte final del numeral 124 de la ley de la materia, 

corresponderá al Juez de Distrito filar la situación y tomar las medidas 

pertinentes en que habrán de quedar las cosas durante la tramitación del 

Juicio de Amparo. 

5.2 Naturaleza furfdlca de la suspensión. 

Una vez definido e l concepto en estudio y analizada la definición dada 

por los autores precltados diremos que el mismo contiene tres caracteres 

primordiales a saber: 

Una vez definido e l concepto en estudio y analizada la definición dada 

por los autores precltados diremos que e l mismo contiene tres caracteres 

primordiales a saber: 

l. La suspensión es una orden Judicial en una orden judicial 

en virtud de que al emanar de un Juez, ya forma esta parte 

del Juicio Constitucional. 
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2.-

3. 

Impone a las autoridades responsables el mandato de 

mantener las cosas en el estado en que se encuentran, hasta 

en tanto se les notifique la resolución que se dicte sobre la 

suspensión definitiva, y¡ 

Su finalidad es la de conservar la materia del Juicio de 

Amparo, y asf evitar se cause al quejoso perjuicios de 

dlflcll reparación. 

Héctor Flx Zilmud/o arguye al referirse a la naturaleza jurfdica de la 

suspensión del acto reclamado lo siguiente: 

"Es Indudable que la suspensión de los actos reclamados constituyen 

una providencia cautelar, por cuanto que significa una apreciación preliminar 

de la existencia de un derecho con el objeto de anticipar provlsorlamente 

algunos efectos de la protección definitiva y por este motivo, no solo tiene 

eficacia puramente conservativa, sino también, puede asumir el carácter de 

una providencia constitutiva, parcial y provisionalmente restitutoria, cuando 

tales efectos sean necesarios para conservar Ja materia del litigio o Impedir 

perjuicios Irreparables a los Interesados. n 91 

Semejante afirmación apunta RIC3rdo Couto y al efecto nos dice: 

La suspensión produce efectos más restringidos que los del Amparo, 

pues en tanto que este obra sobre el acto mismo, nullflcándolo en si y en sus 

consecuencias, aquella solo opera en relación a estas. Sin embargo, el 

Individuo se encuentra bajo la protección de la ley desde que obtiene la 

suspensión, ya que por virtud de ella, sigue gozando de la Garantía que 

91 Flx, Zamudlo Héctor: El Juicio de Amparo. Ed . Porrúa. 2J edición. México 1964. Pág. 
380. 
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pretendfa arrebatarle el acto vlolatorlo, y la sentencia que en el Amparo se 

pronuncie, viene solo a consolidar tal protección; en este sentido puede 

decirse que la suspensión anticipa los efectos protectores del Amparo. " 92 

En nuestra opinión y una vez que han sido leidas y analizadas todas y 

cada una de tas citas asentadas en los párrafos que anteceden, aunadas a las 

relativas al análisis del concepto en estudio y a manera de colofón nos 

permitimos transcribir lo que textualmente dice lgn41c/o Burgod Orlhue/41, 

refiriéndose al cuestlonamlento que del mismo hace Héctor Flx Zdmudlo, y al 

efecto dice: 

" Esta concepción de nuestro distinguido tratadista es Inadmisible y sólo 

puede explicarse por su afán de aplicar a las instituciones procesales del 

Juicio de Amparo las opiniones de las doctrinas procesallstas extranjeras que 

lo desconocen, no lo comprenden o no lo refieren a el. 

No es verdad que la suspensión anticipe provlsortamente algunos 

efectos de la protección definitiva, pues si por protección definitiva entiende 

Héctor Flx Z41mudlo, et otorgamiento del amparo al quejoso contra los actos 

reclamados, dicha anticipación provisional equlvaldrfa a su pre-estimación 

como Inconstitucionales lo que es completamente ajeno a la suspensión, ya 

que esta Jamás aborda la cuestión de si tales actos se oponen o no a la Ley 

Suprema. La suspensión no es una providencia constitutiva, sino mantenedora 

o conservadora de una situación ya existente, evitando que se altere con la 

ejecución de tales actos reclamados o por sus efectos y consecuencias. 

En otras palabras la suspensión dentro del Amparo, no crea derechos o 

intereses Jurldtcos sustantivos a favor del queJoso, sino preserva únicamente 

en cuanto a que no se afecten por dicha ejecución. 

92 Couco Ricardo: Tratado Teórico Práctico de la Suspensión en el Amparo. Ed. Porrúa. 6' 
edición . Mexlco 1979. Pág. 42 . 
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La suspensión no puede anticipar provlsorlamen te los efectos de la 

sentencia que se pronuncia en cuanto al fondo del Amparo ni constituye por 

ende, ningún Amparo provisional por la sencilla razón de que para concederla 

o negarla el órgano de control no debe de tomar en cuenta la posible 

lnconstltuclonalldad de los actos reclamados sino exclusivamente, como son 

los actos que se combate, sean ciertos, su naturaleza permita su paralización y 

que operando estas dos circunstancias su otorgamiento no afecte el Interés 

social, ni se contravengan disposiciones de orden público, a mayor 

abundamiento, la tónica que Ricardo Couto, Flx Zamudlo y el Maestro 

Norlega desean dar a dicha medida cautelar, en términos que estos Juristas 

Indican, es totalmente lnadmlslble, si se toma en cuenta que 

Independientemente que se haya concedido al queJoso la suspensión de los 

actos reclamados, el Juicio de Amparo puede concluir con un fallo de 

sobreseimiento, en cuyo caso dicha medida de suspensión provlslonal, es 

totalmente lnoperante."91 

Nos unimos a la opinión anterior porque no es admisible que al 

otorgarse la medida cautelar pueda nuliflcarse al acto reclamado, lo que es 

propio y exclusivo de la sentencia que en el fondo se dicte; no siendo 

obstáculo para ello el hecho de que uno de los fines de la suspensión lo es 

Impedir la eJecuclón del acto vlolatorlo en perJulclo del agraviado. Cabe 

hacer alusión, aunque esto será obJeto de análisis en páginas subsecuentes a 

que existen dos géneros de suspensión, la que tiene por objeto Impedir que el 

acto reclamado se consume Irreparablemente, deJando sin materia el Amparo, 

y la que tiene como fin evitar perjuicios al agraviado; siendo la primera 

conocida por la ley de la materia como suspensión de oficio, y la segunda 

como ordinaria o a petición de parte. 

93 Burgo.i, lgnaclo: El juicio de amparo, Ed. Porrúa. s• edición. México 1971 . P.ig. 709, 
71 o, 711 . 
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Una de las características de la suspensión, se determina en función de 

la temporalidad de los efectos de esta. En tales extremos tendremos que la 

suspensión decretada dentro del Juicio de Garantlas por la autoridad que 

conozca del mismo, debe concretarse a determinar que las cosas se mantengan 

en el estado que guardan hasta dicho momento, en relación con los actos que 

reclame el peticionarlo del Amparo. SI estamos en este caso, o sea del auto 

en que se concede la suspensión provisional, se sei\alara dfa y hora hábil para 

la celebración de la audiencia Incidental pidiendo desde luego a las 

autoridades responsables sus respectivos Informes previos, mismos que 

deberán rendir dentro del termino de 24 horas . Tenemos entonces que esta 

medida cautelar no se concede por tiempo Indefinido, pues en la práctica 

Jurfdlca los efectos de la suspensión provisional subsisten en tanto se resuelve 

sobre la definitiva y esta se notifica a las autoridades responsables. Por ende, 

Insisto, no es de considerarse la suspensión sea concedida por tiempo 

Indefinido; aún y cuando para el caso de que se conceda en Interlocutoria la 

denominada suspensión definitiva, esta surte sus efectos en tanto se resuelva 

el fondo del asunto en audiencia Constltuclonal, y una vez que la sentencia 

respectiva cause ejecutoria, dejara de surtir sus efectos la Interlocutoria en 

comento. 

Otra de las características que presenta la suspensión, es que al 

otorgarse, el Juzgador debe tomar las providencias necesarias a efecto de 

conservar la materia del Amparo, pues al concederla, la autoridad que conoce 

del Juicio ordena la parallzaclón, y con ello Impide la ejecución del acto 

reclamado, y en consecuencia tal paralización no Implicara que la suspensión 

no anticipe los efectos de la resolución definitiva que se encargue del estudio 

de la Constltuclonalldad o lnconstituclonalldad de los actos Impugnados. Cabe 

mencionar que si bien al conceder o negar la suspensión provisional la 

autoridad federal (Juez de Distrito, Tribunales Colegiados de Circuito o en su 

caso Juez de Primera Instancia), lo hacen con base en la facultad dlscreclonal 

que al efecto les otorga la Ley de Amparo, esto es, que no conocen mas allá 
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de los hechos que narra en su solicitud de amparo el queJoso, mientras que en 

la audiencia Constitucional o sea en la que se determinara si existe o no 

trasgresión a las Garantlas Individuales, la autoridad ante quien se emita el 

Juicio ya conoce el contenido de las pruebas aportadas durante la secuela 

procedimental que se ha seguido, y en consecuencia dictara la resolución que 

en derecho proceda con absoluta Independencia de lo que se hubiere resuelto 

en el incidente de suspensión. 

Aunado a lo anterior, se precisa senalar en la práctica Judicial para 

darse el caso consistente en que en el Juicio de Amparo se conceda tanto la 

suspensión provisional como la deílnltlva y se determine en la sentencia de 

fondo un sobreseimiento o negativa de Amparo, Incluso puede suceder a 

contrt1rio sensu, que se niegue la suspensión provisional Incluso la definitiva 

al resolver el principal se conceda el Amparo solicitado, lo que robustece lo 

antes afirmado en el sentido de que no se puede ni es de aceptarse el que la 

suspensión anticipe efectos del fondo del Juicio. 

Otro aspecto sobresaliente que contiene la suspensión en el Amparo, 

consiste en que esta no contiene efectos restitutorios, y menos aún que 

constituya derechos, pues ello ha quedado debidamente asentado por la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis Jurlsprudencial que a la 

letra dice: 

SUSPENSIÓN EFECTOS DE LA.· Los efectos de la suspensión, 

consisten en mantener las cosas en el estado que guardaban al decretarla y no 

el de restituirlas al que tenlan antes de la violación Constitucional. Lo que es 

efecto en cuanto al fondo. 

Tesis Jurisprudencia consultable en la página 321 del apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación, Séptima Época, Octava parte, Tomo Común al pleno y a 
las Sa las. 
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Bien es sabido que la suspensión queda supeditada al tipo de actos que 

se reclaman; por tanto, es necesario realizar un breve análisis en cuanto a la 

procedencia de la suspensión según la naturaleza de los actos reclamados, y 

en tal virtud tenemos: 

3) Actos Positivos. -

b )A e tos prohibitivos. -

Contra actos de naturaleza positiva que Implica 

el que la autoridad responsable haya asumido 

una conducta que consiste en un hacer, procede 

la suspensión del acto reclamado para el efecto 

de Impedir que esa conducta continúe, que se 

paralice ese hacer, si se esta ejecutando, o bien 

para que cese en lo futuro ese hacer. 

Son aquellos que Imponen a los gobernados 

obligaciones de no hacer o llmltaclones a la 

actividad de estos, no deben confundirse los 

actos prohibitivos con los negativos que se 

traducen en un no hacer, por ejemplo la falta de 

contestación a la solicitud presentada por un 

particular para explotar una mina, y que se 

formula ante la autoridad correspondiente. No 

obstante ello se dan casos en los que aún 

tratándose de actos de naturaleza prohibitiva, no 

será posible concederse la suspensión, asf lo ha 

establecido nuestro Máximo Tribunal en diversas 

etecutorlas, apuntando aquf una de ellas. 

ACTOS PROHJBITl'{OS.- Como la prohibición de construir en un acto 

negativo, si se con cediera la suspensión se llevaría a cabo . La construcción y 

se dejarla sin materia el amparo. 
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Vlslble en la página 6 798. Tomo LXXIV, Semanario Judicial de la 
Federación. 

c) Actos negdtlvos En efecto, contra actos negativos no es 

con efectos positivos. procedente la suspensión, pero los existen, 

aparentemente negativos con efectos positivos, 

por lo que la naturaleza de los mismos encierra 

un hacer positivo. Entonces tenemos que serán 

actos de naturaleza negativos cuando se 

traduzcan en una abstención o en un simple no 

hacer de la autoridad responsable. 

En cambio se esta en presencia de actos de apariencia negativa con 

efectos positivos cuando se encuadran en los lineamientos establecidos en la 

e)ecutorla que a continuación se cita y que en su parte medular textualmente 

dice: 

LA SENTENCIA QUE DENIEGA EL LEVANTAMIENTO DE EMBARGO 

TRABADO EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL.· Aunque 

aparentemente es acto negativo tiene efectos positivos, consistentes en que el 

Juez pueda continuar su procedimiento hasta llegar al remate de los bienes 

emba rgados y ese hecho es susceptible de suspensión previa fianza, en los 

términos de los artfculos 1 70 y 1 73 de la Ley de Amparo. 

Visib le en la página 3293. Tomo LXXIX, Semanario Judicial de la 
Federación. 
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d)Actos consumados.- Entendemos por acto consumado aquel que se ha 

realizado en su totalidad o fntegramente; es en si 

aquel acto que ha alcanzado el objeto para el 

cual fue dictado o ejecutado. Contra un acto de 

tal naturaleza es Improcedente la suspensión 

pues no tendrfa materia que Impedir, paralizar o 

suspender; será pues la sentencia de fondo que 

conceda el amparo la que, por virtud de sus 

efectos restitutorios, logre poner al quejoso en 

el goce de sus garantfas. 

e)Actos declarativos. - Cuando el acto declarativo se limita a reconocer 

una situación ya existente, sin introducir a ella 

ninguna modificación o alteración, la suspensión 

será improcedente; pero cuando el acto 

declarativo; lleve en si mismo un principio de 

ejecución la suspensión será procedente. 

Esta situación se previene y contempla en la siguiente ejecutoria: 

SI UN ACTO DECLARATIVO ORDENA PREVENIR A 

DETERMINADAS PERSONAS, que deben abstenerse de usar la denominación 

de Sociedad Cooperativa, contra dicho acto procede conceder la suspensión 

provisional. 

Semanario Judicial de la Federación. Tomo LXXIV, página 5870. 

f) Actos de tracto 
sucesivo.-

Se entiende por actos de tracto sucesivo aquellos 

cuya realización no tiene uniformidad temporal o 

cronológica, ya que para su objeto, se requiere 

una sucesión de hechos entre cuya reali zación 
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medie un Intervalo determinado. Serán pues 

actos de tracto sucesivo el pago de una renta 

mensual o periódica por el arrendamiento, como 

obligación derivada del contrato respectivo, en 

cuya sucesiva ejecución, estriba la prestación 

Integral a que dicho arrendatario esta obligado . 

En materia penal es un acto de esta categorla, la 

sentencia que Imponga al procesado una pena 

privativa de libertad, puesto que para la total 

satisfacción sucesiva de momentos que Impliquen 

esta privación. 

A este respecto nuestro Máximo Tribunal ha establecido que tratándose 

de hechos continuos (de tracto sucesivo) procede conceder la suspensión en 

los términos de la ley, para el efecto de que aquellos no sigan verificándose y 

no queden Irreparablemente consumados los actos que se reclaman, y que, la 

suspensión contra actos de tracto sucesivo afecta solo a los hechos que se 

ejecuten o traten de ejecutarse, a partir del auto de suspensión, pues los 

anteriores tienen el carácter de consumados. 

g) Actos futuros En este caso tenemos que la suspensión es 

Inminentes y 3ctos d los futuros futuros probilbles. _ proce ente respecto a actos 

Inminentes, e Improcedente respecto a los actos 

futuros probables, debiéndose ello a que el 

objeto de la medida cautelar es Impedir la 

ejecución de los actos que pudiesen afectar el 

fondo de la litis Constitucional, razón por la que 

dichos actos deberán existir o en el último de los 

casos dicha existencia podrá ser futura pero 

deberá revestir el carácter de Inminente, como 

por ejemplo cuando se emite una orden de 
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clausura, caso en el cual resulta Inminente que 

dicha orden será cumplimentada con la 

Imposición de sellos en el local clausurado, 

teniendo este último el carácter de acto futuro e 

Inminente, pues no cabe duda de que el giro será 

cerrado al público. 

Cabe destacar, dentro del tema en estudio, que al otorgarse la 

suspensión provlslonal o definitiva, se dictan determinadas providencias 

cautelares, siendo que algunos estadistas pretenden darle a la suspensión el 

carácter de acto preJudlclal lo que no es de aceptarse, pues de ser así serla 

grave ello, toda vez, que el Incidente de suspensión de actos reclamados no es 

un medio preparatorio al Juicio de Amparo, sino que forma parte Integrante 

del mismo aún y cuando se tramite por cuerda separada, es decir, que con el 

Incidente de suspensión no se prepara lo que será el Juicio de Garantfas, 

cuando es bien sabido que al promoverse el mismo sin Incidente de 

suspensión, la autoridad que conozca de tal Juicio de no encontrar motivo de 

Improcedencia alguno, admitirá la demanda y pedirá el Informe con 

Justificación a las autoridades responsables. 

Para una mayor claridad reiteramos que el cuaderno Incidental se abre 

por cuerda separada al principal, lo cual no aplica que sea un medio 

preparatorio al Juicio Constitucional, puesto que dentro del cuaderno 

principal es donde se ordena tramitar el Incidente de suspensión. 

En suma, asemeJar a la suspensión del acto reclamado con un acto 

prejudicial, Implicarla echar al olvido que el Juicio de Amparo tiene una 

naturaleza Jurídica especial y autónoma. 
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Ahora bien, si analizamos desde el punto de vista procesal al Incidente 

de suspensión, tenemos que es sencillamente un Incidente con sus efectos 

propios e Inmediatos, que ya fueron estudiados dentro del Inciso respectivo. 

Como complemento final a lo antes aludido podemos decir que la 

suspensión es un Incidente con rasgos característicos, y que se diferencia de 

los Incidentes en los Juicios ordinarios, pues la suspensión dentro del Juicio 

Constitucional no paraliza o suspende la secuela procesal en lo principal. 

mientras que en aquellos si se suspende el procedimiento en tanto se 

resuelvan los mismos, razón por la cual concluimos este punto diciendo que la 

naturaleza furfdlca de la suspensión (provlslonal o definitiva) no puede ser 

considerada como una medida preparatoria en base a las razones que hemos 

de)ado asentadas oportunamente. 

S. 3 C/;JSes de suspensión 

Para efectuar el presente estudio, es necesario apegarnos al contenido 

de la Ley Reglamentarla del Juicio Constitucional, toda vez, que en esta 

materia no existen más modalidades que las conceptuadas en la misma. Al 

efecto tenemos que el artfculo 122 de la Ley de Amparo dispone: 

Articulo 122. En los Cilsos de fil competenclil de los jueces de 
Distrito, fil suspensión del ilcto reclilmildo se decretarJ de oficio 
o i1 petición de fil Pilrte ilgrilvlildil con ilrreglo i1 /ils disposiciones 
re/ilt/vils de este Cilpltulo. 

Asl pues tenemos que dentro de nuestro sistema legal existen 

básicamente dos tipos de suspensión, la de oficio reglamentada en la ley en 

comento por el artfculo 123, y aquella que se concede a petición de parte . 

1. - la suspensión de oficio 
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Previo al análisis de esta modalidad citaremos lo dispuesto por el 

articulo 123 del ordenamiento legal aludido, y que regula la misma, el cual 

dice: 

Articulo 12.1. Procede lt1 suspensión de oficio: 

l. - Cuando se trace de t1Ctos que Importen pel/gro de privación 
de la vida, deportación o destierro, o alguno de los prohibidos 
por el t1rt/culo 22 de lt1 Constitución Federal: 

//. - Cuando se trate de algún otro 3cto que, si lleg.Jre 3 
consum3rse, h3rlt1 fls/c3mente Imposible restituir al que/oso en el 
goce de /3 g3rantla Individua/ recf3mad3. 

Lt1 suspensión a que se refiere este .Jrtfculo se decreurJ de p/3no 
en el mismo auto en que el juez admita lt1 demand3, 
comunicándose sin demora a la 3Utorldad responsable, para su 
lnmedl3to cumpllmlento, haciendo uso de lt1 v/3 telegrJflc3 en 
los términos del pJrr3fo tercero del are/culo 2 J de est3 ley. 

Una Importante fuente de derecho como lo es la doctrina, al hablar 

sobre la suspensión del oficio, nos dice a través de algunos autores destacados 

lo siguiente: 

Ricardo Couto comenta: 

u Es de hacerse observar que entre los casos enumerados, unos, como la 

pena de muerte, de mutilación e infamia, la marca, los azotes, los palos y el 

tormento, son de tal naturaleza, que si llegan a consumarse, hacen flslcamente 

Imposible poner al quejoso en el goce de la garantla Individual violada, y 

otros como el destierro, la multa excesiva, y la confiscación de bienes, que, 

aunque se consumen, hacen posible la reparación del agraviado. Esta disti nta 

naturaleza de unos y otros actos nos lleva a pensar que el propósito del 
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legislador es ordenar la suspensión de oficio tratándose de ellos no solo el de 

Im pedir su consumación, por ser Irreparable, sino también el de evitar que 

puedan tener lugar ni por un solo momento, por la gravedad que revisten . " 94 

En efecto, el acto que se reclama debe de ser de tal 

naturaleza que, al consumarse haga Imposible su reparación, esta cuestión en 

la que coincide Rlc.udo Couto con lo Descrito en el dispositivo legal 123 

de la Ley de Amparo, así nos dice: 

"Debe tratarse de un hecho de tal modo Inherente a la persona, que su 

ejecución Implique Imposibilidad flslca de que el agraviado pueda ser repuesto 

en el goce de su ga rantla debe ser tan neta, tan precisa, tan Indiscutible, 

como netos, precisos e Indiscutibles son los derechos que a favor del 

Individuo reconoce el articulo 22 de la Constitución. " 95 

Por último sostiene: 

" La suspensión de oficio nada tiene que ver con la Improcedencia del 

amparo, a que se refiere la fracción IX del articulo 73 de la Ley 

reglamentarla respectiva, ya que los propósitos del legislador al ordenar que 

se concediera dicha suspensión tratándose de cier tos actos están Inspirados, 

más que en ta lrreparabllldad del agraviado, en su naturaleza, sin significar 

esto que aquella circunstancia no se haya también tenido en consideración. " 96 

Por su parte Alfonso Noriega señala: 

94 Cauto Ricardo: Tratado Teórico Práctico de la Suspensión en el Amparo. Ed . Porrúa. 6 1 

edición. México 1979. Pág. 114. 

95 ldem. Pág. 1 1 4 . 

96 ldem. Pág. 1 1 4 y 1 1 5 
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"La Razón o motivo que explica o Justifica el hecho de que el legislador 

desde 1882, haya consignado la pertinencia de establecer la suspensión de 

oficio o bien oficiosa, en mi opinión radica en las siguientes circunstancias: 

En la naturaleza misma de los actos que dan origen a este tipo de suspensión, 

que es tal que en caso de eJecutarse, harfan ffslcamente Imposible, si se llega 

a conceder y el auxilio de la Justicia federal, reponer al quejoso en el goce de 

Ja garantfa violada, y con ello dar a la sentencia su efecto natural. " 97 

Refiriéndose a la importancia que reviste la suspensión en análisis, 

arguyen lgnaclo Soto Gordoa y G//berto Llévana 

Palma lo siguiente: 

"Dada la Importancia que tiene la suspensión de oficio en el Juicio de 

Amparo y en razón de la protección que debe concederse desde luego, contra 

el atentado que pretende llevar a cabo la autoridad responsable, en perJulclo 

del quejoso, la ley expresamente ha dispuesto que, cuando el Juez tenga 

conocimiento de ese atentado, ponga desde luego, remedio a ese atentado 

para evitarlo, el efecto no es la formalidad de que se presente por escrito la 

demanda de Amparo, basta que el queJoso o cualquier persona Invoque su 

protección, aún verbalmente, para que el Juez cumpla con el deber que su 

función le Impone y desde luego, conceda esta protección cautelar, 

comunicándola telegráficamente o por el conducto mas rápido a la autoridad 

responsable con la prevención de que se abstenga de eJecutar el atentado, 

advirtiéndole que se exigirá la responsabilidad consiguiente si no acata el 

mandato de la suspensión que se le comunica; de manera que en los casos en 

que el Juez de Distrito, de la lectura simple advierta que la eJecuclón del acto 

reclamado Implique un acto contra la libertad de la persona, y de todo 

aquello que afecte la Integridad ffslca del hombre o su dignidad, como la 

deportación o destierro y las penas expresadas como prohibidas por el 

97 Norleg.1 Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed . Porrúa. 1 • edición . Mhlco 1975 . 
P~gs. 105. 
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artículo 22 Constitucional como la mutilación, y de infamia, asimismo las 

marcas, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la multa 

excesiva, la confiscación de bienes o cualquier otras penas Inusitadas o 

trascendentales, así como la pena de muerte, por delitos políticos, pues en 

estos casos, el juez esta obligado por el deber de su oficio, a evitar los actos 

que violen estas garantlas Individuales, por medio de la suspensión a que nos 

estamos refiriendo. "98 

Debemos agregar a lo antes aludido, que Ja suspensión de oficio vendrá 

a ser aquella que se concede de plano sin que se requiera por ende la 

formación del respectivo Incidente por separado del cuaderno principal, como 

sucede en el caso de la suspensión a petición de parte, debiéndose ello a la 

naturaleza del acto reclamado cuyos efectos en caso de ejecutarse causan 

perjuicios de Imposible reparación al quejoso. De ello se Infieren los 

siguientes presupuestos: 

a) gravedad del acto. 

b) 

c) 

Necesidad de conservar la materia del Juicio 

De Amparo; y 

lmposlbllldad legal del órgano jurisdiccional 

de restituir al agraviado en el uso y goce de la garantla 

constitucional vulnerada en su perjuicio para el caso de 

llegarse a eJecutar el acto. 

Es por todo ello que el Juez que conozca de la suspensión, siendo 

suficiente, repetimos, que el quejoso o cualquier persona sollclte tal 

protección, aún en forma verbal para que el Juez pueda otorgarla . 

98 Nor/egil Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed . Porrúa. t • edición. México 1975. 
Págs. 902 . 
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La suspensión de oficio opera entre otros casos cuando estamos en 

presencia de algún acto de los prohibidos por el articulo 22 Constitucional, 

caso en el cual no habrá dfas Inhábiles, Ahora bien, con el propósito de evitar 

posibles abusos o desviaciones en su aplicaclón, la Jurisprudencia de nuestro 

Máximo Tribunal ha sostenido que aún y cuando el quejoso afirme en su 

demanda que e l acto reclamado Implica el otorgamiento de suspensión de 

oficio, esta afirmación no es suficiente para decretar la respectiva medida, 

sino que es necesario examinar la misma para determinar con certeza si el 

acto que se reclama constituye alguno de los contenidos en las fracciones qu e 

conforman el numeral 123 de la Ley Reglamentarla de los artfculos 103 y 

107 Constltuclonales. 

Para terminar este capitulo es necesario hacer alusión a lo dispuesto 

por el precepto 199 de la Ley de Amparo, en el cual se finca la 

responsabilidad al Juez de Distrito o a la autoridad que conozca de un Juicio 

de Garantfas o del Incidente respectivo, y no suspenda el acto reclamado 

cuando se trate de peligro de privación de la vida, o de alguno de los actos 

prohibidos por el articulo 22 de la Constitución Federal, quedando sujeto a 

un procedimiento penal conforme a lo dispuesto por los ar tfculos 21 3 y 21 4 

de nuestro Código Penal y por el delito que prescribe el artfculo 2 1 5 del 

mismo ordenamiento. Por otro lado, si la ejecución del acto reclamado no se 

llevare a efecto, por causas ajenas a la Intervención de la justicia federal, se 

esta rá a lo dispuesto por e l articulo 199 de la Ley de Amparo que nos remite 

a los delitos cometidos en contra de la administración de Justicia. 

2. - La suspensión a petición de parte 

El fin que persiguieron nuestros legisladores al reglamentar sobre la 

suspensión a petición de parte, no fue otro sino evitar que al quejoso, con la 

ejecución del acto reclamado y dada la dilación en resolve r la 

Constitucionalidad o bien la lnconstltuclonalldad del mismo, se le causaran 
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daños y perjuicios de dificil reparación; de allí que es el Interesado 

directamente (agraviado) quien pretende que no se le causen tales daños y 

perjuicios, por lo que al demandar el Amparo y la protección de la justicia 

federal solicita la suspensión provisional del acto de molestia, a lo que la 

práctica Jurídica ha dado el calificativo de suspensión a petición de parte 

agraviada. 

La Ley de Amparo estipula en su articulo 124 que será procedente la 

suspensión a petición de parte en aquellos casos diversos a los previstos en el 

articulo 123 del citado cuerpo legal. Para su otorgamiento la suspensión a 

petición de parte se sujeta a requisitos de procedencia que constituyen 

exigencias legales que se deben satisfacer para que surta sus efectos la 

suspensión concedida, condiciones que analizaremos a continuación, y que son 

a saber: 

t.-

2.-

3 .-

Que los actos contra los cuales se haya solicitado la 

suspensión, sean ciertos. 

Que dada la naturaleza de los mismos, permita su 

paralización. 

Que reuniéndose las dos condiciones anteriores, se 

satisfagan los requisitos que previene el articulo 124 de 

la Ley Reglamentarla del Juicio Constitucional. 

Certeza de los actos reclamados 

En atención a que la suspensión opera precisamente sobre los actos 

reclamados, si el quejoso no comprueba la existencia de los mismos, o no 

desvirtúa en la audiencia Incidental, la negativa de las autoridades 

responsables contenida en sus Informes previos, no habrá materia para 
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conceder la suspensión definitiva y si con anterioridad se le habfa concedido 

el beneficio de la suspensión provisional, tal beneficio dejara de surtir efectos 

por virtud de la resolución negativa que recaiga a aquella. Contrariamente, si 

se le habla negado la provisional y en la audiencia respectiva el quejoso 

acredita la existencia de los actos reclamados, o las autoridades responsables 

los confiesan, se le concederá por ende la ·suspensión definitiva de los 

mismos. 

Susceptibilidad de paralización de los actos reclamados 

No basta que los actos que se Impugnen en la demanda de Amparo sean 

ciertos para que contra ellos se otorgue la suspensión, sino que es menester 

que conforme a su naturaleza, sean suspendibles es decir, que no sean actos 

negativos lntegramente o actos que se hayan consumado totalmente. 

Con relación a esto lgnt1clo Soto Gordoa y Gl/berto llévana Palma nos 

dicen lo siguiente: 

u Asf pues, el Interesado lo que persigue al Interponer una demanda de 

Garantlas, es Impedir que la autoridad responsable continué en la actividad 

que se propone o que esta desarrollando, para que no le cause perjuicios. En 

ese concepto su propósito Inicial es mantener las cosas en el estado de 

congelación, de tal modo que la autoridad responsable se vea manifestada 

legalmente para desarrollar sus propósitos. Ese estancamiento de la actividad 

a que se ve sujeta a la autoridad responsable, es a virtud de que la suspensión 

provisional fija una situación Jurfdica de hecho y de derecho. En cuanto a la 

de derecho, puede suceder que la autoridad este colocada en un plano en que 

materialmente no pueda seguir adelante en sus actividades por la naturaleza 

del acto que se reclama, pues de hacerlo, su responsabilidad serla patente y 

manifiesta, porque es muy dlffcll comprobar el instante en que estaba 
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obligada a suspender sus actividades, y desde el momento en que no la 

suspendió su contumacia determina forzosamente la Ilegalidad de sus actos. 

Por el contrario, es dificil en muchos casos, flfar de una manera clara la 

situación Jurfdlca o de derecho que se establece por medio de la suspensión 

provisional; de manera que en estos casos no puede afirmarse en términos 

generales cual es el estado de cosas que debe mantenerse en virtud esa 

medida precautoria. "99 

Satisfacción de los requisitos que previene el artlcu/o 124 de la Ley de 

Amparo. 

Por su orden tales requisitos son: 

l.· Solicitud de la suspensión.· 

Esta es una exigencia Inherente para la procedencia de la suspensión a 

petición de parte (fracción 1 de dicho articulo), de tal suerte, que al no 

existir dicha solicitud no puede desplegarse la actuación Jurisdiccional. La 

solicitud de suspensión debe ser expresa, esto es, claramente formulada por el 

quejoso en la demanda de Garantfas o durante la tramitación del Juicio tal y 

como lo establece el precepto legal 141 de la Ley de Amparo. 

El requisito que se analiza basa su exigencia, en atención a la naturaleza 

de los actos reclamados, esto es porque son distintos a los mencionados en el 

articulo 123 del ordenamiento legal de que se viene hablando pues aquellos 

no son lo suficientemente graves para que motiven la procedencia de la 

suspensión de oficio. Es asf que corresponde al propio agraviado externar su 

petición, y es entonces cuando la autoridad que conozca del J ulclo deberá 

99 Soto GordoJ, Ignacio y l/évJnil PJ/mJ, Gllberto.: La Suspensión del Acto Reclamado en 
el Juicio de Amparo, Ed. Porrúa. 2ª edición. México 1977. P~g. 54. 
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examinar de manera minuciosa si al otorgarse la medida cautelar que tiene 

por obfeto la paralización temporal del acto reclamado, no se contravengan 

disposiciones del orden público, ni se siga perjuicio al Interés social, 

asimismo, que con la ejecución de los actos reclamados se ocasionen al 

que}oso danos y perfulclos de dificil reparación. 

De Igual forma deberá flfar con precisión la situación en que habrán de 

quedar las cosas, tomando las precauciones pertinentes para conservar la 

materia del Amparo, hasta la terminación del propio Juicio. 

11.- Que no se siga perjuicio al Interés social ni se 

contravengan disposiciones de orden público. 

Refiriéndonos a contrario sensu para entender estos conceptos a los 

casos en que si se sigue per}ulclo al Interés social la propia ley de Amparo, 

precisa en el párrafo segundo de la fracción 11 del artículo 124, estos, se 

Indica: 

" ... cuando de concederse la suspensión se permita la consumación o 

se continué el funcionamiento de centros de vicio, lenocinios, la producción y 

el comercio de drogas enervantes; se permita la consumación o continuación 

de delitos o de sus efectos, o el alza de precios con relación a artfculos de 

primera necesidad o bien de consumo necesario; se Impida la ejecución de 

medidas para combatir epidemias de carácter grave, el peligro de Invasión de 

enfermedades exóticas en el pafs, o la campana contra el alcoholismo y la 

venta de substancias que envenenen al Individuo o degeneren la raza. 

En los casos anteriores la afectación al Interés social y la contravención 

al orden público quedaran plenamente acreditados, razón por la cual deberá 

negarse la suspensión provisional solicitada. Por tanto al conceder o negar la 

166 



medida cautelar, la autoridad que conozca del Juicio, deberá precisar tanto la 

afección al Interés social como la contravención al orden público y, ya 

durante la secuela procesal del Incidente, al rendir las autoridades 

responsables sus Informes tal como lo ordena el articulo 1 32 de la ley de 

Amparo, deberán aducir y acreditar la existencia de tales circunstancias, no 

bastando el hecho de que sostengan tales extremos, sino que es menester que 

aporten pruebas Idóneas para corroborar su dicho. 

Podemos concluir el análisis de esta fracción aduciendo que la 

apreciación a la afectación del Interés social es dlscreclonal, dado que lo que 

para un Juez constituye tal afectación a ese Interés para otro no lo es, y en 

suma, el otorgamiento de la suspensión queda supeditado al criterio de la 

autoridad que conoce y resuelve sobre el otorgamiento de la suspensión. 

111. - Que sean de dlffcll reparación los danos y perjuicios 

que se causen al agraviado con la ejecución del auto. 

Hemos sostenido en anteriores Incisos, que la suspensión es toda 

Institución del Juicio de Garantfas, pues el esplrltu para el cual fue creada, se 

Identifica con la celeridad que se pretende dar a su trámite haciéndose esto a 

través de la autoridad que conozca de tal Incidente de suspensión. 

lo anterior resultarfa nugatorlo, si consideramos que en ocasiones en 

caso de eJecutarse el acto reclamado, serla Imposible restituir al agraviado en 

el goce de las garantlas violadas, para el caso de que en la audiencia 

constitucional se conceda al quejoso el amparo solicitado; tal serla el caso de 

la privación de una libertad personal fuera de todo procedimiento judicial lo 

cual es común en la práctica Judicial; razón por la cual algunos litigantes 

deJan asentado en su demanda que la ejecución del acto reclamado 

consumarla de manera Irreparable la materia del juicio, dicho en otras 

palabras que se harla flslcamente Imposible restituir al quejoso en la garantía 
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violada, de ahl; que al conceder el Juez la suspensión respectiva deberá 

decretar las medidas necesarias y tendientes a la conservación de la misma. 

A manera de concluslón podemos considerar que la suspensión a 

petición de parte, reglamentada conforme al artfculo 124 de la Ley de 

Amparo, se Justifica por la necesidad de conservar la materia del Amparo, a 

efecto de que el Juicio de Garantías constituya un medio eficaz para lograr el 

equilibrio y restablecimiento del orden Constitucional. 

Al Iniciarse el análisis de las clases de suspensión existentes en el 

sistema del Juicio de Amparo, hicimos referencia en forma fundamental a la 

de oficio y a aquella que se concede a petición de parte; sin que lo anterior 

Implique que podamos pasar por alto algunas de las modalidades de dicha 

medida cautelar, como lo son la definitiva, por hechos supervenientes, y la 

que se concede de plano. 

3. - la suspensión definitiva 

Al estudiar la figura de la suspensión a petición del agraviado fue 

descrita en términos genéricos sin diferenciar de fondo si esta es provisional o 

definitiva, ya que ambas gozan de algunos requisitos de procedencia similares, 

pero también tienen diferencias radicales a saber; 

En esta tesitura nos adherimos al criterio de lgn3clo Soto Gordo3 y 

Glfberto Llév3n3 p3fm3 quienes escriben que: 

"La suspensión definitiva, es pues, la resolución que se dicta en el 

Incidente del Juicio de Garantfas en la audiencia que establece el artfculo 131 

de la Ley de Amparo y de acuerdo con el articulo 1 30 de la misma ley su 

vigencia comienza a partir de que se notifique a la autoridad responsable. 
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Tal suspensión tiene por objeto prolongar, en algunos casos la situación 

Jurldlca creada por la suspensión provisional, pero, generalmente altera esa 

situación, a virtud de que el Juez de Distrito ya cuenta con elementos 

distintos de los que se le hablan hecho como autoridad responsable, en el que 

se asienta si son ciertos los actos reclamados y las razones que se tuvieron en 

cuenta para dietario, elementos que servirán al Juez para estimar si se 

satisfacen los requisitos del articulo 124 de la Ley de Amparo para decretar 

la suspensión deflnltlva.'"00 

Tal y como lo apuntan en forma acertada los autores mencionados, 

resulta que en la audiencia incidental el Juez de Distrito ya cuenta con 

elementos suficientes para decretar el otorgamiento de la suspensión 

definitiva, los cuales no son solo elementos estatuidos por el articulo 124 de 

la Ley de Amparo, sino algunos otros derivados de la naturaleza propia de los 

actos reclamados que pretenden suspenderse o derivados de circunstancias 

previstas por el ordenamiento legal en comento. 

Por citar algunos casos tenemos que esta naturaleza de los actos 

reclamados va ligada al efecto real en que se encuentren las cosas al momento 

de solicitarse la medida cautelar, pues aunque se reúnan los requisitos del 

artículo 124 de la Ley de Amparo, el otorgamiento de la suspensión 

definitiva podrla result.ar Improcedente, si los actos de que se trate se han 

consumado, o peor aún si estos son Inexistentes. 

Igual sucede en el caso previsto por el artlculo 134 de la Ley 

Reglamentarla de los artlculos 103 y 107 Constitucionales, el cual Impone al 

Juez de Distrito la obligación de declarar sin materia el Incidente de 

suspensión respectivo, cuando al celebrarse la audiencia Incidental aparezca 

probado que ya se resolvió la suspensión definitiva en otro Juicio de Amparo 

100 Soto Gordoa, Ignacio y Llévana Palma, Gllberto.: La Suspensión del Acto Reclamado en 
el Juicio de Amparo, Ed. Porrúa . 2• edición. México 1977. P~g . 60. 
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promovido por el mismo quejoso, contra el mismo acto reclamado y las 

mismas autoridades. 

Por último, debemos estimar que, al Igual que en el caso de la 

suspensión provisional, el Juez de Distrito goza del ejercicio de su facultad 

discrecional al conceder la suspensión definitiva y fijar los alcances de ella, 

procurando precisar la situación en que habrán de quedar las cosas y 

conservando la materia del Juicio de Amparo, o dicho a la manera del 

maestro lgnaclo Burgoa tenemos que : 

"El ejercicio de tales facultades, que propenden al logro de cualquiera 

de estos objetivos, autoriza legalmente al Juez de Distrito para establecer en 

la misma interlocutoria suspensional, las modalidades que considere Idóneas a 

que debe de quedar sujeta la suspensión definitiva tanto frente al quejoso 

como frente a las autoridades responsables . Por consiguiente, el 

establecimiento de dichas modalidades entrai'lan la Imposición de obligaciones 

a ambos sujetos procesales, y cuya prudente, atinada y racional conjugación, 

tiende a determinar el alcance Justo y equilibrado de la citada medida 

cautelar." 101 

4. - 13 suspensión por hechos supervenientes 

Esta se regula al tenor del articulo 140 de la Ley de Amparo el cual 

estipula que : 

"mientras no se pronuncie sentencia ejecutoriada en el Juicio de 

Amparo, el Juez de Distrito puede modificar o revocar el auto en que se haya 

1º1 
Burgo¡¡, Ignacio: El juicio de amparo, Ed. Porrúa. 8' edición. México 1971 . Pág. 796. 
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concedido o negado la suspensión, cuando ocurra un hecho superviviente que 

le sirva de fundamento. " 

Esta situación se contempla desde que se reglamento en el Código 

Federal de Procedimientos Civiles del año de 1908 lo relativo al Juicio de 

Amparo y a la suspensión y posteriormente tal cuestión se reprodujo en la 

Ley de Amparo de 1919 con la única diferencia de que en aquel entonces se 

hablo de un motivo superveniente, siendo que la ley vigente se refiere a un 

hecho superveniente. 

Es Importante de)ar claras las razones por las cuales se vario el término 

usado en la redacción de ambos textos legales, para lo cual reproducimos la 

opinión de lgnilc/o Soto Gordoil y Gllberto Llévilnil Ptil/mil , quienes dicen 

que: 

" La razón de ese cambio de criterio en el legislador radico en que 

como la suspensión se refiere a los hechos reales y positivos que se suceden 

en la vida práctica de una comunidad y no a las situaciones subjetivas que el 

Juez de Distrito puede apreciar en un momento dado, como causa 

determinante de la revocación de la resolución que antes dicto, negando o 

concediendo la suspensión definitiva, era más Impersonal y técnico hablar de 

un hecho en vez de motivo. 

A nuestro modo de ver, dar al Juez de Distrito la facultad tan amplia 

como la que se concedfa antes de la ley en vigor, Implicaba un peligro para la 

estabilidad de la suspensión concedida, puesto que bastaba que en su 

concepto hubiera un motivo sobreviviente que podrfa ser hasta Imaginarlo, y 

por lo mismo subjetivo, para que cambiara de criterio y revocara la medida, y 
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esto ocasionó que el legislador cambiara la palabra motivo por la de hecho 

superveniente. n 102 

Es obvio que el hecho superveniente que Invoquen las partes a efecto 

de modificar la suspensión, deberá estar relacionado con el acto 

reclamado o con su etecuclón, porque si se Invoca como hecho superveniente 

cualquiera que no tenga relación de causalidad con los actos que se reclaman, 
• aunque constituya un hecho superveniente no motivara la revocación o 

modificación del auto de suspensión. 

En la práctica acontece que la autoridad responsable en forma maliciosa 

niega la existencia de los actos reclamados al rendir su Informe previo, 

pretendiendo con ello la negativa de la suspensión definitiva por no haber 

materia sobre la cual decretarla, y una vez hecho esto la autoridad ejecuta 

tales actos, los cuales a partir de ese momento tendrán la naturaleza de 

consumados, siendo Igualmente Improcedente la medida cautelar, razón por la 

cual serla oportuno prever esta posibilidad plasmando en la Ley de Amparo 

un precepto que evite la posterior eJecuclón del acto reclamado cuando este 

ya haya sido dictado y solo este pendiente de eJecutarse. 

Es por esto que nos parece oportuna la adición a la Ley de Amparo 

propuesta por lgn.Jc/o Soto Gordo.J y Gllberto L/év.Jn.1 P.J/m.J, quienes 

consideran que deberla existir un artículo en los términos siguientes: 

"SI la autoridad responsable niega la existencia del acto reclamado, y 

por esta razón el Juez niega el beneficio de la suspensión, deberá prevenir a 

dicha autoridad que se abstenga de ejecutar ese acto si posteriormente lo 

dicta y trata de etecutarlo, hasta que se dicte una nueva resolución por el 

propio Juez de Distrito, en la que el caso se estudie de acuerdo con lo que 

102 Soto GordoJ, lgnaclo y ll~vJnJ PJ/m.J, Gllbert o . : La Suspensión del Acto Reclamado en 
el Ju ic io de Amparo, Ed. Porrúa. 2• edición. México 1977 . P.ig. 62. 
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dispone el articulo 126 de esta ley, a través del Incidente de revocación por 

el hecho supervenlente." 1º3 

En síntesis podemos decir que si se ha negado la suspensión, el hecho 

superveniente que origine su revocación o modificación deberá provenir 

forzosamente de la autoridad responsable, pues solo son suspendlbles los 

actos de esta; mientras que si la medida cautelar fue concedida, el hecho que 

origine su revocación deberá ser ajeno a las actuaciones de las responsables, 

pues estas no pueden alterar el estado de las cosas decretado en la 

suspensión, pues de lo contrario lncurrlrla en violación al acatamiento de la 

misma. 

En forma Ilustrativa transcribimos algunas tesis sustentadas por Suprema 

Corte de Justicia de la Nación relacionadas al tema en estudio, y son las 

siguientes: 

"SUSPENSIÓN POR CAUSA SUPERVENIENTE.- Procede conceder en 

cualquier estado del Juicio, la suspensión que en un principio se hubiere 

negado, si para ello existieren causas que sirvan de fundamento." 

Tesis turlsprudencla consultable en la página 349 del apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación, Séptima Época, Octava parte, Tesis Comunes al pleno y 
Salas . 

SUSPENSIÓN POR CAUSA SUPERVENIENTE.- La facultad que tienen 

los Jueces de Distrito, para revocar el auto de suspensión o decretar esta, 

cuando ocurra un motivo superveniente, no implica la de que puedan resolver 

de plano sobre la suspensión, sino que deben sujetarse a la regla general de 

substanciar el Incidente respectivo, con audiencia de las partes, pues las 

disposiciones de la Ley Reglamentarla no establecen distinción alguna que 

103 Soto Gordo¡¡, Ignacio y LUvilnil p¡¡fmil, Gllberto . : La Suspensión del Acto Reclamado en 
el Ju icio de Amparo, Ed. Porrüa. 2• edición . México 1977. Pág. 68 . 
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autorice que, en tales casos la suspensión deberá revocarse o decretarse de 

plano." 

Tesis Jurisprudencia consultable en la página 353 y 35 del apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Octava parte, Tesis Comunes 
al pleno y a las Salas. 

usUSPENSIÓN POR CAUSA SUPERVENIENTE.- Por hechos 

supervenientes solo deben entenderse los que tienen lugar con posterioridad a 

la resolución dictada en el Incidente de suspensión y que modifican la 

situación furldlca existente cuando se pronuncia esa resolución." 

Tesis lurlsprudencia consultable en la página 353 del apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación, Séptima Época, Octava parte, Tesis Comunes al pleno y a 
las Salas. 

Antes de finalizar el presente anállsls externare mi opinión en relación 

al punto estudiado. En lo personal estimo que técnicamente no puede 

hablarse de una suspensión por hechos supervenientes, es decir, que pueda 

claslflcarse esta distinguiéndose de la suspensión provisional o definitiva. En 

efecto, la diferencia entre estas estriba en los hechos que motivan su 

otorgamiento, revocación o modificación y por ende, no afecta a su 

naturaleza; dicho en otras palabras, la suspensión provisional podrá ser 

revocada o modificada por hechos supervenientes hasta antes de la 

celebración de la audiencia Incidental, y con posteridad a esta estaremos en 

una fase procesal diversa, razón por la cual podrá modificarse o revocarse la 

suspensión definitiva, pero en ninguno de los casos podemos considerar que 

exista duplicidad de resoluciones, esto es, por un lado la relativa al 

otorgamiento o negativa de la suspensión provisional o en su caso la 

definitiva, y por el otro la derivada de la configuración de los hechos 

supervenientes. 
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Lo anterior se robustece si se considera lo establecido por el artlculo 

83, fracción 11, Inciso C, de la Ley de Amparo que previene la procedencia 

del recurso de revisión en contra de aquellas resoluciones que "modifiquen o 

revoquen el auto en que se haya concedido o negado la suspensión definitiva" 

por los Jueces de Distrito, ya que de otra manera, se estipularla en forma 

expresa la existencia de un recurso, pudiendo Inclusive ser alguno de los 

previstos en la ley, pero encaminado a combatir las resoluciones relativas a la 

suspensión dictada a consecuencia de un hecho superveniente. 

En conclusión se modifica o revoca el auto que concede o niega la 

medida cautelar ya existente, sea provisional o definitiva, mas no surge a la 

vida Jurídica en forma paralela a aquellas, una resolución Independiente, 

procediendo para combatir dichas medidas el recurso de queJa previsto en el 

articulo 95, fracción XI, de la Ley de Amparo en el primero de los casos, y el 

de revisión, como ya quedo asentado, en el segundo supuesto. 

5. · la suspensión de plano 

Nos referiremos a esta en forma breve, ya que la misma procede 

cuando se trate de Amparo Directo o unl·lnstancial, caso en el cual será la 

propia autoridad responsable quien acuerde lo relativo a esta medida. 

La suspensión de plano tiene su fundamento legal y se regula de 

conformidad a lo dispuesto por los artfculos 107, fracciones X y XI y 170 al 

176 de la ley de Amparo, cuya trascripción consideramos, ociosa, ya que 

este trabajo se refiere a la suspensión de los actos reclamados en materia 

administrativa, los cuales, a excepción de la materia fiscal, se Impugnan a 

través del amparo Indirecto, mas sin embargo no podemos pasar por alto 

algunos rasgos Importantes a este respecto . 
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En términos generales las autoridades responsables al conceder la 

suspensión de plano de la ejecución de su sentencia deberán tomar en cuenta 

la naturaleza de la vlolaclón alegada, la dlflcultad de reparación de los danos 

y perjuicios que pueda sufrir el agraviado con su ejecución, los que la 

suspensión origine al tercero perjudicado y al Interés público. 

Tratándose de sentencias del orden penal, la autoridad mandara a 

suspender de plano la ejecución de la resolución Impugnada a consecuencia de 

la sola Interposición de la demanda de garantlas. SI se trata de sentencias 

definitivas del orden civil, es menester para el otorgamiento de la suspensión 

que se satisfagan los requisitos previstos en el articulo 124 de la Ley de 

Amparo, a más de que garantice con caución bastante los posibles danos y 

perjuicios que se pudieran ocasionar a terceros, de conformidad con el 

articulo 1 2 S de este último ordenamiento legal. 

Cuando estamos en presencia de actos de naturaleza laboral, la 

suspensión se decretará siempre y cuando no se ponga a la parte obrera en 

peligro de no poder subsistir, en tanto se resuelve el Juicio de Amparo, 

debiendo otorgarse caución bastante para ello. En relación a esto la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación ha restringido la facultad discrecional que el 

articulo 174 confiere a favor de los Presidentes de las Juntas de Conciliación 

y Arbitraje, para otorgar la suspensión del acto reclamado, considerando que 

esta será Improcedente cuando el Importe de la condena Impuesta al patrón 

equivalga a un importe menor a seis meses de salario. Lo anterior se contiene 

en la tesis )urlsprudencial que transcribimos a continuación: 

ªSUSPENSIÓN EN MATERIA DE TRABAJO.- El articulo 174 de la Ley 

de Amparo establece una facultad discrecional a favor de los miembros de las 

Juntas de Conclllaclón y Arbitraje, para conceder la suspensión de los laudos 

que se recurren en amparo directo, y la Cuarta Sala de la Suprema Corte ha 

sustentado el criterio de que la suspensión en materia de trabajo, es 
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Improcedente hasta por el Importe de seis meses de salarlo, por ser este el 

termino considerado como necesario para la tramitación del J uiclo de 

Garantfas." 

Tesis jurisprudencia consultable en la página 238 del apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación, Séptima Época, Quinta parte, Cuarta Sala. 

Por último es pertinente referirnos a las sentencias definitivas dictadas 

por los tribunales administrativos, en negocios sobre materia fiscal que 

impongan prestaciones tributarlas en cuyo caso la suspensión contra la 

ejecución del fallo Impugnado se sujetara a lo dispuesto por el articulo 135 

de la Ley de Amparo, el cual estipula que "cuando el Amparo se pida contra 

el cobro de impuestos, multas u otros pagos fiscales, podrá concederse 

discrecionalmente la suspensión del acto reclamado, la que surtirá efectos 

previo deposito de la cantidad que se cobra en la "Nacional Financiera, S.A. 

de C. V., o en su defecto en la Sociedad Nacional de Crédito que el Juez 

senale dentro de su jurisdicción, o ante la autoridad exacta, salvo que de 

antemano se hubiere constituido ante esta última. 

"El depósito no se exigirá cuando se trate del cobro de sumas que 

excedan de la poslbllldad del quejoso, según apreciación del Juez, o cuando 

se trate de persona distinta del causante obligado directamente al pago; pero 

entonces se asegurara el Interés fiscal en cualquiera otra forma aceptada por 

la ley." 

Ahora bien, si el fallo administrativo combatido, no impone 

prestaciones tributarlas al quejoso. 

"La suspensión debe regirse por las reglas que atanen a la misma 

medida cautelar dentro del Amparo Directo en materia civil... En esta 

hipótesis, el tribunal administrativo responsable, para conceder o negar la 

suspensión contra la ejecución del fallo reclamado, debe estimar si con ella se 

afecta o no el interés social o se contravienen o no disposiciones del orden 
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público, principalmente, ya que en las controversias Judiciales de lndole 

administrativa no se versan exclusivamente Intereses partlculares. 11 104 

Concluyo esta parte de mi estudio, no sin antes referirme a la 

suspensión del acto reclamado cuando se trata de asuntos de naturaleza 

agraria. Con relación a esto existe un titulo especial y único en la Ley de 

Amparo, ya que la regulación del Juicio de Garantlas en esta materia reviste 

caracterlstlcas especiales. 

Los artlculos 220, 23 3 y 234 del ordenamiento legal mencionado se 

refieren a la suspensión de los actos reclamados cuando estos tengan por 

efecto privar de sus derechos agrarios a un núcleo de población quejoso, o de 

sus derechos lndlvlduales a efldatarlos o comuneros, en cuyo caso la autoridad 

auxiliar de la Justicia Federal a que se refiere el articulo 3 8 de la Ley de 

Amparo y a la cual hicimos referencia con antelación podrá conceder la 

suspensión provlslona l. 

Por otra parte, procederá la suspensión de oficio y se decretará de 

plano cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la 

privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del 

núcleo de poblactón quejoso, o substracción del régimen Jurldlco ejldal. En 

estos casos y en todos aquellos que la parte quejosa esté representada por un 

núcleo de población, no se requerirá garantla para que surta efectos la 

suspensión de los actos reclamados. 

5. 4 Comentar/os de las reformas del artículo 95 de la ley de 

Amparo, publicadas en el Diario Oficia/ de 16 de Enero de 1984 

en materia de suspensión 

1
1)1 Soto Gordoil, Ignacio y Lllvilnil Pilfmil, Gllberto.: La Suspensión del Acto Reclamado en 

el Ju ic io de Amparo, Ed. Porrúa. 2' edición. México 1977. P.ig. 69 . 
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Previo anállsls de nuestro tema en estudio, estimamos Indispensable 

deJar presente lo que debemos entender por recurso. Asf las cosas es sabido 

que en la práctica Jurfdlca los recursos vienen a ser aquellos medios de 

Impugnación que concede la ley a las partes a efecto de obtener una nueva 

resolución, y que se promueve con el obJeto de revocar la sentencia, el 

acuerdo o la resolución primeramente dictada. 

Nuestros legisladores estimando que tanto en las resoluciones o bien 

durante la secuela procedimental del Juicio pueden configurarse vicios 

Jurfdlcos o bien aspectos de Ilegalidad, y en vfa de enmendar esos errores 

plasmo en nuestra legislación los recursos. Desde el punto de vista gramatical 

el vocablo recurso del latfn recursus que significa camino de vuelta, de 

regreso o retorno, y tomando como antecedente el origen etimológico, 

tenemos que recurrir significa volver al curso de su procedimiento. 'º5 

Entrando al análisis turfdlco del concepto en comento, tenemos que 

este reviste dos aspectos a decir, uno amplio por lo que es considerado como 

un medio de defensa, y otro mas restringido como un medio de Impugnación. 

Al respecto nos dice el tratadista lgnac/o Burgoa: 

" El recurso es un medio de defensa que surge dentro de un 

procedimiento Judicial o administrativo para Impugnar un acto de l mismo y 

que tiene como finalidad revocarlo, confirmarlo o modlflcarlo, mediante un 

nuevo análisis que genera, conservando o manteniendo de este en su 

105 
Lnlp~d/.J Baeza . Pág. 589. 
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substanciación, los mismos elementos teleológlcos motivadores del acto 

atacado ... " 106 

Adentr~ndonos en la materia del Juicio de Amparo, tenemos que el 

recurso viene a ser el conducto Jurldlco de defensa que se otorga a las partes 

dentro del procedimiento Constitucional para Impugnar un acto del mismo, 

cuyo fin es la revocación, modificación o confirmación. 

Nos resulta necesario deJar presente que en el Juicio de Amparo el 

sujeto activo o promotor de un recurso puede serlo el queJoso, la autoridad 

responsable, el tercero perJudlcado o en su caso tal y como lo establece la 

propia ley de la materia en su fracción IV del articulo 5°, el propio 

Ministerio Públlco, quien puede Intentar o promover cualquiera recurso de los 

comprendidos en el articulo 82 de la propia ley. Iniciaremos el tema en 

cuestión y en vfa de antecedente citaremos el decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación de dieciséis de enero de mil novecientos ochenta y 

cuatro, y en el cual se contienen Importantes Reformas a la Ley de Amparo, 

entre la cua les destacan la relativa a la adición de la fracción XI, del articulo 

95, del citado ordenamiento legal, que en forma directa atafte al presente 

estudio, mismo que reza: 

"Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos 
Mexicanos.· Presidencia de la República, Miguel de la Madrid Hurtado, Presidente 
Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el H. Congreso de la Unión se ha servido dirigirme lo siguiente: 

d e c r e t o 

El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, decreta: 

106 Burgo¡¡, Ignacio: El juicio de amparo, Ed. Porrúa. s• edición. México 1971. Pág. 812. 
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MODIFICA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE AMPARO 

REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman, adicionan y derogan los artfculos 

3°, 3° bis, 5°, 13, 16, 21, 23, 27,28, 30, 32, 36, 41,44, 45, 47, 49, 51 , 

54, 58, 61, 71, 73, 74, 78, 79, 81 , 83 a 86, 88 a 91, 95 a 97, 99, 100, 

102, 103, 105, 106, 119, 120, 131, 134, 135, 139, 142 a 146, 149, 

151 a 156,157,163 - 1, 169, 172, 182 bls,192, 193, 193 bis, 194 bis, 

199 a 202, 204 a 231 , en la siguiente forma:" 1º1 

No obstante las diversas modificaciones de que fue objeto nuestra Ley 

de Amparo en vigor; dirigiremos este breve estudio únicamente, por lo que se 

refiere el articulo 95 de la citada ley, y en especial en su fracción XI, que fue 

adicionada al mismo a consecuencia de las citadas reformas, quedando dicho 

precepto como sigue: 

Articulo 95. El recurso de queja es procedente: 

XI. - Contra las resoluciones de un Juez de Distrito o el Supremo 
Tribuna/ responsable, en su caso, en que concedan o nieguen la 
suspensión provisional. 

Una vez que se ha hecho hincapié, en que la Ley de Amparo reconoce 

el multlcltado recurso en contra del otorgamiento o negativa de la medida 

suspensiva provisional, analizaremos de manera breve el término para la 

Interposición de tal recurso y en tales condiciones tenemos lo siguiente: 

El articulo 97, fracción IV de la Ley de Amparo senala el término para 

la interposición del citado recurso y textualmente establece: 

107 Diario Oficial de la Federación de fecha 16 de enero de 1984. 
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Articulo 97. Los términos para lt1 Interposición del recurso de 
queja serJn los siguientes: 

IV.· En el caso de la fracción XI del referido articulo 95, dentro 
de las veinticuatro horas siguientes a la en que suru sus efectos 
la notificación de la resolución recurrida. 

De la simple lectura del precepto trascrito se desprende cual es el 

término en que debe Interponer el recurso de que)a por cualquiera de las 

partes en el Juicio de Garantlas. 

No obstante, debemos recordar que el articulo 24 de la propia ley en 

comento establece las reglas a que quedan su)etos los términos en el 

procedimiento de amparo, los cuales para complementar el presente estudio 

nos permitimos citar, y son: 

Articulo 24. El computo de los términos en el Juicio de Amp3ro 
se sujet3rt1 3 las reg/3s siguientes: 

l.· Comenzara a correr desde el d/3 siguiente al que suru sus 
efectos /3 notlflc3clón, y se lnc/ulrJ en ellos el d/3 del 
vencimiento. 

11. • los términos se contaran por dlas naturales, con exclusión de 
los lnhJb//es; excepción hechil de los términos en el Incidente de 
suspensión, los que se contaran de momento i1 momento; 

111. • Pi1r3 /¡¡ Interposición de los recursos, los términos correrJn 
p¡¡r¡¡ Ci1di1 parte desde el df¡¡ siguiente i1 ¡¡que/ en que p¡¡r¡¡ e/13 
h¡¡y¡¡ surtido sus efectos lil notlflc3clón respectlvil; 

IV. · los términos deben entenderse sin perjuicio de ampl/¡¡rse 
por razón de lnstancl.ls, teniéndose en cuenta /3 f3cllldad o 
dificultad de las comunicaciones; sin que, en ningún caso, la 
¡¡mpllaclón pueda exceder de un df¡¡ por cada cuarenta 
k//ómetros. 
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Para precisar la forma en que deberá computarse el término de 

veinticuatro horas a que se refiere la fracción IV del articulo 97 de la Ley de 

Amparo, es Imprescindible referimos a la forma en que deberán practica rse 

las notificaciones a las partes en el Juicio de Garantías. Tal cuestión la precisa 

el articulo 28 del mencionado ordenamiento legal y nos dice: 

Articulo 28. Las notificaciones en los Juicios de Ampilro de lil 
competenclil de los ]uz&ildos de Distrito se hilrin: 

l.· A lils ilUtorldades responSilbles y a las autoridades, que ten1iln 
el Cilricter de tercero per/udlcado, por medio de oficios que 
serán entre&ados en el dom/el/lo de su oflclnil principal, en el 
lu1ilr del Juicio por el empleado del /UZKildo, quien recabilri 
recibo en el libro tillonilrlo, cuyo principal il&re&ilril a Jos autos, 
asentando en ellos fil uzón correspondiente; y fuera del lu&ilr 
del Juicio, por correo, en pleu certificada con acuse de recibo, 
el CUilf se a1re1ara i1 Jos ilUtos. Cuilndo no existiere llbro 
tillonarlo, se reCilbara el recibo correspondiente; 

11. · Personilfmente, a Jos que/osos privados de su libertad, yil sea 
en el locilf del /uz&ildo o en el estilblec/mlento en que se hallen 
recluidos, si riJd/can en el lu¡ar del Juicio; o por medio de 
exhorto o despacho si se encontraren fueu de el. 

Lo ilnterlor se observilra, salvo el caso de que Jos que/osos 
hubiesen desl&nado persona pilra recibir notfflCilclones o tuviesen 
representante le&ill o apoderado. 

También deberJn notfflCilrse personalmente a los Interesados 
los requerimientos o prevenciones que se les formulen; 

La suspensión a que se refiere este articulo se decretara de plano en el 

mismo auto en el que el Juez admita la demanda, comunicándose sin demora 

a la autoridad responsable, para su Inmediato cumplimiento, haciendo uso de 

la vfa telegráfica en los términos del párrafo tercero del articulo 23 de esta 

ley. 

183 



111. - A los ilgrJvlildos no prlvildos de fil llbertild personill, il los 
terceros per/udlcildos, il los ilpoderildos, procuudores, 
defensores, representilntes, personils ilutorludils pilril o/r 
notlflCilclones y ilf Hlnlster/o Público; por medio de l/stil que se 
fl/ilril en /ugilr visible y de fJcll ilcceso del Juzgildo. Lil flstil se 
fl/ilril il prlmeril hou de despilcho del dfil siguiente ilf de fil fechil 
de fil resolución. SI J/gunil de fils pilrtes menclonildils no se 
presenun il olr notlf!Cilclón personill hilStil /Js Ciltorce horils del 
mismo dfil, se tendrJ por hechil, poniendo el ilCtuilrlo fil uzón 
correspondiente. 

En 1.1 l/stil il que se refiere el pJrrafo ilnterlor se expresara 
el número del Juicio o del Incidente de suspensión de que se 
trilte, el nombre del quejoso y de la autoridad o ilUtorldades 
responub/es y s/ntes/s de fil resolución que se notifique. 

Asf tenemos que en ninguno de los supuestos marcados con antelación 

se contempla la poslbllldad de que la notificación de la suspensión 

provisional, deba hacerse en forma personal, razón por la cual la notificación 

que contenga dicha medida cautelar deberá realizarse según corresponda a 

cada uno de los casos previstos. Esta situación en opinión personal genera 

algunas desventajas y hace nugatorlos los objetivos que se persiguen a través 

de la Interposición de recursos requeja por las razones a exponer. 

En primer término, en la práctica se actualiza la situación de que una 

vez que el tercero perjudicado ha sido notificado por lista habrán transcurrido 

con exceso las veinticuatro horas de que habla el artfculo 97, fracción IV, de 

la Ley de Amparo, y si bien es cierto, tal cuestión no afecta la temporalidad 

de su recurso, es decir, que pueda Interponerse legalmente dentro del 

término seftalado, también lo es que puede convenir mas a los Intereses de 

dicho tercero, esperar la fecha seftalada para la celebración de la audiencia 

Incidental en vez de promover el recurso procedente. 

Lo anterior se corrobora si consideramos que al admitirse una demanda 

de garantías en la cual se seftala tercero perjudicado, este será notificado 
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personalmente de la Interposición de la misma, pero por expedita que 

pretenda ser la justicia según lo estatuido por el articulo 1 7 Constitucional en 

este caso no resulta asl, puesto que el actuarlo del Juzgado llevara tres dfas o 

más para notlílcar al tercero perJudlcado, esto en el supuesto de que ha sido 

sei\alado correctamente su d.omlclllo y no en vfa de argucia dilatoria, esto en 

beneficio del propio quejoso, pues en la práctica Jurfdlca se dan los casos en 

que por error dolosamente se sei\ala un domlclllo equivocado, caso en el cual 

y una vez que el Juzgador se percate de ello se previene al peticionarlo para 

que precise o sei\ale correctamente el domlclllo de dicho tercero, supuestos 

estos en que al enterarse de la existencia del Juicio de Amparo, pudo 

Inclusive haberse celebrado la audiencia Incidental. 

Refirámonos ahora al contenido del articulo 99 parte final de la Ley de 

Amparo, referente a la competencia para conocer del recurso en estudio, asf 

como del término para su Interposición . En el caso de la fracción XI, la queJa 

deberá Interponerse ante el Juez de Distrito, dentro del término de 

veinticuatro horas contadas a partir del dfa siguiente a la fecha en que surta 

efectos la notificación de la resolución que conceda o niegue la suspensión 

provisional, acompai\ando las coplas que se sei\alan en el articulo 98 del 

mismo cuerpo legal. 

Dentro de las veinticuatro horas siguientes el Tribunal Colegiado de 

Circuito que corresponda deberá dictar la resolución que proceda. Los Jueces 

de Distrito remitirán de Inmediato los escritos en los que se formule la queja 

al Tribunal que deba conocer sobre ello. 

Vemos pues, que las partes en el Juicio de Garantlas, tienen solo 

veinticuatro horas a partir del dfa siguiente en que surtan sus efectos la 

resolución del auto que niegue o conceda la suspensión provisional, y deberá 

interponerse ante el propio Juez del conocimiento. Por otra parte es claro en 

su contexto la ley citada cuando establece la competencia para conocer del 

185 



recurso en estudio al establecer que dentro de las veinticuatro horas 

siguientes el Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda deberá dictar la 

resolución que proceda. 

En suma son única y legalmente competentes para conocer del recurso 

de queJa, para el caso de que se conceda o niegue la suspensión provlslonal, 

los Tribunales Colegiados de Circuito. 

Es Importante destacar dentro del presente anállsls que las partes 

legitimadas procesalmente para Interponer el citado recurso son las que 

enumera el artfculo 5° de la Ley de Amparo, a las cuales nos referimos en el 

capítulo anterior. 

Analizando someramente cada fracción tenemos lo siguiente: 

En el primer caso se Interpondrá el recurso de queJa, cuando el auto 

niegue la suspensión provisional del acto reclamado, sollcltada por el 

agraviado o quejoso. Para el caso en que la autoridad que resuelva sobre la 

suspensión provlslonal conceda en parte o niegue en parte dicha medida, 

evidentemente se Interpondrá por lo que hace a la parte que fue negada. 

En el segundo supuesto (fracción 11), de concederse la medida cautelar 

al quejoso, serán las autoridades senaladas como responsables quienes 

Interpondrán el recurso en análisis. 

Caso slmllar al anterior, en que el multlcltado recurso de queja se haga 

valer por el tercero perjudicado cuando se conceda la medida suspensiva al 

quejoso, pues estaría fuera de todo razonamiento lógico el pensar que se 

recurriera a la queja por este cuando ha sido negada al peticionarlo del 

Amparo la suspensión provisional (fracción 111) . 

186 



Finalmente el último supuesto previene la posibilidad de que el 

Ministerio Público Federal pueda promover el recurso en cuestión al 

concederse al agraviado la suspensión respectiva. 

En estimación personal, considero dados los anteriores razonamientos, 

que no era necesario adicionar la rracclón en estudio, a virtud de que las 

partes tendrían durante la tramitación Incidental, el derecho de aportar las 

pruebas pertinentes para obtener una resolución favorable sobre la suspensión 

definitiva; y, para el caso de que no les favoreciera cabe el recurso de 

revisión tal y como lo establece la ley de la materia en el Inciso A), fracción 

11, del articulo 83 que apuntamos a continuación: 

Articulo BJ. Procede el recurso de revisión: 

11. - Contra las resoluciones de los Jueces de Distrito o del 
superior del Tribuna/ responuble, en su aso, en las cuales; 

a) Concedan o nlezuen la suspensión definitiva. 

No es de justificar la adición de la fracción que se estudia y que 

nuestros legisladores vieron como una laguna en la Ley de Amparo pues, 

nuestra opinión se basa en los siguientes puntos, además de los ya anotados. 

La facultad discrecional de la cual goza la autoridad que conoce del 

auto suspensivo para conceder o negar este se ve restringido con la 

Interposición del recurso a que se refiere la fracción XI del artículo 95, de la 

Ley de Amparo, con lo cual, vemos que pasa a un segundo plano de 

Importancia la referida facultad potestativa que la ley reconoce a la autoridad 

que conforme al articulo 3 7 de dicho ordenamiento legal conoce de la citada 

medida cautelar, dicho en otras palabras, ha limitado la mencionada facultad 

discrecional, pues al ya ser revocable su resolución por un órgano revisor, la 

autoridad que Inicialmente conozca de esta, resolverá no ya con la prudencia 
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y cuidado que prevalecla con antelación a la existencia de dicha reforma, 

debido a que anteriormente sus fallos eran lrrecurrlbles. 

Por otra parte y en los términos del articulo 1 30 de la Ley 

Reglamentarla de los artfculos 103 y 107 Constitucionales con la sola 

presentación de la demanda el Juez de Distrito podrá ordenar que las cosas se 

mantengan en el estado que guarden, en tanto se notifique a la autoridad 

responsable la resolución que se dicte sobre la suspensión definitiva . 

Ahora bien, este articulo establece que el Juez de Distrito podrá 

ordenar mas no que deberá ordenar que las cosas se mantengan en el estado 

que guarden al otorgar la medida cautelar, por lo que se hace patente el uso 

de la facultad discrecional que en el mismo se le atribuye, y siendo que esta 

facultad se ve mermada al crearse dentro de la mecánica procesal del Juicio 

de Amparo al recurso de queJa previsto en la fracción XI del articulo 95 de la 

ley que lo regula, pues será entonces el Tribunal Colegiado quien hará uso en 

plenitud de dicha facultad de discreción al resolver sobre los recursos que se 

le planteen. 

Por otro lado, se hace nugatorlo y paso a un segundo plano el 

contenido del articulo 1 26 de la Ley de Amparo que otorga el derecho al 

tercero perjudicado para solicitar se fije la cont raflanza respectiva en el caso 

de que se hubiere concedido al quejoso la suspensión provisional solicitada, 

pues es de explorado derecho que al promoverse un Juicio de Amparo en el 

cual existen terceros perjudicados la medida cautelar otorgada solo surtirá 

efectos previa exhibición de la garantla que file el Juzgador para resarcir a 

dichos terceros de los posibles danos y perJulclos que se les pudieran 

ocasionar con el otorgamiento de la medida ca utelar. 

De lo anterior concluimos que, si bien es cierto que no existe 

cont radicción alguna de ca rácter técnico legal entre la fracción XI, del 
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articulo 95, por un lado y el 126 por otro, ambos de la Ley de Amparo, 

también lo es que dicha reforma resulta Innecesaria pues para contrarrestar 

los efectos de la suspensión provisional que en un momento determinado se 

concede al quejoso, el legislador plasmo Inicialmente un medio de defensa a 

favor de los terceros per)udlcados para suspender los efectos de dicha medida 

cautelar exhibiendo la contraflanza que se requiera, nullflcando esta, sin 

necesidad de que una autoridad de rango superior al Juez de Distrito como lo 

es el Tribunal Colegiado de Circuito, deba analizar la legalidad de la 

resolución que se Impugna, ahora a través del recurso de queja. 

Todo lo anterior se corrobora al considerar que, si bien es cierto que es 

únicamente el tercero perjudicado quien goza del beneficio consistente en 

solicitar la fi)aclón de la contraflanza, sin que el mismo se haga extensivo a las 

autoridades responsables, también lo es que dicho beneficio obedece a la 

circunstancia de que en dicho tercero el único a quien podrán ocasionarse 

daños y per)ulclos de dificil o Imposible reparación y no a las citadas 

autoridades, pues la Interposición de todo Juicio de Garantfas Implica en 

principio la Ilegalidad de actos de estas, razón por la cual al no existir 

terceros per)udicados no se exige al quejoso el otorgamiento de garantfa 

alguna, pues a mas del per)ulclo que ocasiona a este último la emisión y en su 

caso la ejecución de actos Inconstitucionales, tendrfa que garantizar en 

detrimento de su patrimonio que no se e)ecuten los citados actos que tacha 

de 1 nconstltucionales. 

De Igual forma encontramos una desventaja de carácter material y de 

hecho que se presenta en la especie, toda vez, que en ocasiones resulta que 

primeramente el Juzgador dicte en audiencia Incidental la resolución relativa a 

la suspensión definitiva antes de que el Tribunal Colegiado de Circuito 

competente este en poslbllldad material y legal de resolver el recurso de 

queja que al efecto se hubiere Interpuesto en contra del auto en que se 

decreto el otorgamiento de la suspensión provisional Impugnada, caso, en el 
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cual, y en forma Invariable dicho recurso de queJa quedara sin materia, 

logrando con ello el entorpecimiento y retraso de la lmpartlclón de Justicia 

por parte de los órganos revisores, pues tendrán que ocuparse de decretar en 

la sesión respectiva tal circunstancia y recabar toda la documentación que al 

efecto se requiera, pues de no ser asl exlstlrfa y de hecho existe el peligro 

Inminente de que haya dos resoluciones contradictorias, una dictada por el 

Juez Federal referida a la suspensión definitiva y otra la que dicte el Tribunal 

Colegiado con respecto al recurso de queJa hecho valer en contra del 

otorgamiento o negativa a la suspensión provisional. 

En apoyo a lo anterior debemos citar lo previsto por el articulo 131 de 

la Ley de Amparo, e l cual textualmente establece lo siguiente: 

Articulo 1J1. Promovida la suspensión conforme al articulo 124 
de esta Ley, el juez de Distrito pedlrJ Informe previo a la 
autoridad responsable, quien deberJ rendirlo dentro de 
veinticuatro horas. Transcurrido dicho termino, con Informe o 
sin el, se ce/ebrarJ la audiencia dentro de setenta y dos horas, 
excepto el caso previsto en el articulo / JJ, en la fechil y hou 
que se hayan se/1a/ado en el auto Inicial, en la que el juez podrJ 
recibir únicamente las pruebils documental o de Inspección 
ocular que ofrezcan las partes las que se rec/blrJn desde luego¡ y 
oyendo los alegatos del quejoso, del tercero perjudicado, si lo 
hubiera, y del Hlnlsterlo Públlco, el Juez resolverJ en la misma 
audiencia, concediendo o negando la suspensión o lo que fuere 
procedente con arreglo al articulo I J4 de esta ley. 

Cuilndo se trace de alguno de los ilCtos a que se refiere el 
articulo de esta ley, podrJ también el quejoso ofrecer prueba 
testimonia/. 

No son aplicables al incidente de suspensión las 
disposiciones relativas a la admis/6n de pruebas en Ja audiencia 
constltuc/onal; no podrJ exhibirse al que/oso la proposición de la 
prueba testimonial, en el caso a que se refiere el pJrrafo 
anterior. 

Como se desprende de la lectura de dicho precepto nos encontramos 

que legalmente el Juzgador esta obligado a celebrar la audiencia incidental a 
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mas tardar dentro de las setenta y dos horas a la fecha en que se dictamine la 

suspensión provisional, pues es en este momento cuando se giran los oficios 

para notificar a las autoridades y se lista la resolución respectiva. Por lo que 

hace al tercero perjudicado resulta casi Imposible la circunstancia de que al 

recurrir dicha medida al Tribunal Colegiado pueda resolver el recurso 

Interpuesto antes de que transcurran las setenta y dos horas a que se refiere 

el articulo trascrito, y mas aun, si tomamos en consideración que los 

recurrentes gozan de un término de veinticuatro horas para Interponer el 

recurso en cuestión una vez que la notificación respectiva ha surtido sus 

efectos o en el caso de que las autoridades hubiesen recibido los oficios de 

notificación respectivos, que muchas veces y por razón de la distancia o 

lentitud del servicio de correos llega con posterioridad a las setenta y dos 

horas dentro de las cuales debe celebrarse la audiencia Incidental; e Inclusive 

el artfculo referido llega al extremo de considerar que esta se verifique a 

pesar de que no obran los Informes que al respecto deberán rendir las 

responsables. 

Por último cabe seftalar que de conformidad con la distribución que 

dado el exceso de trabajo y la nueva fllosoffa del Consejo de la Judicatura 

Federal, la Comisión de Creación de Nuevos órganos; ha pretendido llevar 

justicia hasta los lugares mas lefanos de nuestro país. 

Así tenemos que en siete aftos de vida, el Consejo de la Judicatura 

Federal ha creado 202 Órganos Jurisdiccionales: 85 Tribunales Colegiados de 

Circuito, 1 7 Tribunales Unitarios de Circuito y 68 Juzgados de Distrito, 

además de 32 Juzgados de Distrito "B" temporales para atender el reclamo de 

Justicia. 

En la actualidad se encuentran en operación 484 órganos 

jurisdiccionales, de los cuales 165 son Tribunales Colegiados, 61 Tribunales 

Unitarios y 258 Juzgados de Distrito. 
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Toda vez de que el Consejo de la Judicatura Federal ha aprobado el 

traslado de 4 tribunales: El Segundo Tribunal Unitario del Vigésimo Cuarto 

Circuito con residencia en Mérida al Vigésimo Circuito con sede en Cancún 

Quintana Roo. Es claro que el crecimiento de los órganos jurisdiccionales a la 

fecha han traído como consecuencia lógica que tanto los juicios como los 

recursos planteados en contra de las resoluciones dictadas por los Jueces de 

Distrito residentes en diferentes entidades federativas trata en lo posible que 

se lleven a cabo en los términos que prevé la Ley. 

Para concluir y con la finalidad de no provocar confusión alguna para la 

persona que consulte o lea la presente Investigación, es necesario resaltar que 

la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 

determinante en el sentido de que la suspensión del acto reclamado tiene 

como efecto exclusivo el mantener las cosas en el estado que guardaban al 

conseguirse dicha medida y, por tanto, que el acto reclamado no se e)ecute 

sin que por motivo alguno al resolverse sobre ella, el Juzgador pueda realizar 

un juicio de probabilidad y verosimilitud del derecho del solicitante, que 

podrá cambiar en determinado caso al dictar la sentencia definitiva, pues el 

hecho que anticipe la probable solución de fondo del juicio principal, es un 

adelanto provisional, solo para efectos de la suspensión. 

Tal anticipación es posible porque la suspensión se asemeja en el genero 

próximo a las medidas cautelares, aunque es evidente que esta caracterizada 

por diferencias que la perfilan de manera singular y concreta. Sin embargo le 

son aplicables las reglas de tales medidas, en lo que no se opongan a su 

específica naturaleza. 

Al respecto nos permitimos citar la siguiente jurisprudencia: 
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SUSPENSIÓN. PARA RESOLVER SOBRE ELLA ES FACTIBLE, SIN 

DEJAR DE OBSERVAR LOS REQUISITOS CONTENIDOS EN EL ART(CULO 

124 DE LA LEY DE AMPARO, HACER UNA APRECIACIÓN DE CARÁCTER 

PROVISIONAL DE LA INCONSTITUCIONALIDAD DEL ACTO 

RECLAMADO. La suspensión de los actos reclamados participa de ta 

naturaleza de una medida cautelar, cuyos presupuestos son la apariencia del 

buen derecho y el peligro en la demora. El primero de ellos se basa en un 

conocimiento superflclal dirigido a lograr una decisión de mera probabllldad 

respecto de la existencia del derecho discutido en el proceso. Dicho requisito 

aplicado a la suspensión de los actos reclamados, Implica que, para la 

concesión de la medida, sin dejar de observar los requisitos en el articulo 124 

de la Ley de Amparo, basta la comprobación de la apariencia del derecho 

invocado por el quetoso, de modo tal que, según un calculo de 

probabilidades, sea posible anticipar que en la sentencia de amparo se 

declarará la lnconstltuclonalldad del acto reclamado. Ese examen encuentra 

además fundamento en el articulo 107 fracción X constitucional, en cuanto 

establece que para el otorgamiento de la medida suspenslonal deberá tomarse 

en cuenta, entre otros factores, la naturaleza de la violación alegada, lo que 

implica que debe atenderse al derecho que se dice violado. Esto es que el 

examen de la naturaleza de la vlolaclón alegada no solo comprende el 

concepto de violación aducido por el quejoso sino que impllca también el 

hecho o acto que entraña la violación, considerando sus caracterfsticas y su 

trascendencia. En todo caso dicho análisis debe realizarse, sin prejuzgar sobre 

la certeza del derecho, es decir, sobre la constitucionalidad o 

inconstltucionalldad de los actos reclamados, ya que esto solo puede 

determinarse en la sentencia de Amparo con base en un procedimiento más 

amplio y con mayor información, teniendo en cuenta siempre que la 

determinación tomada en relación con la suspensión, no debe influir en la 

sentencia de fondo, toda vez que aquella solo tiene el carácter de provisional 

y se funda en meras hipótesis, y no en la certeza de la existencia de las 

pretensiones, en el sentido de que deberá sopesarse con los otros elementos 
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requeridos para la suspensión, porque si el perfulclo al Interés social o al 

orden público es mayor a los danos y perJulclos de dificil reparación que 

pueda sufrir el quejoso, deberá de negarse la suspensión sollcltada, ya que la 

preservación del orden públlco o del Interés de la sociedad están por encima 

del Interés particular afectado. Con este proceder se evita el exceso en el 

examen que realice el Juzgador, el cual siempre quedara suJeto a las reglas 

que rigen en materia de suspensión. 

CONTRADICCIÓN DE TESIS 3/95. Entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo 

del Sexto Circuito. 1 4 de marzo de 1996. Unanimidad de nueve votos. 

Ausentes: Juventlno V. Castro y Castro y Humberto Román Palacios por estar 

desempeftando un encargo extraordinario. Ponente: Oiga Maria del Carmen 

Sánchez Cordero de Garcfa Vlllegas. Secretarlo: Marco Antonio Rodrfguez 

Baratas . El tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el ocho de abril en 

curso, aprobó, con el número 15/ 1996, la tesis de Jurisprudencia que 

antecede. México, Distrito Federal, a ocho de abril de mil novecientos 

noventa y seis. 

Tesis Jurisprudencia consultable en la página 16 del Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 111, Abril de 1996, Pleno, P./). 
15/96. 

De la ante rior tesis Jurlsprudenclal, llegamos a la conclusión de que la 

suspensión del acto reclamado provoca únicamente que las cosas se 

mantengan en el estado en que se encuentran y, en casos excepcionales, que 

los actos de efecuclón que han dado Inicio se detengan en e l acto sin 

continua r su realización, la que puede acarrear su consumación, Incluso dejar 

sin materia al propio Juicio de Garantfas, por lo que la medida cautelar no 

afecta la validez del acto de autoridad reclamado ni trasciende su 

Constitucionalidad, aún cuando se advierta la apariencia del buen derecho. 
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En ese mismo orden de Ideas sostenemos que lo que busca la medida 

suspensiva es asegurar la efectividad de la Justicia Constitucional, esto es, se 

trata de una medida que no Implica una resolución definitiva sobre la 

Constltuclonalldad o lnconstltuclonalldad del acto reclamado. 

EL ACTO ADMINISTRATIVO. 

Concepto. 

Antes de entrar al análisis del articulo 2 1 1 de la l ey de Amparo, es 

necesario que estudiemos el Acto Administrativo, debido a que nuestra 

Investigación tiene como finalidad el reglamentar debidamente ºL.1 

responsabllldad del que/oso en el Juicio de Amparo Indirecto en materia 

administrativaº; por tal motivo no tendrfa un correcto orden sino se estudiara 

el acto que genera el Juicio Constitucional. 

Ahora bien, el concepto de acto administrativo ha sido objeto de 

múltiples consideraciones siendo que el análisis profundo de su naturaleza fue 

materia, en forma exclusiva de los estudios realizados por juristas europeos 

del siglo XIX, ya que con antelación y dentro de la estructura del Derecho 

Romano únicamente se le habla considerado como una manifestación del 

derecho (actus), en contraposición al concepto de hecho jurldlco, pero sin 

que se hubiere elaborado una doctrina especifica al respecto. 

El acto administrativo en opinión del Doctor Miguel Acosta Romero: 

"Es una manifestación unilateral y externa de voluntad, que expresa 

una decisión de una autoridad administrativa, competente, en ejercicio de la 
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potestad pública. Esta decisión crea, reconoce, modifica, transmite, declara o 

extingue derechos y obligaciones, es generalmente elecutlva y se propone 

satisfacer el Interés general." 108 

Por su parte el maestro Jorge Ollvera Toro, nos dice: 

" El acto administrativo es aquel por medio del cual se exterioriza la 

función administrativa, siendo dicha función producto de la actividad del 

Estado. 11 109 

Cabe hacer notar que entre estas dos dennlclones y las subsecuentes 

existe el elemento común consistente en la función de la autoridad 

admin ist rativa de quien debe emanar los actos que tienen tal carácter. 

Antonio Royo Vlllanovil define el acto administrativo diciendo que: 

"Es hecho Jurfdlco el que por su procedencia emana de un funcionario 

administrativo; por su natu raleza se concreta en una declaración especial; y, 

por su alcance, afecta positiva o negativamente a los derechos administrativos 

de las personas Individuales o colectivas que se relacionan con la 

administración publica""º 

Enrique Sayagues Lasso, define el acto administrativo como: 

108 Acostil, Romero Miguel: Teorfa General del Derecho Administrativo. Ed. Porrúa. 4• 
edición. México 1981. Pág. 356 y 357. 

109 01/verJ, Toro Jorge: Manual de Derecho Administrativo, Ed. Porrúa. 2• edición. México 
196 7. Pág. 1 19 . 

110 Royo, Vlllanova Antonio: Elementos de Derecho Administrativo. Tomo 1, Ed. 
Valladolld. 23• edición. Espalla 1952. Pág. 92 y 93 . 
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"Una declaración unilateral de voluntad de la administración que 

produce efectos jurldlcos subjetivos. n 111 

El acto administrativo puede ser considerado desde tres puntos de 

vista: objetivo, subjetivo y material. 

En el primer caso se trata de una exteriorización Intelectiva, es decir, 

una declaración de voluntad emanada de un órgano administrativo que es lo 

que viene a darle el elemento de carácter obletlvo. 

Al hablar de este elemento objetivo algunos autores como Manuel 

Maria Diez agregan a esta declaración de voluntad el concepto opinión, luido 

o ciencia de un órgano administrativo y asf nos dice que: 

"Se habla de declaración de voluntad cuando se trata de actos por los 

que aquella realiza su fin de certeza; si se realizara solamente en forma 

hipotética tendrfamos una declaración de deseos. Se utlllzarfa la palabra 

opinión en caso de conocimiento simple, y de juicio en caso de conocimiento 

completo. Entendemos que, en realidad se trata de distintos matices de la 

declaración de voluntad." 112 

Finalmente, y por lo que hace el punto de vista material el acto 

administrativo es el producto de la potestad administrativa, que, en su 

ejercicio, se traduce en la creación de consecuencias de derecho. En este 

aspecto el acto administrativo, funda, crea, modifica, transmite o extingue 

una relación jurídica subjetiva, siendo esto producto de una emanación 

unilateral de Poder Público. 

111 Si1Yil&Ues, Laso Enrique: Tratado de Derecho Administrativo. Tomo l. Ed . Topogr.Hlca 
Editora Argentina. 1 • edición. Argentina 1953. P~g. 812. 

112 Diez, Manuel M.: El Acto Administrativo. Tomo l. Ed. Topográrlca Editora Argentina . 
2• edición. Argentina. 1963 . P~g. 78. 
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El maestro Andrés Serr3 Ro/3s nos dice: 

"El acto administrativo se apoya en dos nociones esenciales: su carácter 

efecutorlo y la presunción de la legltlmldad. La acción pública tiene a su 

cargo la satisfacción de Ineludibles necesidades colectivas y la vigilancia de la 

actividad privada. El Interés general es el regulador de los actos 

administrativos, el que Inspira y determina la marcha del gobierno . Son actos 

que no deben ser aplazados o dilatados a pretexto de Ingerencias fudlclales, 

sino actos del Poder Público regulados por el bien común." 113 

A este respecto cabe mencionar que es el principio de legalidad 

plasmado en nuestra Carta Magna, el que regula e Imprime Justificación a la 

actividad del Estado para que este se encuentre en aptitud de cumplir con sus 

fines, y, al alefarse los actos de autoridad de tal principio estos se encuentran 

viciados y pueden ser combatidos a través de los recursos previstos por la ley, 

y es cuando la autoridad f udlclal se encarga de regular la actividad de la 

autoridad administrativa declarando Ilegales todos aquellos actos que no estén 

fundados en la norma que hubiesen sido emitidos por la autoridad 

competente. 

Por otro lado Adolfo Merkl, nos dice: 

"Toda procuración de un fin administrativo que puede ser 

Individualizado en el campo total de la actividad administrativa, todo obrar 

administrativo encerrado en si mismo, separado de la totalidad de lo 

administrativo por ser cumplimiento de un fin administrativo determinado, 

113 Serril, Rolas Andrés: Derecho Administrativo. Ed. Porrúa. 2• edición. México 1961 . 
Pág. 364 . 
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constituye una actividad administrativa, un acto administrativo en el sentido 

mas amplio de la palabra." 114 

Este concepto puede parecer confuso pero en realidad para entenderlo 

es menester distinguir el hacer de lo hecho, es decir, e l trabajo de la obra, 

para eJempllflcar lo anterior podemos trasladarnos al campo de la función 

Judicial y concluir que el acto Judicial propiamente dicho lo es sentencia 

dictada, la que es generadora o a través de esta se extinguen derechos y 

obllgaclones, más no tienen tal carácter todos los actos previos como lo son 

la Interposición de la acción, ofrecimiento de pruebas y desahogo de las 

mismas, etcétera, pues estos son simples actos preliminares que combinan con 

un fin que viene a ser la sentencia misma. 

De Igual forma dentro del ámbito de los actos administrativos estos se 

caracterizan por su investidura de deflnltlvldad y por el fin que persiguen que 

viene a ser la satisfacción del interés general, a mas como se ha manifestado 

con antelación, de la autoridad emisora de dichos actos, que debe ser la 

autoridad administrativa; y en tal virtud son actos, administrativos el 

otorgamiento de una concesión o la revocación de esta, una orden para la 

práctica de una auditoria fiscal, un decreto exproplatorlo, etcétera, sin que 

tengan tal carácter los actos preliminares a la emisión de estos últimos como 

lo serian la elaboración de los estudios técnicos tendientes al otorgamiento de 

dicha concesión o a la emisión del decreto exproplatorlo respectivo. 

C/3sff/c3cfón. 

Ahora bien, una vez hecho el análisis del concepto de los actos 

administrativos es necesario efectuar una clasificación de los mismos y al 

efecto se distinguen en: 

11
• Herkl, Adolfo: Teorla General del Derecho Administrativo. Ed. Nacional. 1 • edición . 

México 1980. Pág. 23 1. 
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3) 

t.-

2 .-

b) 

t.-

1 • 1 • -

1 .2.-

En 3tenc/ón 3/ c3rJcter con el cu3/ se emiten. 

ACTOS DE AUTORIDAD DE PODER PÚBLICO.-

Son aquellos emitidos por el Estado en forma 

autoritaria, constituyendo esto una forma de 

expresión de su voluntad soberana. 

3ctos de gestión. -

Son aquellos en los cuales el Estado se coloca en el 

mismo plano de los particulares sin hacer uso de sus 

privilegios y prerrogativas y para su valides se 

requiere la existencia de la voluntad contraria . 

Atendiendo 3 su fln3/Jd3d Jos Actos Admlnlstr3tlvos 

pueden ser: 

Actos lnstrument3/es. -

Son los medios para realizar las actividades 

administrativas y se dividen en : 

3ctos Prelim/n3res y de Procedimiento. -

Son aquellos actos cuya existencia se requiere para 

que la administración pública pueda efectuar 

eficientemente sus funciones. 

Actos de E/ecuc/ón. -

Tienden a hacer cumplir forzadas, las resoluciones y 

decisiones administrativas. 
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c) 

1.-

2.-

3 .-

d) 

1.-

l. 1.-

Atendiendo 3 /3 form3cfón del 3Cto 3dmlnlstr3tlvo. 

Acto Simple o Unf/3ter3/.-

En este Interviene una sola voluntad, ya sea, 

lndlvldual o colectiva, pero que finalmente 

constituye la voluntad unilateral de la 

Administración Pública. 

Acto Complejo. -

Se conforma con el concurso de dos o más 

voluntades públicas o privadas, unidas en una sola 

voluntad . En este caso participan las voluntades de 

diversas autoridades de la Administración Pública. 

Acto Colectivo.-

Es el resultado de la concurrencia de varias 

voluntades, con Igual contenido y finalidad, y se 

reúnen exclusivamente para la manifestación común, 

permaneciendo Jurídicamente autónomas. 

A tendiendo 3/ efecto que producen, los 3ctos se 

c/ulffc3n en: 

Actos que Incrementan y amplían las facultades de 

los particulares; estos a su vez se dividen en: 

l3 3dm/slón. -

201 



1 .2.-

1.3.· 

1.4.-

Es un acto que tiene por objeto que un particular 

goce de los beneficios, ya sean derivados del Ingreso 

a una Institución o del goce de un servicio público. 

la Concesión. -

A este respecto mencionare un concepto genérico, 

con la salvedad de que el mismo será considerado 

con mayor amplitud en el desarrollo del presente 

capitulo por revestir una particular Importancia en el 

presente trabafo, y asf podemos decir que la 

concesión ues un acto por medio del cual se confiere 

a un particular un nuevo derecho subjetivo por 

medio del cual el Poder Público le transfiere 

derechos o facultades administrativas, mediante 

determinadas cláusulas compromisorias derivadas del 

Interés público." 115 

la autor/uclón/ licencia o permiso. -

Al Igual que en el caso anterior tratare en forma 

somera este concepto, pues este análisis será objeto 

de consideraciones posteriores, y al efecto podemos 

definir la autorización, licencia o permiso, como la 

facultad que la administración concede a un 

particular para el ejercicio de un derecho conferido 

por el propio poder. 

la aprobación y el visto. -

11 5 Serril/ Rolas Andrés: Derecho Administrativo. Ed. Porrúa. 2• edición. México 1961 . 
Pág. 372. 
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1.5.-

2 .-

2. 1.-

2.2.-

2.3. -

E) 

A través de estos actos la autoridad administrativa 

vigila y controla los actos emitidos por diversas 

autoridades administrativas. 

l.1 d/spenu o Condon3clón. -

Por medio de este acto administrativo se exime a una 

persona del cumplimiento de una determinada 

obligación. 

Actos que restringen y limitan la esfera de derechos 

de los particulares y se dividen en: 

S3nc/ones dlsc/plfn3r/3s. -

Su objeto es castigar las Infracciones cometidas a 

leyes y reglamentos, y su Imposición esta a cargo de 

la administración pública. 

l.1 exprop/3cfón. -

Impone a los particulares la cesión de sus 

propiedades mediante ciertos requisitos. (Por causa 

de utilidad pública y mediante Indemnización). 

l3 revoc3c/ón. -

En este caso un acto administrativo Jurídicamente 

valido, es substituido por otro, obedeciendo a causas 

supervenientes. 

Las ordenes administrativas que imponen a los 

particulares la obligación de dar, hacer o no hacer, 

que se traduce por parte del Poder Público en 

mandatos o prohibiciones. 
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3.· 

4.· 

Actos que condlcloniln el ejercicio de un poder, por 

pilrte de un órgilno. · 

Estos se hacen depender del cumplimiento de una 

obligación pública, como lo es el caso de la 

propuesta o la designación. 

Actos de ejecución forZildil. • 

Son aquellos por los que una autoridad 

administrativa ejercita coacción sobre los particulares 

que se nieguen a obedecer los mandatos de la ley, o 

en forma especifica una orden administrativa. 

El maestro Andrés Seru Ro/ils, además de hacer el análisis relativo a la 

clasificación a que se hizo referencia en las Hneas Inmediatas precedentes nos 

habla de "meros actos administrativos". 116 

Entre los cuales destaca la expresión de una opinión para resolver una 

cuestión Jurldlca administrativa, la resolución de un recurso, la comprobación 

de hechos o requisitos, certificación de actos, publicaciones en el Diario 

Oficial, etcétera. Nosotros no estimamos que estos actos pueden ser 

considerados con tal carácter en forma exclusiva, toda vez que si bien es 

cierto que son actos meramente administrativos, también lo es que los mismos 

pueden ser encuadrados dentro de una de las clasificaciones que también han 

sido consideradas en este trabajo, verbigracia, dentro de los actos 

administrativos principales. A más estimamos que en caso de admitir la 

clasificación, de actos meramente administrativos y diferenciarlos de otros 

actos administrativos, podría crear una confusión consistente en creer que 

estos últimos no reúnen las caracterlsticas de los primeros y en consecuencia 

116 Serril, Rojas Andrés: Derecho Administrativo. Ed . Porrúa . 2• edición. México 1961 . 
Pág. 375 . 
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no reúnen una naturaleza del todo administrativa lo cual a todas luces es 

Inexacto. 

e) 

1.-

2.-

3 .-

En dtenclón con Id reldclón de fdcu/tddes que se 

eferc/td di estructuru el dcto, se cldslflcdn en: 

Actos que resultdn de Id dCtlv/ddd reglddd o 

vlncu!ddd de Id ddmlnlstrdclón. -

Son aquellos que emiten de conformidad a lo 

estipulado por el ordenamiento legal, es decir, que el 

orden Jurldlco determina como ha de actuar la 

Administración Pública. 

Actos discrecionales.-

En estos casos la ley deja a la Administración en 

libertad de apreciar el contenido y oportunidad de su 

actuación. Estos existen cuando la ley emplea 

conceptos y términos permisivos. 

Actos presuntos.-

Son aquellos que se configuran a través de la figura 

jurfdlca del silencio administrativo. 

Refiriéndonos a esta figura jurldlca del Derecho Administrativo Miguel 

A costd Romero nos dice: 

"El silencio administrativo es una Institución tfpica de esta materia, y 

algún autor estima que es consecuencia de la falta de forma en el acto 

administrativo. Nosotros consideramos que el sllenclo administrativo no es 
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falta de forma, sino que es falta absoluta de acto, pues entendemos que la 

abstención de la Administración Pública, con su silenclo, es la negación misma 

de la actuación o acto administrativo y, por tanto, afirmamos que el silencio 

administrativo es consecuencia de una abstención de la autoridad, ... " 117 

Este silencio administrativo en forma presunta puede tener diversos 

efectos a saber: 

a) 

b) 

e) 

d) 

En ocasiones equivale a una resolución favorable al 

particular; 

Dentro del ámbito de los órganos de la 

administración, particularmente en aquellos de 

rangos superiores respecto a los Inferiores, el silencio 

administrativo tiene por efecto el que aquellos 

aprueben o confirmen las resoluciones adoptadas por 

el inferior. 

En otras ocasiones el silencio administrativo tiene los 

efectos de una resolución en sentido negativo, como 

sucede en el caso de la negativa fleta prevista en el 

sistema fiscal mexicano; 

O en el último de los casos no tenga efecto alguno, y 

forzosamente debe recaer una contestación a la 

solicitud del particular, como en el caso del derecho 

de petición a que alude el articulo 8° de nuestra 

Constitución General de la República . 

117 Acostil, Romero Miguel: Teorla General del Derecho Administrativo . Ed. Porrúa . 4' 
edición. México 198 1. P~g. J 7 4. 
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Los actos administrativos también pueden clasificarse por razón de su 

objeto. 

"En la claslflcaclón clásica de león Dugult, se comprenden tres actos 

Importantes: 

1.-

2.-

3.-

f) 

1.-

2.-

El acto regla creador de situaciones Jurldicas 

generales, formados por la ley y el reglamento; 

El acto condición; es el que se realiza para 

condicionar la aplicación de una ley a un caso 

concreto. 

El acto subjetivo, creador de situaciones jurldlcas 

individuales. n 118 

En b;ue ¡¡ su contenido, los ilctos iidmlnlstriltlvos se 

cf¡¡slflc¡¡n en: 

Actos en trámite. -

Estos únicamente se concretan a preparar una 

resolución administrativa de carácter definitivo. 

A e tos definitivos. -

Son aquellos actos con los cuales se concluye un 

procedimiento administrativo, realizando, la finalidad 

última o inmediata de la ley. 

118 Dugult, léon: Trate de Drolt Constltutlonnel. Tomo 1 ; citado por Andrés Serra Rojas: 
Derecho Administrativo. Ed. Porrúa. 2• edición. México 1961. P~g. 3 76 y 3 77. 
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En este último caso debemos considerar dos aspectos a saber, 

consistentes en que el acto administrativo tiene ejecución y, por otro lado, 

que ha causado ejecutoria. 

En cuanto a la etecuclón, el Doctor Migue/ Acosta Romero nos dice: 

"En Derecho Administrativo, debe entenderse por acto ejecutivo, el 

acto administrativo que tiene en si, la potestad necesaria para su realización 

fáctica coactiva, en caso de que el suteto pasivo no la cumpla 

voluntariamente. Y es que, además, su ejecución puede ser llevada a cabo por 

la propia administración pública, sin necesidad de acudir al Poder Judicial 

para ello." 119 

Por lo que hace el segundo aspecto a que nos referimos, debemos 

estimar que el acto administrativo causa estado cuando no es susceptible de 

ser recurrido en la vla Jerárquico administrativa, o cuando en caso de poder 

ser recurrido, ha sido conformado por la autoridad contencioso

administrativa. En este caso no tiene Intervención alguna la autoridad Judicial, 

ya que este no le da el carácter de definitivo si no el diverso de legalidad, ya 

que para que cualquier acto pueda ser Impugnado ante la autoridad Judicial es 

menester que este tenga el carácter de definitivo. (Articulo 73, fracción XV 

de la Ley de Amparo). 

g) Fina/mente, y en consideración a las personas sobre 

los cuales produce sus efectos los actos 

administrativos se clas/flcan en: 

119 Acosu, Romero Miguel: Teorla General del Derecho Administrativo . Ed . Porrúa. 4ª 
edic ión. México 1981 . Pág. 358. 
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1.-

2. -

Actos Internos.-

Solo tiene eficacia dentro de la Organización 

administrativa, sin producir efectos respecto de 

terceros. 

Actos externos.-

Por medio de estos, el Estado realiza sus actividades 

fundamentales consistentes en prestar los servicios a 

su cargo, asl como ordenar y controlar la acción de 

los particulares. 

CAPITULO VI 

El Artículo 211 de la Ley de Amparo. 

la Responsabilidad del Quejoso y del Tercero Perjudicado 

Para poder adentrarnos en el tema propio del título que nos precede, 

es necesario hacer alusión de quienes son susceptibles de responsabilidad en 

los Juicios de Amparo, asf tenemos que pueden ser: 

a) Ministros de la Suprema Corte de justicia. - Es necesario sei'lalar en 

este apartado, el articulo 108 constitucional precisa quienes son los 
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servidores públicos para los efectos de responsabilidad. En Igual forma 

lo establecido por el artículo 2° de la Ley Federal de responsabilidades 

de los servidores públicos y el 198 de la Ley reglamentarla de los 

artfculos 103 y 107 constitucionales. 

b) Los Mag/studos de Jos Tribuna/es Colegiados de Circuito.· no 

obstante que el numeral 198 de la ley de la materia lnexpllcablemente 

omite en su contexto a los Magistrados de los Tribunales Colegiados de 

Circuito, empero el articulo 1 11 constitucional prevé que será el 

Presidente de la Repúbllca quien podrá sollcltar ante la Cámara de 

Diputados la destitución de cualquiera de los ministros de la suprema 

corte de justicia, de Jos mnlstrados de circuito, de Jos Jueces de 

distrito, y de otros funcionarios /udlcla/es ... 

c) Los Jueces de Distrito, las Autoridades fudlc/ales de Jos Estados y 

del Distrito Federal, así como los Presidentes de las Juntas de 

Conclflaclón y Arbitraje.· De la simple lectura de este Inciso se 

percatara el lector que aunado a los Jueces de Distrito han quedado 

tanto las autoridades judiciales de los Estados y del Distrito Federal, asl 

como los Presidentes de las Juntas de Conclllaclón y Arbitraje, debido a 

que dichas autoridades actúan en funciones de Jueces de Distrito en 

términos de ley. 

d) Las Autoridades Responsables.· En el capltulo respectivo hemos 

estudiado quienes son para los efectos del Amparo las autoridades 

responsables, lo que en este apartado se reproduce en cada una de sus 

partes, como si se Insertase a la letra, mas aún nos permitimos 

comentar que las autoridades responsables cuando Infrinjan cualquiera 

de los extremos del capitulo 111, titulo V del llbro primero de la propia 

ley le serán apllcados en su contra según la falta cometida los diversos 

artículos aplicables del Código Penal Federal. 
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e) Li1s Pi1rtes en el Juicio de Amparo; quejosos y tercero per/udlci1do. -

En este contexto analizaremos la responsabilidad penal de las partes en 

e l ejercicio de la acción del Juicio de Garantfas; dentro del titulo 

quinto de la ley en cuestión, en su numeral 21 1, se contemplan las 

responsabilidades de las partes en el Juicio de Amparo debido a la 

tipificación de hechos delictivos que se pueden cometer, persiguiendo 

con esto, sancionar a los queJosos o terceros perjudicados que traten de 

obstaculizar mediante sutiles o burdas maquinaciones la labor de las 

autoridades, no siempre Infractora de las garantfas Individuales. 

El homólogo 2 1 1, de la ley de Amparo nos dice: 

Articulo 2 11. Se lmpondrJ silnclón de seis meses i1 tres 
illlos de prisión y multi1 de diez i1 noventil dli1s de salilrlo: 

J. - Al quejoso en un Juicio de Ampilro que 3/ formulilr su 
demi1ndi1 ilflrme hechos fil/sos u omltil los que le consten en 
reli1clón con el Ampilro, siempre que no se reclilmen illgunos de 
los i1Ctos i1 que se refiere el ilrt/cu/o J 7; 

11. • Al quejoso o tercero perjudlci1do en un Juicio de Ampilro, 
que presente testigos o documentos fil/sos, y, 

111. • Al quejoso en un Juicio de Ampilro que p3ri1 d3rle 
competenc/3 i1 un Juez de Distrito, designe como 3utor/d3d 
ejecutoril i1 unil que no Jo seil, siempre que se reclilmen algunos 
de Jos actos a que se refiere el articulo 1 7. 

Por cuanto hace al tema del presente trabajo, analizaremos 

exclusivamente la fracción 1 del numeral antes citado, para ello tenemos que 

lgn3c/o L. Va//artil formulaba la siguiente consideración: 

"El alarmante, excesivo aumento que los amparos van teniendo de año 

en año ... a la par que revela el poco respeto que las autoridades tienen a la 

Constitución, es el sfntoma de un mal trascendental, mal que debe combatirse 
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de un modo enérgico por medio de una penalidad severa ... solo asl el Amparo 

llenara por completo sus fines." 120 

El Incremento significativo en el uso del derecho al Juicio de Amparo, 

no tiene relación directa con las acciones vlolatorlas de garantfas de las 

autoridades, desafortunadamente se percibe un abuso en ·el ejercicio de este, 

que mas que un mecanismo para preservar la Integridad de una garantla 

individual ha sido un método delatorlo o un Instrumento de Impunidad 

utilizado por profesionales del derecho con poca ética. 

Como se observara, la percepción del Ilustre constltuclonallsta, 

mantiene su vigencia a pesar de la evolución del ejercicio Judicial. 

En ese orden de Ideas tenemos una disyuntiva, pues por un lado 

podemos afirmar que se abusa Indiscriminadamente del Juicio de Amparo, y 

por la otra el nulo respeto que las autoridades tienen a la Constitución, de 

ahf la necesidad de los gobernados en reclamar las violaciones a sus garantías 

Individuales por parte de las autoridades responsables, haciendo uso en su 

defensa que le concede la ley fundamental. 

Se estima que las disposiciones existentes en el tema, no son lo 

suficientemente específicas para contener o abatir esta Irregularidad, que ha 

provocado grandes y graves Islas de Impunidad. 

Lo anterior se observa en dos vertientes, el quejoso que 

individualmente acude a la acción de Amparo y el propio funcionario Judicial 

que por omisión no corrige o aplica la ley cuando tiene Indicios de esta 

120 V.illuu, Ignacio L. : El Juicio de Amparo y Wrlt of Habeas Corpus. México, Imprenta de 
Francisco Dlaz de León, 1881, Pág. 397, 418,419 . Citado por Nor/eg.i Cantú Alfonso: 
Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa . 11 edición. México 197 S. Pág. 1049. 

212 



Irregula ridad, de tal suerte que se cae en el supuesto de la acción y la 

omisión. 

SI bien es cierto que en la Ley de Amparo vigente contiene en su 

cuerpo normas expresas para exigir responsabilidad de los funcionarios en los 

Juicios de Amparo, tal y como ha quedado debidamente asentado en párrafos 

anteriores. 

Empero la realidad es cruda y no se aplica en sus términos la ley de 

responsabilidades de los servidores públicos, asf como el contenido de la 

fracción 1 del artfculo 2 1 1 de la Ley en comento. 

En base a lo anterior, es que debe de especificarse de manera clara y 

contundente y más aún de llevar a cabo la tipificación de los hechos delictivos 

que puede cometer el quejoso al promover el Amparo Indirecto, salvo los 

casos a que alude el articulo 1 7 y 22 de nuestra norma suprema. 

La finalidad de la presente Investigación es la de alcanzar un dique al en 

ocasiones doloso eJerclclo de la acción de Amparo por parte del queJoso, 

cuya única pretensión es obtener la suspensión de los actos emitidos por 

autoridades perfectamente ajustados a derecho; de ahf que el quejoso debe de 

manifestar en su solicitud de garantfas los antecedentes del acto reclamado, 

ello bajo protesta de decir verdad. 

Como hemos visto hasta este momento, y de la sola lectura del articulo 

2 1 1 en su fracción 1, tenemos que es omiso al determinar quien deberá 

reconocer de los extremos a que se refiere su contenido, suponemos que es el 

Juez de Distrito o en su caso los Magistrados Integrantes del Tribunal 

Colegiado, quienes darán vista al Ministerio Público Federal adsérito, el cual 

previa denuncia del Agente del Ministerio Público Federal que participo en la 

tramitación del Amparo investigara con el consiguiente seguimiento previa 
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audiencia de los interesados y apegado al articulo 14 constitucional, se 

decida por un Juez de Procedimientos Penales Federales si existió 

infracción por parte del quejoso y en su caso determinara la 

responsabilidad del mismo. 

Es indispensable el que se tipifiquen los hechos delictivos 

específicos que puede cometer en un Juicio el quejoso mediante la 

prevención de la sanción penal correspondiente pues en verdad de manera 

alguna se trata de restringir el ejercicio de la acción constitucional, lo que 

se persigue es sancionar con severidad al quejoso por manifestar bajo 

protesta de decir verdad ante la Autoridad Judicial Federal en funciones, 

hechos falsos en que funda su demanda pues con ello trata de obstruir 

mediante maquinaciones la labor de las Autoridades Judiciales y 

Administrativas. 

A este respecto el maestro Raúl Chávez Castllfo nos comenta: 

"Los hechos o abstenciones que nos constan, son esenciales en el 

Juicio de Amparo Indirecto, ya que la Ley de Amparo castiga al quejoso 

cuando exprese hechos falsos u omita los que le consten en relación con 

el acto reclamado, tal y como lo estatuye el articulo 211 fracción 1 de la 

Ley de Amparo, y se exige en virtud de que, en este tipo de Amparo se 

parte del principio de la buena fe del quejoso, porque en la mayor parte de 

las ocasiones al promoverse la demanda de Amparo, no se tiene dato o 

constancia alguna acerca del acto que se reclama de la autoridad 

responsable, a diferencia del Amparo Directo en el que se tienen los autos 

originales del Juicio de donde emana el acto reclamado, de donde se hace 

necesaria la protesta de Ley. 

Los antecedentes del acto reclamado son muy importantes para la 

autoridad de Amparo Indirecto, pues mediante ellos se entera de cuales 

son los hechos que preceden a la emisión o conocimiento del acto 
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reclamado por el quejoso y en base en los mismos puede percatarse de 

una serie de aspectos, tales como si el amparo es improcedente o no ... •120 

En virtud de que el tenor de la demanda orienta al Juez de Distrito 

para formarse una noción de conjunto del asunto en estudio, hechos que le 

servirá para darse cuenta de la trascendencia y profundidad del acto 

reclamado, por tal motivo es que la ley en su articulo 116, fracción IV de la 

Ley de la Materia, exige que la demanda debe expresar, bajo protesta de 

decir verdad los hechos o abstenciones que le consten al promovente y 

que constituyan los antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los 

conceptos de violación, bajo esa óptica tenemos que si tal expresión es 

dolosamente inexacta al afirmar hechos falsos o silenciar los que le 

consten , ello podrá Inducir al Juez Federal a un error en detrimento 

evidente de la administración de la Justicia Constitucional, repetimos salvo 

los casos a que se refieren los diversos 17 y 22 Constitucional. 

Como vemos la finalidad del quejoso al alterar la narrativa de sus 

hechos afecta directamente la administración de la Justicia Federal 

desvirtuando consecuentemente los nobles fines de la Institución de 

Control llamado Juicio de Amparo. 

La ejemplar institución del Amparo no debe verse lacerada por su 

abusiva utilización fraudulenta, de tal suerte que los juzgadores ante esto 

partieran del supuesto de sospechar que todas las acciones caen en este 

ámbito ; aun cuando nuestra Carta Magna regula las garantias que deben 

ser respetadas por parte del Estado hacía los gobernados, tal y como lo 

precisa el Maestro Diez Quintana: 

"En nuestra Constitución Federal se contienen en el capitulo 

denominado "Garantías Individuales• los derechos a que las autoridades 

están ob ligados a respetarle al Individuo y se conocen cuatro grandes 

120 
Cháver Castillo Raúl, Formularlo del Ju icio de Amparo Indi recto, Ed. Sl sta. 3 • edición. 

México 1991. P-19. 354 in tlne y 3 55. 
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apartados , que son : garantia de igualdad, garantia de libertad, garantia de 

seguridad jurldica y garantla de propledad." 121 

Sostenemos que debe de reformarse el articulo 211 en su fracción 1, 

en base a los razonamientos esgrimidos hasta este apartado. En efecto el 

delito que se comete por parte del quejoso es únicamente en los Amparos 

Indirectos, pues solo en ellos exige la ley reglamentaria que en la 

demanda se rindan los hechos o abstenciones que le consten bajo protesta 

de decir verdad. Hechos que si el agraviado no demuestra durante la 

tramitación del Juicio de Amparo Indirecto, es decir desvirtuando el 

contenido del informe con justificación que rinde la autoridad responsable, 

y de los alegatos formulados por el tercero perjudicado, Incurre en el delito 

previsto en la fracción y artículo motivo de este estudio. 

Repetimos, la responsabilidad penal se actualiza no solo cuando el 

quejoso sostiene en su demanda de Amparo hechos falsos, sino cuando 

omita algún hecho que le conste, pues tal omisión es dolosa en virtud de 

que conoce los hechos motivos de su demanda. La salvedad de sostener 

hechos falsos y de omitir los hechos que le consten son aquellos que han 

quedado precisados oportunamente y que se encuentran previstos en los 

articulos 17 y 22 de la propia ley reglamentaria. 

Es Imprescindible referirnos a que el proyecto de Ley de Amparo 

reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos de 29 de agosto de 2000 omite de manera 

tajante la infracción cometida tanto por parte del quejoso como del tercero 

perjudicado en todo Juicio de Amparo, motivo por el cual sostenemos e 

Insistimos en que debe de contener dicho proyecto un articulo que supere 

al actual 211 particularmente en su fracción 1, asl como al numeral 247 

fracción V del Código Penal Federal , de ahl que la propuesta del 

sustentante es la siguiente : 

m Di ez Quintana Juan Antonio, 181 preguntas y respuestas sobre El Juicio de Amparo. 
Ed . Pac, S.A . de C.V . ultima re impresión Enero 2002 , P•g. 2 
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Articulo 211. Se impondrá sanción de seis meses a 
tres anos de prisión y multa de diez a noventa dlas de 
salario: 

l.· Al quejoso que en el Juicio de Amparo afirme hechos 
falsos u omita los que le consten en re/ación con el 
Amparo, siempre y cuando no se reclame alguno de 
los actos a que se refieren los artlculos 17 y 22 de la 
constitución federal. 

Para la tipificación de los hechos delictivos a que se 
refiere el párrafo anterior, el Juez de Distrito, dará vista 
con las actuaciones al Ministerio Público federal de la 
adscripción, quien con la audiencia de las partes remitirá 
en su caso a la autoridad competente federal. 

Artrculo 247 del Código Penal Federal. 

Articulo 247 . ... 

V.1.- Se Impondrá sanción de seis meses a tres anos de 
prisión y multa de diez a noventa dlas de salarlo en los 
casos a que se refiere la fracción 1, párrafo I del articulo 
211 de la Ley de Amparo: 

La vida jurldica nacional, sin duda alguna reclama de la sociedad, 

así como de los encargados de la impartición de Justicia Federal, local, el 

cuerpo docente de las universidades, los investigadores, académicos y 

abogados en general ; ajustar a la realidad social las normas que rigen la 

armonía de esta , pues de no ser así , caeríamos en el abismo y las lagunas 

que nos presenta el campo del Derecho y consecuentemente la apllcación 

de la justicia , mas aún cuando partimos de la premisa que el Juicio de 

Amparo es el medio de defensa más puro y eficaz con que cuenta todo 

gobernado. 
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CONCLUSIONES 

1 .- En nuestra leglslaclón vigente el Juicio de Amparo es el medio de 

defensa extraordinario al alcance de los gobernados, cuando estos se ven 

afectados en las garantfas consagradas por la norma suprema como 

Individuales, y con la finalidad de no Incurrir en un abuso o burla por parte 

de las argucias de la defensa o de los Interesados; es necesario que se 

sancionen mediante la propia ley de la materia aquellos casos en que quede 

plenamente demostrada la omisión voluntaria de decir la verdad de los hechos 

en que se funda la demanda de garantías. 

2 .- La práctica nos muestra que en gran número de juicios tramitados 

ante el poder Judicial federal, es decir, Juicios Indirectos o directos, la 

finalidad que persiguen los promoventes no es otra que retardar el 

cumplimiento de una resolución, logrando ello mediante el obsequio que hace 

la autoridad Judicial conocedora de dicho Juicio de la suspensión provisional 

del acto o actos reclamados, la que Igualmente mediante argucias legales 

tratan de alargar la celebración de la misma, toda vez que la Suspensión 

Provisional es el alma del Juicio de Amparo porque mantiene viva su materia. 
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3 .· Por las razones asentadas en el apartado IV fracción IV el 

Ministerio Público Federal debe desaparecer del la fracción IV del articulo 5° 

de la ley reglamentarla de los artlculos 103 y 107 constitucionales en 

atención a que en la vida práctica se observa que el Fiscal Federal en realidad 

no tiene ninguna función objetiva en los Juicios constitucionales ventilados en 

los Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados fuera de las acciones de 

lnconstltuclonalldad y controversias constitucionales de las que corresponde 

conocer a la Suprema Corte de Justicia de la Nación y Tribunales Colegiados 

respectivamente. 

4° .- SI bien es cierto que el Ministerio Público Federal es el 

representante de la sociedad, también lo es que es el que debe velar por una 

plena observancia de la Ley, lo que no sucede respecto del articulo 21 1 

fracción 111 Ley de Amparo en el Amparo Indirecto, toda vez de que en la 

vida Jurfdlca se ha caldo en un abuso exagerado del Juicio constltuclonal 

como remedio a la violación de las Garantfas Individuales de que goza todo 

gobernado. 

5°.- desde nuestro punto de vista y por las razones vertidas 

oportunamente, consideramos que el vocablo empleado en la fracción 111 del 

articulo 5, es Inapropiado, de ahl que deberla de ser suplantado por el de 

tercero Interesado debido a que este tiene Interés real y verdadero en que 

subsista el acto reclamado que afecta a aquella persona que recurre al Juicio 

de Amparo, y no es perjudicado pues como se dilo tiene Intereses contrarios 

a los del quejoso. 

6.- El articulo 2 1 1 de la Ley de Amparo es ambiguo en su fracción 1, 

porque no especifica si será de oficio que el Juez conocedor del Juicio de 

Amparo Inicie denuncia de hechos ante la representación social federal, o sea 

esta quien oficiosamente por cuerda separada Instaure averiguación previa en 
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contra del quejoso o quien promueva en su nombre faltando a los extremos 

de la fracción 1 del articulo 211 de la ley de la materia. 

7°.· El numeral 247 del Código Penal Federal de Igual manera adolece 

de una fracción especifica que prevenga y sancione a las personas que al 

formular su demanda afirmen hechos falsos u omitan los que les conste, 

máxime que el homologo 116 de la propia ley en su fracción IV establece que 

los hechos o abstenciones que le constan al quejoso deberán de hacerse bajo 

protesta de decir verdad, resulta por demás evidente que tal manifestación se 

hace ante una autoridad Judicial en funciones. 

8.· Como se observa en todas y cada una de las partes de la presente 

Investigación, la finalidad prlmordlal de este trabajo no es la de restringir el 

derecho de acudir a la acción constitucional contra el abuso por. parte de las 

autoridades bien sean ordenadoras o ejecutoras de determinado acto, sino 

mas bien el que el Juicio de Garantfas alcance con plenitud los fines para los 

cuales fue creado por parte del constituyente. 

220 



5 .- Blbllograffa 

1. Arell3no, Garcla Carlos, El Juicio de Amparo. Ed. Porrúa.2¡ 
edición . México 1982. 

2. Acost3, Romero Mlguel: Teorla General del Derecho 
Administrativo. Ed . Porrúa. 4ª edición. México 1981 . 

3. Bndresch, luis: El Juicio de Amparo, Ed . Trlllas. 4¡ edición. 
México 1983. 

4. Borre/ Navarro Miguel, legislaclón de Amparo,. Ed . Slsta., 4ª 
edición. México 2002. 

5 . Brlse/lo Sierra, Humberto: El Amparo Mexicano, Ed . Cárdenas. 
2ª edición. México 1972 . 

6 . Brlsello, Slerr3 Humberto: Teorfa y técnica del Amparo, Ed . 
Cajica. 2ª edición. Puebla, México 1906. 

7. Burgo3, Ignacio: Diccionario de derecho constituclona l, 
garantfas y amparo, Ed. Porrúa. 1 ª edición. México 1984. 

8. Burgo3, Ignacio: El juicio de amparo, Ed. Porrúa. 8ª edición. 
México 1971. 

9 . ChJvez Castillo Raúl, Formulario del Juicio de Amparo 
Indirecto, Ed. Sista. 3 ª edición, México 1991. Pág. 354 In 
fi ne y 355. 

221 



1 O. C3stro, Juventlno V.: Lecciones de Garantlas y Amparo, Ed. 
Porrúa. 3¡ edición. México 1981. 

1 1 • Colegio de secret3rlos de estudio y cuent3 de /3 suprem3 corte 
de /ust/c/3 de /3 n3clón, 3, c. La Suspensión de los Actos 
Reclamados en el Juicio de Amparo. México. Ed. Cárdenas. 
Edición 1983. 

12. Couto Ricardo: Tratado Teórico Práctico de la Suspensión en 
el Amparo. Ed. Porrúa. 6¡ edición. México 1979. 

13. D/3r/o Oficial de la Federación de fecha 16 de enero de 1984. 

14. Diez Quintana, Juan Antonio: 181 preguntas y respuestas 
sobre el juicio de Amparo, Ed . Pac, S.A. de C.V., edición: 
reimpresión 2002. México 2002. 

15. Diez, Manuel M.: El Acto Administrativo. Ed . Topográfica Ed. 
Argentina. 2¡ Ed. Argentina. 1963. 

16. Dugult, Léon: Trate de Drolt Constltutlonnel. Tomo 1 ; citado 
por Andrés Serra Rojas: Derecho Administrativo. Ed. Porrúa. 
2¡ edición . México 1961. 

17. Flx Zamudlo, Héctor: El Juicio de Amparo, Ed. Porrúa. 2¡ 
edición . México 1964. 

18. Gonzilez Costo Arturo: El juicio de Amparo, Ed. Porrúa. 2¡ 
edición. México 1985. 

19. Hernindez, Octavlo A.: Cursos de Amparo, Ed. Porrúa. 2¡ 
edición. México 1983. 

20. L. Legls/3tur3 del congreso de /3 unión: Los Derechos del 
Pueblo Mexicano. Ed. Porrúa. 2' Ed. México 1978. 

21. Lex/ped/3 Baeza. Enciclopedia. Ed . Baeza . 2¡ Edición. México . 
1981. 

22. Merkl, Adolfo: Teorla General del Derecho Administrativo. 
Ed. Nacional. 1 ¡ edición . México 1980. 

23. Mommsen, Teodoro: Compendio de Derecho Publico Romano, 
citado por Rodolfo Batlza en su articulo uun pretendido 
antecedente remoto del Amparo", Publicado en el No. 4 de la 
Revista Mexicana de Derecho Público. 

24. Moreno Cora, Siivestre: Tratado sobre Juicio de amparo; 
citado por lgnaclo Burgoa, Diccionario de Derecho 

222 



Constitucional, Garantfas y Amparo. Ed. Porrúa . 1 ¡ edición. 
México 1984. 

25. Norlega Cantú Alfonso: Lecciones de Amparo, Ed. Porrúa . 1 ¡ 
edición. México 1975. 

26. 01/vera, Toro Jorge: Manual de Derecho Administrativo, Ed. 
Porrúa. 2 ¡ edición. México 196 7. 

27. Orantes, Romeo L.: El Juicio de Amparo, Ed. Porrúa. 3¡ 
edición. México 1957. 

28. Pallares, Eduardo: Diccionario teórico y práctico del juicio de 
amparo, Ed. ·Porrúa. 2¡ edición. México 1970. 

29. Romero vargas, lturblde Ignacio: Organización polltlca de los 
pueblos de Anahuac. P ed. Editorial Porrua. México 1957. 

JO. Royo, Villa nova Antonio: Elementos de Derecho 
Administrativo. Tomo 1, Ed. Valladolid. 23¡ edición. España 
1952. 

31. Sayagués, Laso Enr~que: Tratado de Derecho Administrativo. 
Tomo l . Ed. Topográfica Editora Argentina. 1 ¡ edición. 
Argentina 1953. 

32. Serra, Rofas Andrés: Derecho Administrativo. Ed . Porrúa . 2¡ 
edición. México 1961. 

33. Soto Gordoa, Ignacio y Llévana Palma, Gllberto.: La 
Suspensión del Acto Reclamado en el Juicio de Amparo, Ed . 
Porrúa. 2¡ edición. México 1977. 

34. Tena, Ramlrez Felipe: Derecho Constitucional Mexicano, Ed . 
Porrúa. I¡ edición. México 1955. 

35. Val/arta, Ignacio L.; Citado por lgnaclo Burgoa: Diccionario de 
Derecho Constitucional, Garantías y Amparo, Ed . Porrúa. 1 • 
edición. México 1984. 

36. Val/arta, Ignacio L.: Cantú Alfonso: Votos. Ed. Porrúa. 3¡ 
edición. México 1980. 

Leglslaclón 

35. Delg.ido, Moya Rubén.: Ley de Amparo: Ed. Slsta. 3• edición. 
México 2002. 

223 



36. Código Penal Federal, Ed. Slsta. 3 1 edición. México 2002. 

Jurisprudencia 

37. SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 
Jurisprudencia y tesis aisladas, IUS 2000, IUS 2002. 

224 


	Portada
	Sumario
	Introducción
	Capítulo I. Antecedentes Históricos
	Capítulo II. Concepto y Naturaleza del Juicio de Amparo
	Capítulo III. Procedencia del Juicio de Amparo
	Capítulo IV. Las Partes en el Juicio de Amparo
	Capítulo V. Suspensión del Acto Reclamado
	Capítulo VI. El Artículo 211 de la Ley de Amparo
	Conclusiones
	Bibligrafía

